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RAZÓN. En veinticuatro de enero de dos mil 
veinticinco, con fundamento en los artículos 184, párrafo 

primero y 185 de la Ley de Amparo; 212, 214 y 258 del 

Acuerdo general que establece las disposiciones en materia 

actividad administrativa de los órganos jurisdiccionales; 

Acuerdo general 12/2020, que regula la integración y trámite de 

expediente electrónico y uso de videoconferencias en todos los 

asuntos competencia de los órganos jurisdiccionales a cargo 

del propio consejo; así como el artículo 6 del Acuerdo general 

16/2009, que regula las sesiones de los tribunales colegiados 

de circuito y establece los lineamientos para su videograbación 

y difusión, todos del pleno del Consejo de la Judicatura 

Federal; se incluyó el presente asunto en la lista electrónica 

que se publicó en la página oficial del Consejo de la Judicatura 

Federal1, para ser resuelto en sesión ordinaria virtual de treinta 
del mes y año en cita. Conste.

SECRETARIO DE TRIBUNAL

ÉDGAR SALGADO PELÁEZ

1https://www.cjf.gob.mx/micrositios/dggj/paginas/serviciosTramites.htm?pageName=servicios%2FlistaSesi
on.htm
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AMPARO DIRECTO: 437/2023.

PARTE QUEJOSA:  **** ******* 
***** *********

MAGISTRADA PONENTE: JULIA MARÍA 
DEL CARMEN GARCÍA GONZÁLEZ.

SECRETARIO: ÉDGAR SALGADO 
PELÁEZ.

Naucalpan de Juárez, Estado de México. Acuerdo del 

Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Segundo 

Circuito, correspondiente a la sesión ordinaria virtual de treinta de 
enero de dos mil veinticinco.

Vistos, para resolver los autos del juicio de amparo directo 

437/2023; y,

R E S U L T A N D O

PRIMERO. Demanda de amparo.  **** ******* ***** 

********, por propio derecho, mediante escrito presentado el 

ocho de agosto de dos mil veintitrés en la oficialía de partes de 

las salas regionales norte este del Estado de México del Tribunal 

Federal de Justicia Administrativa; recibido el quince de agosto 

del año en cita, en la oficina de correspondencia común de los 

tribunales colegiados en materia administrativa del segundo 

circuito, con residencia en Naucalpan de Juárez, Estado de 

México y, el diecisiete siguiente en la oficialía de partes de este 

órgano colegiado, demandó el amparo y la protección de la 

Justicia Federal contra la autoridad y el acto que a continuación 

se mencionan: 

AUTORIDAD RESPONSABLE:
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“La H. Primera Sala Regional Norte-Este del Estado de México 
del Tribunal Federal de Justicia Administrativa.”

ACTO RECLAMADO:

“Sentencia definitiva de uno de junio de 2023, dictada en el 
expediente relativo al juicio contencioso número **************
*, por la cual se declaró configurada la negativa ficta y no prueba 
su pretensión la parte actora.”

SEGUNDO. Derechos fundamentales violados y 
designación de tercera interesada. La parte quejosa indicó 

como derechos fundamentales violados los contenidos en los 

artículos 1, 16 y 17, de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos y como autoridad tercera interesada al titular 

de la Rectoría General de la Universidad Autónoma Metropolitana 

de la Ciudad de México.

TERCERO. Radicación y admisión del amparo. El asunto 

en comento, por razón de turno, se remitió a este Primer Tribunal 

Colegiado en Materia Administrativa del Segundo Circuito, con 

residencia en Naucalpan de Juárez, cuya presidencia, mediante 

proveído de veintidós de agosto de dos mil veintitrés, con 

fundamento en el artículo 28, fracción III, de la Ley Orgánica del 

Poder Judicial de la Federación, ordenó formar el expediente 

respectivo y registrarlo en el libro de gobierno con el número de 

juicio de amparo directo 437/2023; asimismo, por encontrarse 

reunidos los requisitos que establecen los numerales 179, de la 

Ley de Amparo y 28, fracción III, de la ley orgánica en comento, 

admitió a trámite la demanda de amparo.

Además, en dicho auto, en términos del artículo 5, fracción 

III, inciso b), de la aludida ley, reconoció con el carácter de 

autoridad tercera interesada al rector general de la Universidad 

Autónoma Metropolitana.

Asimismo, ordenó notificar por oficio a las autoridades 

responsable y tercera interesada; dio la intervención que 
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correspondía a la fiscalía federal adscrita a este tribunal, quien no 

formuló pedimento alguno; e hizo saber a las partes el derecho 

que les asistía para oponerse a la publicación de sus datos 

personales. 

CUARTO. Turno. Mediante acuerdo de presidencia de 

treinta de enero de dos mil veinticuatro, con fundamento en el 

artículo 183, de la Ley de Amparo, se ordenó turnar el presente 

asunto a la ponencia de la de la secretaria en funciones de 

magistrada Marcella Cota Aguilar para la elaboración del proyecto 

de sentencia respectivo.

QUINTO. Returno. Por auto de treinta y uno de enero de 

dos mil veinticuatro, se informó que, en atención al oficio 

SEADS/22/2024, suscrito por la titular de la Secretaría Ejecutiva 

de Adscripción del Consejo de la Judicatura Federal, en sesión 

ordinaria celebrada el diez de enero del mismo año, el pleno del 

referido consejo acordó la readscripción del Magistrado Alberto 

Roldán Olvera, a este Primer Tribunal Colegiado en Materia 

Administrativa del Segundo Circuito, en sustitución del Magistrado 

Víctor Manuel Estrada Jungo, motivo por el cual, se ordenó el 

returno del presente asunto a la ponencia a cargo del mencionado 

magistrado, a efecto de que formulara el proyecto de resolución 

que en derecho correspondiera.

SEXTO. Lista. En sesión de veinticinco de julio de dos mil 

veinticuatro, la magistrada y los magistrados, integrantes de este 

tribunal colegiado, a efecto de realizar un mayor estudio del fondo 

del asunto, determinaron dejarlo en lista. 

SÉPTIMO. Nueva integración del tribunal. Por auto de 

cuatro de noviembre de dos mil veinticuatro, se hizo del 

conocimiento de las partes que a partir del dieciséis de octubre 

del año en cita, de conformidad con el oficio SEADS/3592/2024, 
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emitido por el secretario técnico encargado del despacho de la 

Secretaría Ejecutiva de Adscripción del Consejo de la Judicatura 

Federal, este tribunal colegiado queda integrado por el magistrado 

Alberto Roldán Olvera, la magistrada Julia María del Carmen 

García González y, el magistrado Óscar Vázquez Moreno. 

OCTAVO. Returno. En sesión de nueve de enero de dos 

mil veinticinco, el asunto fue discutido y al no aceptarse por la 

mayoría el proyecto propuesto, se ordenó el returno 

correspondiente.

Así, mediante proveído de presidencia de diez de enero de 

dos mil veinticinco, en cumplimiento a lo acordado en la citada 

sesión ordinaria virtual, el presente asunto fue returnado a la 

ponencia de la magistrada Julia María del Carmen García 

González, para la elaboración del proyecto de sentencia.

NOVENO. Finalmente, en cumplimiento al artículo 17, 

párrafo segundo, de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, reformado por el decreto por el que se 

adicionan y derogan diversas disposiciones de la referida 

constitución, en materia de reforma del Poder Judicial, publicado 

en el Diario Oficial de la Federación el quince de septiembre de 

dos mil veinticuatro, este tribunal colegiado informa que el 

presente asunto fue listado para discusión y resolución el 

veinticuatro de enero de dos mil veinticinco, en atención a que del 

diecinueve de agosto de dos mil veinticuatro hasta el uno de 

noviembre del mismo año, inclusive, el cinco de noviembre de dos 

mil veinticuatro, fueron suspendidas las labores de este órgano 

jurisdiccional, por lo que se ordenó suspender los plazos y 

términos en los juicios tramitados entre otros, en este tribunal 

colegiado, de acuerdo a lo consignado en las circulares 16/2024, 

17/2024, 19/2024 y 20/2024, del pleno del Consejo de la 

Judicatura Federal, así como las declaratorias de días inhábiles 
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que se realizaron por parte de las coordinaciones de magistradas 

y magistrados de los Tribunales Colegiados en Materia 

Administrativa del Segundo Circuito, mediante los avisos emitidos 

el dieciséis, veinticuatro y veintiocho de octubre, y cuatro de 

noviembre, todos de dos mil veinticuatro; así como el de veintiuno 

de octubre, suscrito por la magistrada Julia María del Carmen 

García González, por ausencia del magistrado coordinador; y, 

C O N S l D E R A N D O

PRIMERO. Competencia. Este Primer Tribunal Colegiado 

en Materia Administrativa del Segundo Circuito, con residencia en 

Naucalpan de Juárez, Estado de México, es legalmente 

competente, por razón de materia, grado y territorio, para resolver 

el presente juicio de amparo directo, de conformidad con lo 

dispuesto por los artículos 103 y 107, fracción V, inciso b) y VI, de 

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 33, 

fracción II, 34 y 170, fracción I, de la Ley de Amparo; 38, fracción 

I, inciso b), y 124, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la 

Federación; así como en los puntos primero, fracción II, segundo, 

fracción II, apartado 1, y tercero, fracción II, párrafo primero, del 

Acuerdo general 3/2013, emitido por el pleno del Consejo de la 

Judicatura Federal en sesión ordinaria de veintitrés de enero de 

dos mil trece y publicado en el Diario Oficial de la Federación el 

quince de febrero del año en cita; en virtud de que la sentencia 

reclamada fue dictada por la Primera Sala Regional Norte Este 

del Estado de México del Tribunal Federal de Justicia 

Administrativa, con residencia en Tlalnepantla de Baz, donde 

ejerce jurisdicción este tribunal. 

SEGUNDO. Existencia del acto reclamado. Ésta quedó 

debidamente acreditada con el informe justificado rendido por la 

autoridad responsable, acorde al artículo 178 de la Ley de 
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Amparo y las actuaciones del juicio de nulidad **************** 

del índice de la Primera Sala Regional Norte Este del Estado de 

México del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, con 

residencia en Tlalnepantla de Baz.

TERCERO. Oportunidad. La demanda de amparo fue 

presentada dentro del término de quince días a que alude el 

artículo 17, de la Ley de Amparo, como se ve a continuación:

Días hábiles siguientes a la fecha 
de publicación del boletín 

jurisdiccional.

Sentencia 
reclamada:

Fecha de 
notificación de 
la sentencia: Primer día:

Segundo 
día:

Tercer día 
(fecha en 
que surtió 
efectos):2

Plazo de 15 
días 

transcurrió 
del: Días inhábiles

Fecha de 
presentación 

de la 
demanda:

01 de junio de 
2023.

28 de junio de 
2023.

29 de junio 
de 2023.

30 de 
junio de 
2023.

03 de julio 
de 2023.

Del 04 de 
julio al 08 de 
agosto de 
2023.

01, 02, 08, 09, 15 
y 16 de julio, 05 y 
06 de agosto, 
todos de 20233. 
Asimismo, del 17 
al 31 de julio de 
20234.

08 de agosto de 
2023.

CUARTO. Legitimación. El juicio de amparo lo promueve 

**** ******* ***** ******** , por propio derecho, quien está 

legitimado para hacerlo, toda vez que fue parte actora en el juicio 

de nulidad **************** del índice de la Primera Sala 

Regional Norte Este del Estado de México del Tribunal Federal de 

Justicia Administrativa, con residencia en Tlalnepantla de Baz, de 

donde deriva la sentencia reclamada.

QUINTO. Sentencia y conceptos de violación. No existe 

2 “Artículo 65.- Las notificaciones a los particulares y a las autoridades en el juicio deberán 
realizarse por medio del Boletín Jurisdiccional, enviándose previamente un aviso electrónico 
a su dirección de correo electrónico o dirección de correo electrónico institucional según sea 
el caso, de que se realizará la notificación, a más tardar el tercer día siguiente a aquél en 
que el expediente haya sido turnado al actuario para ese efecto. El aviso de notificación 
deberá ser enviado cuando menos con tres días de anticipación a la publicación del acuerdo, 
resolución o sentencia de que se trate en el Boletín Jurisdiccional.
(…)
La notificación surtirá sus efectos al tercer día hábil siguiente a aquél en que se haya 
realizado la publicación en el Boletín Jurisdiccional o al día hábil siguiente a aquél en 
que las partes sean notificadas personalmente en las instalaciones designadas por el 
Tribunal, cuando así proceda, en términos de lo establecido por el artículo 67 de esta 
Ley.
Dicho aviso deberá incluir el archivo electrónico que contenga el acuerdo y en el caso del 
emplazamiento, el escrito de demanda correspondiente”.
3 Artículos 19 de la Ley de Amparo y 143 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la 
Federación.
4 Por corresponder al primer periodo vacacional de la responsable, conforme a su 
calendario.
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obligación legal de transcribir, en esta ejecutoria, las 

consideraciones del fallo reclamado, ni los conceptos de violación 

formulados en su contra, para cumplir los principios de 

congruencia y exhaustividad que rigen el dictado de la presente, 

como lo explicó la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación en su jurisprudencia 2a./J.58/20105, cuyo rubro es: 

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR 

CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD 

EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU 

TRANSCRIPCIÓN.”; por ende, se omite su reproducción y este 

tribunal se remite a los argumentos planteados en la demanda de 

amparo que ya obra en autos.

Asimismo, en este caso, la sentencia aquí reclamada, puede 

consultarse a través de la dirección de internet del Tribunal 

Federal de Justicia Administrativa siguiente:

➢ http://sentencias.tfjfa.gob.mx:8080/SICSEJLDOC/faces/cont
ent/public/consultasentencia.xhtml

SEXTO. Antecedentes del asunto. Previo a examinar los 

conceptos de violación, resulta conveniente tener presente lo 

siguiente:

1. Escrito de reclamación de responsabilidad 
patrimonial del Estado. Mediante escrito presentado el tres de 

septiembre de dos mil diecinueve, ante la oficialía de partes de la 

Rectoría General de la Universidad Autónoma Metropolitana 

(UAM), **** ******* ***** ******** , por propio derecho, solicitó 

el inicio del procedimiento de responsabilidad patrimonial del 

Estado, demandando el pago de las prestaciones siguientes:

“[…]
El pago de la indemnización que corresponde y la reparación de 

5 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, novena época, tomo XXXI, mayo de dos 
mil diez, página 830.

E
D

G
A

R
 SA

L
G

A
D

O
 PE

L
A

E
Z

706a6620636a6632000000000000000000004022
15/05/26 18:00:00

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a

http://sentencias.tfjfa.gob.mx:8080/SICSEJLDOC/faces/content/public/consultasentencia.xhtml
http://sentencias.tfjfa.gob.mx:8080/SICSEJLDOC/faces/content/public/consultasentencia.xhtml


AMPARO DIRECTO 437/2023

8

los daños provocados, a consecuencia de la actividad irregular 
del Estado, con motivo de los constantes actos de acoso laboral 
(mobbing) y escolar (bullying), discriminación y género que he 
venido soportando de manera constante a autoridades, 
profesorado y personal escolar perteneciente al Campus 
Azcapotzalco, y que han venido dañando de manera constante 
mi honor, reputación, imagen y decoro frente a la comunidad 
universitaria, provocándome un daño a mi integridad psicológica 
de acuerdo a los hechos que más adelante se describen.

Por lo que, para determinar el resarcimiento de los daños 
provocados conforme a lo dispuesto por el artículo 14 de la Ley 
Federal de Responsabilidad Patrimonial del Estado, dicha 
indemnización y reparación deberá comprender:

1.- En el caso de reparación de daños personales:

a) El pago de la cantidad de  ********** ******** * ****** *** 
*********** ***** ****** ***** por concepto del costo por 
devengar de un tratamiento psicológico que repare el daño 
ocasionado a mi salud, a razón de una terapia psicológica cada 
quince días y por el transcurso de tres años, parámetros 
utilizados por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación, en el amparo directo 31/2013 (elemento identificado 
como hecho notorio), en donde señaló que el costo de las 
sesiones psicológicas y psiquiátricas oscilan entre  ******* 
************ ***** ****** **** * ********* **** ********** 
***** ****** ***** por lo que un costo promedio de las mismas 
(importe sumado y dividido entre dos), se ubica en la cantidad de 
******* ************ ***** ****** ***** cada quince días y por 
el transcurso de tres años.

Cuyas operaciones aritméticas se describen, así: 24 (quincenas 
por año) multiplicadas por $****** (costo promedio de cada 
terapia), arroja un resultado de III. $********* ***** (costo de 
terapia por año), multiplicado por tres años, nos arroja el 
resultado de $********* ***** (costo de terapias por tres años), 
materia de reclamo en este apartado.

b) El pago de gastos médicos erogados hasta el momento en 
forma particular, "No existen a la fecha”

c) El resarcimiento del daño provocado a efecto de que se llevan 
a cabo las gestiones pertinentes a cargo y costa de la institución, 
para que a través de la difusión interna y efectiva en la 
comunidad universitaria, se haga pública mi honorabilidad, 
reputación y decoro, ante la no comprobación de algún hecho 
delictivo cometido en perjuicio de la señorita  ****** ******** 
***** *******, por la acusación del delito de violación.

II.- En el caso de la reparación del daño moral

Dicha indemnización se apega a lo previsto en el artículo 1916 
del Código Civil Federal, conforme al tope máximo previsto en la 
fracción II, del artículo 14 de la Ley Federal de Responsabilidad 
Patrimonial del Estado, y deberá comprender:

a) El pago de la indemnización que corresponde por daño moral, 
por la cantidad de $************ *** ****** *********** ******* 
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* ***** *** ********** ***** ****** ****** equivalente al tope 
máximo autorizado por la ley, esto es, de 20,000 veces el salario 
mínimo general diario vigente en la Ciudad de México, en la 
fecha en que dejaron de acontecer los hechos motivo de 
afectación, a razón del salario diario $88.36 para el ejercicio 
2018, multiplicado por 20,000 veces 
(20,000*$88.63=$************); según lo previsto en el artículo 
14 fracción II, de la Ley Federal de Responsabilidad Patrimonial 
del Estado, en correlación al diverso 1916 del Código Civil 
Federal, desde luego estimando la afectación de mi salud que 
actualmente presento, el grado de responsabilidad que tuvo 
dicho instituto, así como las secuelas y complicaciones que 
hasta el momento he tenido que soportar ante la nula o 
negligente actuación por parte de las autoridades universitarias 
para evitar el daño provocado.

III. Actualización de las cantidades reclamadas:

a) El pago de la cantidad que resulte de la actualización de las 
cantidades reclamadas anteriormente (incisos I y II), conforme a 
lo previsto en el artículo 11, incisos d) y e), de la Ley Federal de 
Responsabilidad Patrimonial del Estado, en correlación a las 
reglas establecidas en los diversos 17, 17-A y 22 del Código 
Fiscal de la Federación; lo que se calculará vía incidental 
tomando como referencia para la actualización de dichas 
cantidades (fecha inicial) la fecha de presentación de esta 
reclamación y (fecha final) hasta que se verifique el pago de la 
suerte principal correspondiente.”

En el escrito mediante el cual se formuló la reclamación el 

signante indicó, en términos generales, que  **** ******* ***** 

******** fue alumno de Economía en la Universidad Autónoma 

Metropolitana (en adelante UAM), donde fue representante 

estudiantil y asesor en diversas comisiones académicas entre dos 

mil quince y dos mil dieciocho.

Precisó que, desde enero de dos mil diecisiete, en la página 

de Facebook “Lxs Otrxs UAM-A”, se vinculaba a  ****** ******** 

***** *******, por difundir publicaciones acusando a **** ******* 

***** ******** de delitos graves y cuestionando su orientación 

sexual. Estas publicaciones fueron denunciadas y eliminadas por 

Facebook en varias ocasiones.

Que, en abril de dos mil diecisiete, personal de vigilancia lo 

retiró de un salón por instrucción del entonces rector, Romualdo 

López Zárate, basado en una supuesta “orden de restricción”, que 
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conforme a su dicho era inexistente, según se lo había confirmado 

con posterioridad el rector, quien, a su decir, se disculpó por esa 

actuación.

Expuso que las publicaciones en redes sociales y los actos 

dentro de la universidad generaron un ambiente hostil para él, con 

acusaciones de  ****** ******** ***** ******* y otras personas. 

Estas denuncias incluyeron delitos como violación agravada, sin 

que se le notificara formalmente sobre una o varias 

investigaciones en su contra.

Paralelamente,  **** ******* ***** ******** adujo que 

había presentado diversas solicitudes ante la UAM y el Instituto 

Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección 

de Datos Personales (en adelante INAI) para obtener acceso a 

pruebas como videos y documentos relacionadas con distintos 

actos públicos que generaron un clima de hostigamiento y 

acusaciones. 

Sostuvo que diversos miembros de la comunidad 

universitaria, como la doctora  **** ***** ********* ******* , 

presuntamente realizaron aseveraciones públicas y privadas que 

afectaron su imagen y reputación, por lo que, el aludido  **** 

******* ***** ******** trató de documentar los hechos en actas, 

oficios y solicitudes, buscando justicia por el daño causado a su 

integridad y honor, señalando irregularidades en la actuación de la 

universidad y sus autoridades.

Entre los derechos fundamentales afectados, afirmó, se 

encontraban los siguientes: 

(i) Derecho a la honra y la reputación. Por publicaciones 

difamatorias y declaraciones públicas de autoridades y personas 

integrantes de la universidad.
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(ii) Derecho a la igualdad y no discriminación. Porque 

existieron cuestionamientos relacionados con su vida personal y 

orientación sexual en las publicaciones de redes sociales.

(iii) Derecho a la integridad personal. El ambiente de 

hostilidad en la universidad y el tratamiento en actos públicos y 

privados generaron una afectación emocional y psicológica.

(iv) Derecho al debido proceso y la legalidad. Afirmó que le 

imputaron actos sin pruebas formales ni procedimientos claros 

(como la supuesta orden de restricción).

(v) Derecho de acceso a la información. Retrasos y 

omisiones en la entrega de información solicitada, tanto dentro de 

la universidad como a través del INAI.

Es decir, la afectación a los derechos en comentario derivó 

de que se emitieron diversos actos, como son los siguientes: 

1. 2. 3. 4. 5. 
Difamación y 
publicacione
s en redes 
sociales

Retiro del 
campus 
universitari
o

Hostigamient
o en el 
entorno 
académico

Omisión en 
la 
protección 
de 
derechos

Afectación 
al honor y 
reputación

Desde enero 
de 2017, en la 
página de 
Facebook Lxs 
Otrxs UAM-A 
(vinculada a 
****** 
******** ***** 
*******), se 
difundieron 
publicaciones 
acusándolo de 
delitos graves, 
mencionando 
su nombre y, 
en algunos 
casos, 
utilizando su 
fotografía sin 
consentimient
o.

El 7 de abril 
de 2017, 
personal de 
vigilancia lo 
retiró de un 
salón de la 
universidad

, señalando 
una 

supuesta 
orden de 
restricción, 
que luego 
se confirmó 
como 
inexistente

Declaraciones 
de  ****** 
******** ***** 
*******, la 
Dra. **** ***** 
********* 
******* y 
otras 
personas en 
actos públicos 
y privados 
afectaron su 
honor e 
integridad.

Retrasos e 
insuficiencia 
en la 

respuesta a 
sus 
solicitudes 

de acceso a 
información 
(como 
videos de 
vigilancia y 
documentos
), a pesar de 
sus 
reiterados 
esfuerzos 
ante 
autoridades 
internas y 
externas.

Utilización 
de 
información 
personal, 
como 
fotografías 
de su perfil 
de 
Facebook, 
en 
publicacione
s hostiles, 
así como 
acusaciones 
en actos 
colegiados 
que 
cuestionaro
n su 
conducta y 
honor.
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2. Presentación de demanda. Por escrito exhibido el seis 

de octubre de dos mil veinte, en la oficialía de partes común de 

las salas regionales norte este en el Estado de México del 

Tribunal Federal de Justicia Administrativa,  **** ******* ***** 

******** demandó la nulidad de la resolución negativa ficta que 

se configuró respecto del escrito que ingresó el tres de septiembre 

de dos mil diecinueve, en las oficinas de la Rectoría General de la 

UAM, mediante el cual solicitó el inicio del procedimiento de 

responsabilidad patrimonial del Estado, para obtener el pago de 

una indemnización derivada de los daños que se le causaron, por 

parte de las autoridades escolares, el profesorado y personal de 

la comunidad universitaria, en concreto los que prestan servicios 

en el campus Azcapotzalco. 

El reclamante, entre otras pruebas, exhibió copia certificada 

de la carpeta de investigación  ************** * 

*****************, iniciada el dos de marzo de dos mil 

dieciocho, apreciándose que **** ******* ***** ******** imputó 

a **** ***** ********* ******** ******** ***** ****** y ****** 

******** ***** ******** el delito de discriminación (quien provoque 

o incite al odio o a la violencia), por hechos posiblemente 

constitutivos de delito6. 

De la aludida documental se observa que el seis de abril de 

dos mil dieciocho, **** ******* ***** ******** ratificó la denuncia 

formulada y, entre otras pruebas anexó algunas documentales 

relativas a la solicitud de información *************, que hizo el 

antes nombrado, mediante la plataforma del INAI, a la UAM, entre 

ellas, las que a continuación se enuncian: 

a) Escrito de  ****** ******** ***** ******* , presentado el 

diez de marzo de dos mil diecisiete, ante la UAM Azcapotzalco, 

6 Foja 58, ídem. 
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donde ésta expuso:

“[…]
Como ya es de su conocimiento, en estos momentos me he visto 
inmersa dentro de un proceso complicado en muchos aspectos 
de mi vida, motivo por el cual he iniciado un proceso penal en 
contra de […] alumno y trabajador de esta Universidad dentro 
del departamento de Economía el número de carpeta de 
investigación es por los delitos de violación agravada y 
aprovechamiento de confianza. También hago de su 
conocimiento que me encuentro en espera de que se me 
provean medidas de protección por parte de la instancia legal 
correspondiente, documento que en su momento le haré llegar.

Motivo por el cual me encuentro en una situación de alta 
vulnerabilidad dentro de las instalaciones de la Universidad, 
pues además de lo ya mencionado, he sido víctima de 
hostigamiento por parte de la persona en cuestión, lo cual me 
impide cumplir de forma plena con mis actividades académicas, 
por lo cual le solicito a usted en su carácter de rector y 
representante legal de esta Unidad Académica, se generen los 
mecanismos y estrategias necesarias para poder garantizar que 
yo pueda cumplir satisfactoriamente mis actividades 
universitarias, y no verse mayormente entorpecida mi vida 
académica por motivos derivados de esta situación, así como 
para salvaguardar mi integridad física, psicológica y emocional.

Sustento mi petición respaldada en la Ley General de Acceso de 
las Mujeres una Vida Libre de Violencia publicada en el Diario 
Oficial de la Federación, el 01 de febrero de 2007, así como la 
Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia del 
Distrito Federal, publicada en la Gaceta Oficial el 29 de enero de 
2008, reconocen el derecho que tenemos las mujeres a tener 
una vida libre de violencia, definiendo como violencia contra las 
mujeres: ´Toda acción u omisión que, basada en su género y 
derivada del uso y/o abuso del poder, tenga por objeto o 
resultado un daño o sufrimiento físico, psicológico, patrimonial, 
económico, sexual o la muerte a las mujeres, tanto en el ámbito 
público como privado, que limite su acceso a una vida libre de 
violencia´ (artículos 3º, fracción XX, de la Ley de Acceso de las 
Mujeres a una Vida Libre de Violencia del Distrito Federal).

Así mismo se reconoce y describe la violencia sexual en contra 
de las mujeres como ´Toda acción u omisión que amenaza, 
pone en riesgo o lesiona la libertad, seguridad, integridad y 
desarrollo psicosexual de la mujer, como miradas o palabras 
lascivas, hostigamiento, prácticas sexuales no voluntarias, 
acoso, violación, explotación sexual comercial, trata de personas 
para la explotación sexual el uso denigrante de la imagen de la 
mujer´ (artículo 6, fracción VI de la Ley de Acceso de las Mujeres 
a una Vida Libre de Violencia del Distrito Federal).

Aprovecho la ocasión para enviarle un cordial saludo, y 
reconocer su aporte en esta lucha en contra de la violencia hacia 
las mujeres, en especial dentro de los espacios institucionales, 
esperando su pronta respuesta.”
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b) Oficio RUA.205.2017, de veintitrés de marzo de dos mil 

diecisiete, suscrito por el rector de la UAM, dirigido a la entonces 

alumna  ****** ******** ***** ******* , que, en la parte 

conducente, indica: 

“[…]
En atención a su escrito de fecha 10 de marzo, quiero decirle 
que personal de vigilancia, específicamente el Jefe de la 
Sección, Lic. Javier Chávez Hugues, se pondrá en contacto con 
usted para hacer efectivas las medidas precautorias hacia su 
persona…”

c) Escrito signado por  ****** ******** ***** ******* , por 

propio derecho, dirigido al director de la división de Ciencias 

Sociales y Humanidades de la Unidad Azcapotzalco de la UAM, 

en el que indicó:

“[…]
Que en marzo del año en curso, presenté una solicitud al C 
Rector Romualdo López Zárate como máxima autoridad para 
proveer a la que suscribe, medidas de protección dentro del 
recinto universitario en razón de sufrir hostigamiento y acoso por 
parte de […] miembro de la comunidad universitaria dado que la 
acción de este individuo impedía el desarrollo satisfactorio de 
mis actividades universitarias.

Que dicha solicitud no fue atendida satisfactoriamente 
generando como consecuencia, una situación de vulnerabilidad 
permanentemente activa, lo que me orilló a abstenerme de 
ejercer mi derecho a inscribirme al presente trimestre a fin de 
resguardar mi integridad y seguridad.

Ante la indefensión personal y la impunidad con la que se 
maneja este sujeto decidí buscar el apoyo en el Centro de 
Derechos Humanos "Fray Francisco de Vitoria O.P."A.C. (Centro 
Vitoria), organización no gubernamental, sin fines de lucro, 
caracterizada por mantener una visión integral de los Derechos 
Humanos desde una posición crítica, pero que asume su 
responsabilidad en la construcción de un Estado de derecho 
plural, diverso, laico y democrático. Y que desde hace 32 años 
se ha dedicado a defender y promover la protección de los 
derechos humanos, especialmente los de los sectores más 
vulnerables o discriminados.

Dicho Centro de derechos humanos tiene conocimiento de la 
situación que aquí expongo, brindándome asesoría legal, en 
virtud de lo cual me dirijo a Usted en su calidad de máxima 
autoridad de esa Unidad Educativa para solicitarle lo siguiente:

1) Que aplique el Convenio de colaboración en favor de los 
Derechos Humanos de las Mujeres, suscrito por esta institución 
y la Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal, en 
diciembre de 2016, considerando la prevención como estrategia 
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prioritaria para la erradicación de todas las formas de violencia y 
discriminación contra la mujer.

2) Que genere un Protocolo de Atención a Víctimas de Violencia 
eficiente, asertivo, oportuno, justo y respetuoso de los derechos 
humanos que garantice el seguimiento y culminación de los 
casos para que se restablezca nuestro libre desarrollo en esta 
Casa de Estudios.

3) Que la Comisión encargada de Analizar las Faltas del 
Alumnado resuelva de manera imparcial y considerando la 
perspectiva de género del acoso y hostigamiento ejercido contra 
mi persona por  **** ******* ***** ******** , considerándolo 
COMO FALTA GRAVE, tal y como lo establece el Reglamento 
de Alumnos de la Universidad Autónoma Metropolitana en su 
artículo 10, el cual cataloga como FALTAS GRAVES las 
agresiones o amenazas a miembros de la comunidad 
universitaria, siendo la sanción administrativa la expulsión de 
esta Universidad.

4) Que le dé celeridad y continuidad, con independencia de los 
cambios de gestión, a la atención y resolución de mi caso, dado 
que es mi deseo retomar mis actividades como universitaria que 
por causa de este individuo se han visto truncadas hasta el día 
de hoy.

Deseo reiterarle, que este acoso y hostigamiento hacia mi 
persona fue notificado a Usted en calidad de Rector y máxima 
autoridad del Campus Azcapotzalco de esta Máxima Casa de 
Estudios desde el mes de marzo, y que al no haber dado una 
atención adecuada a la magnitud de la queja que en calidad de 
estudiante y victima presente, la Institución ha permitido que se 
sigan vulnerando mis derechos.
[…]”

d) Escrito de la entonces alumna  ****** ******** ***** 

******** también signado por los testigos  ***** ******* 

********* ********* y  **** ****** ******* , de veinte de 

febrero de dos mil dieciocho, dirigido a la UAM, en el que se 

precisa:

“[…]
Por este medio, manifiesto bajo protesta de decir verdad que 
cuento con una medida de protección que en este momento no 
traigo conmigo la cual fue emitida en 2017 por el entonces 
Rector de la Unidad Azcapotzalco, Dr. Romualdo López Zárate y 
dirigida al Jefe de Vigilancia de la Unidad como consecuencia de 
la carpeta de investigación iniciada por el Ministerio Público de la 
Cd de México el 5 de marzo del mismo año, con número  *** 
***********************************, la cual consiste en que 
el alumno y trabajador  ******* ***** ******** no puede estar 
en el mismo lugar en el que yo esté, por lo que si yo entro a un 
lugar y el se encuentra debe abandonarlo, en el caso de 
Azcapotzalco,  ******* ***** ******** no puede entrar a las 
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áreas de Diseño, cubículos de Consejeros Académicos en ese 
entonces y sociología al ser áreas frecuentes para mi, la cual se 
hace extensiva para mi esposo  ****** ********* ***** ****** 
quien es trabajador de la UAM Azcapotzalco

Por lo que en este momento, siendo las 21:46 horas del 20 de 
febrero de 2018, solicito bajo mi absoluta responsabilidad que 
******* ***** ******** se retire de la sala donde se está 
celebrando la sesión 436 del Colegio Académico, así como el 
día de mañana si continúa la sesión y me comprometo a 
presentar ante la Universidad copia de la medida de protección 
antes referida el día de mañana.

Autorizo por este medio a la Universidad Autónoma 
Metropolitana a proporcionar este documento a  ******* ***** 
********, para la aplicación de la medida que manifiesto tener…”

Posteriormente, de la aludida carpeta de investigación  ***

*********** * ***************** , se aprecia que el diez de 

mayo de dos mil dieciocho,  ****** ******** ***** ******* 

compareció ante la fiscalía correspondiente, a rendir su 

declaración, en relación con los hechos que le fueron atribuidos, 

donde su defensora, precisó:

“…ASÍ MISMO SOLICITA A ESTA AUTORIDAD PARA LA 
DEBIDA INTEGRACIÓN DE LA CARPETA EN QUE SE ACTÚA 
SE UTILICE LA PERSPECTIVA DE GÉNERO COMO 
HERRAMIENTA QUE FACILITA LA DEBIDA DILIGENCIA Y 
PARA LA ADECUADA INTERPRETACIÓN DE LOS HECHOS 
EN ESE TENOR QUIERO SEÑALAR QUE MI DEFENDIDA 
PRESENTÓ UNA DENUNCIA PENAL POR EL DELITO DE 
VIOLACIÓN AGRAVIADA Y ABUSO DE CONFIANZA EN 
CONTRA DEL SEÑOR  **** ******* ***** ******** , 
MOTIVO POR EL CUAL EL SUSCRITO COMO UNA FORMA 
DE AMEDRENTAMIENTO ESTÁ UTILIZANDO LA 
LEGISLACIÓN PENAL PARA CRIMINALIZAR A MUJERES 
QUE COMO  ****** ******** ***** ******* SE 
ATREVEN A DENUNCIAR LA VIOLENCIA A LA QUE HAN 
SIDO SUJETAS, ME PERMITO A AGREGAR QUE EL CASO 
DE LA SEÑORITA ****** ******** ***** ******* , FUE 
INCORPORADO COMO PARTE A LA SOLICITUD DE 
ACTIVACIÓN DE ALERTA DE GÉNERO PARA LA CIUDAD DE 
MÉXICO Y, PRESENTADO ANTE EL GRUPO DE TRABAJO 
QUE SE CONFORMÓ PARA LA ATENCIÓN A DICHA 
SOLICITUD, ACTUALMENTE NOS ENCONTRAMOS EN LA 
ETAPA DE REVISIÓN DEL INFORME POR LO QUE LA 
RESOLUCIÓN DE LA INVESTIGACIÓN EN QUE SE ACTÚA ES 
DE RELEVANCIA PUESTO QUE SE ENCUENTRA 
VINCULADA TANTO AL PROCESO DE ALERTA COMO A LA 
DENUNCIA PREVIA QUE REALIZÓ  ****** ********, EN 
RAZÓN DE LO ANTERIOR ME PERMITO SOLICITAR A 
USTED QUE EN EL MOMENTO OPORTUNO DETERMINE EL 
NO EJERCICIO DE LA ACCIÓN PENAL Y EL ARCHIVO DE 
ESTA CARPETA, CON LA FINALIDAD DE NO GENERAR MAS 
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DAÑO A LA INTEGRIDAD Y A LA SALUD DE  ****** 
******** ***** ******* , Y ME COMPROMETO QUE EN 
DILIGENCIA POSTERIOR PRESENTAREMOS LOS 
ELEMENTOS MENCIONADOS EN DICHA DILIGENCIA. Y 
QUIERO MENCIONAR QUE EN LA COMISIÓN NACIONAL DE 
DERECHOS HUMANOS SE ABRIÓ EL EXPEDIENTE DE 
QUEJA EN RELACIÓN A LA ACTUACIÓN DE LA 
UNIVERSIDAD AUTÓNOMA METROPOLITANA EN LA 
ATENCIÓN DE ESTE CASO, PUESTO QUE LA UNIVERSIDAD 
NO CUENTA CON UN PROTOCOLO PARA LA ATENCIÓN DE 
LA VIOLENCIA DE GENERO CONTRA LAS MUJERES Y LA 
FALTA DE ESE PROTOCOLO Y DE UN PROCEDIMIENTO 
CLARO, PARA PROTEGER A LAS VICTIMAS ES LO QUE A 
GENERADO ENTRE OTRAS COSAS QUE EL DÍA DE HOY EL 
AGRESOR DE ****** ******** SE PRESENTE AQUÍ CON 
LA PRETENSIÓN DE QUE ELLA SEA SANCIONADA POR 
EJERCER SU DERECHO Y BUSCAR QUE SU VIDA ESTE 
LIBRE DE VIOLENCIA…”

Seguidamente, en esa propia fecha −diez de mayo de dos 

mil dieciocho−,  ****** ******** ***** ******* compareció a 

formular su declaración, en la que refirió: 

“[…]
QUE EL DIA 09 DE ABRIL DEL 2015, FUI AGREDIDA 
SEXUALMENTE POR  **** ******* ***** ******** A 
PARTIR DE ESE HECHO EMPEZÓ UN HOSTIGAMIENTO MUY 
SUTIL QUE SE ACENTUÓ POSTERIOR AL DÍA DE LA 
DENUNCIA 29 DE ENERO DEL 2017, POR LO QUE POR 
AMBOS HECHOS DERIVÓ EN QUE PRESENTÉ UNA 
DENUNCIA ANTE LA FISCALÍA CENTRAL DE 
INVESTIGACIÓN EN DELITOS SEXUALES POR EL DELITO 
DE VIOLACIÓN AGRAVADA Y APROVECHAMIENTO DE 
CONFIANZA, EN CONTRA DEL YA MENCIONADO, LO QUE 
DERIVÓ EN UN ACOSO Y HOSTIGAMIENTO MAYOR POR 
PARTE DE ÉL Y DE AUTORIDADES DE LA UNIVERSIDAD 
AUTÓNOMA METROPOLITANA ESPECÍFICAMENTE DE LA 
DIVISIÓN DE CIENCIAS SOCIALES Y HUMANIDADES, QUE 
ME OBLIGÓ A ABANDONAR CLASES Y ABANDONAR MI 
VIDA ACADÉMICA POR QUE ME SENTÍA INSEGURA AUN A 
PESAR DE UNAS MEDIDAS EMERGENTES DE PROTECCIÓN 
QUE DICTÓ EL ENTONCES RECTOR ROMUALDO LÓPEZ 
ZARATE, ESTO FUE DEBIDO A UNA RESPUESTA DE LA 
FISCALÍA YA QUE NO PODÍAN INTERVENIR EN ASUNTOS 
DE LA UNIVERSIDAD AUTÓNOMA METROPOLITANA. 
QUIERO MENCIONAR QUE EL ACOSO HA IDO EN AUMENTO 
Y ANTE EL ACOSO DE MI AGRESOR Y LA FALTA DE 
ACTUACIÓN DE LAS AUTORIDADES PARA PROTEGERME 
ME VI OBLIGADA EN DEJAR LA ESCUELA EN EL MES DE 
ABRIL DEL 2017 Y AUNQUE HE DADO SEGUIMIENTO AL 
PROCESO INSTITUCIONAL PARA BUSCAR LA SANCIÓN 
HACIA MI AGRESOR NO HA HABIDO CONDICIONES PARA 
CONTINUAR DE ESTUDIAR, INCLUSO PERDIÓ LA BECA 
PRONABES QUE HABÍA OBTENIDO POR MI ALTO 
DESEMPEÑO ACADÉMICO, TAMBIÉN QUIERO MENCIONAR 
QUE EN EL MES DE SEPTIEMBRE DEL 2017 LA 
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UNIVERSIDAD SABEDORA DE MI DENUNCIA HIZO PÚBLICO 
UN VIDEO EN EL QUE MUESTRA COMO IMAGEN A MI 
AGRESOR MENCIONANDO QUE ERA LA PERSONA QUE 
DIRIGÍA AYUDA A DAMNIFICADOS DEL SISMO Y ES LO QUE 
DETONÓ MI CRISIS DE ANSIEDAD Y DEPRESIÓN Y MI 
DECEPCIÓN, POR PARTE DE LA UNIVERSIDAD QUE NO 
TUVO LA PRUDENCIA DE CONSIDERAR DE QUE 
PROMOVÍAN COMO IMAGEN INSTITUCIONAL, TENIA UNA 
DENUNCIA POR VIOLACIÓN EN MI AGRAVIO, LO CUAL ME 
LLEVÓ A SER INTERNADA AL INSTITUTO NACIONAL DE 
PSIQUIATRÍA, EN EL CUAL SIGO EN TRATAMIENTO, POR 
TAL MOTIVO NIEGO CATEGÓRICAMENTE LA ACUSACIÓN 
QUE HACE EN MI CONTRA MI AGRESOR Y SOLICITO A 
AUTORIDAD QUE EN ATENCIÓN A LO DISPUESTO POR EL 
ARTICULO 206 DEL CÓDIGO PENAL PARA LA CIUDAD DE 
MÉXICO EN SU PENÚLTIMO PÁRRAFO NO SEAN 
CONSIDERADOS, COMO DISCRIMINACIÓN LOS HECHOS 
QUE PRESENTA PUESTO QUE AUNQUE INSUFICIENTES SE 
TRATARON TODAS DE MEDIDAS TENDIENTES A LA 
PROTECCIÓN DE MI PERSONA…”

Posteriormente, el veinticuatro de mayo de dos mil 

dieciocho, la defensora de  ****** ******** ***** *******  

compareció ante la autoridad ministerial, donde adujo: 

“[…]
CON RESPECTO DE LA DENUNCIA DEL SEÑOR  **** 
******* SE DESPRENDE QUE LA COMUNIDAD 
UNIVERSITARIA TUVO CONOCIMIENTO DE LA DENUNCIA 
QUE PRESENTE MI REPRESENTADA POR HECHOS 
CONSTITUTIVOS POR EL DELITO DE VIOLACIÓN Y 
APROVECHAMIENTO DE CONFIANZA PERO NINGÚN 
MOMENTO DE LAS ACCIONES QUE REFIERE QUE 
LLEVARON A CABO PERSONAS PERTENECIENTES A ESTA 
COMUNIDAD QUE SEAN CONSTITUTIVAS DE DELITO O 
QUE EN ELLAS PARTICIPE MI REPRESENTADA POR LO 
QUE NO SE ENCUENTRAN ELEMENTOS PARA SER UN 
SEÑALAMIENTO DIRECTO Y RECTILÍNEO ACERCAR DE 
UNA RESPONSABILIDAD, DESAFORTUNADAMENTE NO ES 
ÉSTE EL ÚNICO CASO DEL QUE TENEMOS CONOCIMIENTO 
EN RELACIÓN A LA TENDENCIA DE AGRESORES 
SEXUALES DE CRIMINALIZAR Y JUDICIALIZAR A LAS 
VÍCTIMAS DE SUS ACCIONES Y EN GENERAL LA 
PROTESTA DE LAS MUJERES CONTRA LAS VIOLENCIAS 
MACHISTAS, LA ACCIÓN DEL DENUNCIANTE TIENE UN 
PROPÓSITO PERVERSO DE EFECTO INHIBITORIO DE LA 
DENUNCIA LEGÍTIMA QUE PROMOVIÓ EN LAS INSTANCIAS 
CORRESPONDIENTES  ******** ***** ******* , 
CONSIDERANDO PRECISO QUE LA RESPUESTA DE ESTA 
REPRESENTACIÓN SOCIAL SEA CLARA EN EL SENTIDO DE 
QUE NO SE CONSIDERARA PROCEDENTE LA 
INTERPOSICIÓN DE ESTA CLASE DE DENUNCIAS, 
HACIENDO USO LA AUTORIDAD MINISTERIAL DE SU 
FACULTAD DE ABSTENERSE DE INVESTIGAR CONFORME 
LO REFIERE EL ARTÍCULO 253 DEL CÓDIGO NACIONAL DE 
PROCEDIMIENTOS PENALES CUANDO LOS HECHOS 
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RELATADOS EN LA DENUNCIA NO FUEREN 
CONSTITUTIVOS DE DELITO O EN SU DEFECTO 
REITERAMOS NUESTRA SOLICITUD DE QUE SE 
DETERMINE EL NO EJERCICIO DE LA ACCIÓN PENAL, 
SOLICITAMOS LO ANTERIOR YA QUE CONSIDERAMOS QUE 
EL SOLO HECHO DE QUE UNA VÍCTIMA DE VIOLACIÓN SE 
PRESENTE A DECLARAR EN CALIDAD DE IMPUTADA EN 
UNA INVESTIGACIÓN EN EL QUE SU AGRESOR SE 
OSTENTA CON EL CARÁCTER DE OFENDIDO ES 
REVICTIMÍZATE POR OTRA PARTE CONSIDERAMOS QUE 
LAS ACCIONES LLEVADAS A CABO POR LAS PERSONAS 
QUE SE MANIFESTARON EN CONTRA DE LA VIOLENCIA DE 
GÉNERO EN LA UAM SE REALIZARON EN EL MARCO DE 
LEGÍTIMO EJERCICIO DEL DERECHO A LA LIBERTAD DE 
EXPRESIÓN EN SENTIDO AMPLIO Y DEL DERECHO A 
DIFUNDIR Y RECIBIR INFORMACIÓN EN SENTIDO 
ESTRICTO YA QUE ESTE ASUNTO FORMA PARTE NO SOLO 
DE LOS CASOS PRESENTADOS EN LA SOLICITUD DE 
ACTIVACIÓN DE ALERTA DE GENERO DE LA CIUDAD DE 
MÉXICO SI NO DE OTRA SERIE DE SITUACIONES QUE SE 
HAN PRESENTADO EN LA UNIVERSIDAD RELACIONADAS 
TAMBIÉN A LA VIOLENCIA DE GÉNERO QUE SE SUSCITA 
EN LA MISMA Y QUE SON DE INTERÉS GENERAL, CUANDO 
UN CASO ES DE INTERÉS GENERAL DE INTERÉS PÚBLICO, 
Y CUMPLE CON EL REQUISITO DE VERACIDAD CON 
RESPECTO DE LA DENUNCIA REFERIDA NO CONSTITUYE 
DELITO NI SE VE TRANSGREDIDO EL HONOR NI ES 
POSIBLE ACREDITAR DAÑO MORAL.
[…]”

Luego, en esa propia fecha, veinticuatro de mayo de dos mil 

dieciocho,  ****** ******** ***** *******  compareció a formular 

ampliación de declaración, en la que refirió:

“[….]
QUE ANEXO COPIA SIMPLE DE MI DENUNCIA 
PRESENTADA ANTE LA FISCALÍA DE INVESTIGACIÓN DE 
DELITOS SEXUALES CON FECHA 6 DE MARZO DEL 2017, 
POR LOS DELITOS DE VIOLACIÓN AGRAVADA Y 
APROVECHAMIENTO DE CONFIANZA CONTRA  **** 
******* ***** ********, CONSTANTE DE 06 HOJAS Y 
EN ESTE ACTO ME DOY POR ENTERADA DEL 
APERCIBIMIENTO QUE ME ENTREGÓ ESTA 
REPRESENTACIÓN SOCIAL Y MANIFIESTO QUE NO 
REPRESENTO NINGÚN RIESGO PARA LA SEGURIDAD DEL 
C.  **** ******* ***** ******** PUESTO QUE ÉL ES 
MI AGRESOR Y ADEMÁS NO COMPARTIMOS LA 
POSIBILIDAD DE NINGÚN ESPACIO YA QUE EL ÚNICO 
ESPACIO QUE PODRÍAMOS COMPARTIR ES LA 
UNIVERSIDAD Y HACE MÁS DE UN AÑO NO HE RETOMADO 
MIS ESTUDIOS PORQUE A MÍ NUNCA SE ME OTORGARON 
MEDIDAS DE PROTECCIÓN Y YO SÍ TEMO POR MI 
SEGURIDAD FÍSICA Y MENTAL LA CUAL SI SE HA VISTO 
AGRAVIADA EN VARIAS OCASIONES POR SUS 
ACCIONES…”
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A la declaración que antecede, se agregaron copias de la 

diversa y previa denuncia que presentó ****** ******** ***** 
*******, el seis de marzo de dos mil diecisiete, ante la Unidad 

de Investigación FDS-1-01, de la agencia investigadora M.P: FDS-

4, de la Fiscalía Central de Investigación de Delitos Sexuales, que 

dio origen a la carpeta de investigación **********************

****************, donde, de manera puntal, precisó:

“…ME LLAMO  ****** ******** ***** ******* Y 
CUENTO CON 24 VEINTICUATRO AÑOS DE EDAD Y QUE EL 
MOTIVO DE MI PRESENCIA EN ESTAS OFICINAS ES PARA 
MANIFESTAR QUE EN EL AÑO 2014 DOS MIL CATORCE YO 
ENTRÉ A ESTUDIAR A LA UNIVERSIDAD AUTÓNOMA 
METROPOLITANA UNIDAD AZCAPOTZALCO, DURANTE MI 
PRIMER TRIMESTRE DE LA UNIVERSIDAD CONOCÍ A UN 
SUJETO DE NOMBRE  **** ******* ******** *****  
QUIEN EN ESE ENTONCES CONTABA APROXIMADAMENTE 
CON  ** ********** AÑOS DE EDAD Y DESDE ESE 
MOMENTO  *****  MOSTRÓ UN INTERÉS HACIA MI 
PERSONA, SU ACTITUD HACIA CONMIGO SIEMPRE FUE 
EXTREMADAMENTE CABALLEROSA Y RESPETUOSA, 
NUNCA ME HICE AMIGA DE ÉL ÚNICAMENTE LO 
CONSIDERABA MI COMPAÑERO DE ESCUELA, TENÍAMOS 
AMIGOS EN COMÚN Y RECUERDO QUE EL DÍA JUEVES 
NUEVE DE ABRIL DEL AÑO 2015 DOS MIL QUINCE UN 
COMPAÑERO DE ESCUELA DE NOMBRE  ***** ******* 
******* ME AYUDÓ HACER UNA TAREA EN EL INTERIOR 
DE LA UNIVERSIDAD, CUANDO TERMINAMOS  ***** ME 
INVITÓ A IR A LA CASA DE OTRO COMPAÑERO DE 
ESCUELA DE NOMBRE ***** ******** ******** YA 
QUE TENÍAMOS UNA REUNIÓN DE TIPO SOCIAL Y COMO A 
LAS DOCE HORAS TERMINAMOS LA TAREA POR LO QUE 
NOS FUIMOS A LA CASA DE  ***** NO RECUERDO SI 
TAMBIÉN ÍBAMOS CON  *****, PERO A LA CASA DE 
PEDRO LLEGAMOS COMO A LA UNA Y MEDIA DE LA TARDE 
Y AHÍ YA  ******* ****** ******** *********  Y 
TAMBIÉN YA ESTABA  **** ******* ******** ***** 
COMO YA LO DIJE NO RECUERDO SI  ***** IBA CON 
NOSOTROS PERO YA ESTABA EN LA CASA DE PEDRO POR 
LO QUE EN TOTAL ÉRAMOS CINCO PERSONAS, 
ÚNICAMENTE ERA YO DE MUJER, NO RECUERDO SI ERA 
***** O  ***** QUIEN ME DIO UNA BEBIDA DE VINO 
TINTO CON JUGO DE ARÁNDANOS, Y RECUERDO QUE 
BEBÍ DE DICHA BEBIDA, ME SUPO NORMAL, EN ESE 
MOMENTO ME FUI AL BAÑO Y REGRESE RÁPIDO  ***** 
ME DIO MI VASO Y ME PERCATE QUE MI VASO ESTABA 
NUEVAMENTE LLENO  ***** SE SENTÓ JUNTO A MÍ Y 
TERMINÉ MI BEBIDA, RECUERDO QUE ME EMPECÉ A 
SENTIR MUY CANSADA Y COMO A LAS DOS Y MEDIA DE LA 
TARDE LE DIJE A LOS COMPAÑEROS PRESENTES QUE YA 
ME RETIRABA DEL LUGAR, ENTONCES  *****  SE 
OFRECIÓ A ACOMPAÑARME DICIÉNDOME TE LLEVO A TU 
CASA PORQUE TAMBIÉN YO YA ME VOY, YO LE DIJE QUE 
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SÍ ENTONCES RECUERDO QUE DE LO CANSADA QUE ME 
SENTÍA DEJE UN LIBRO DE ESCUELA EN EL DOMICILIO 
DONDE NOS ENCONTRAMOS, ***** Y YO NOS SALIMOS 
DEL LUGAR Y RECUERDO QUE ABORDAMOS UN CAMIÓN 
EL CUAL NOS LLEVÓ HASTA MI DOMICILIO LUGAR A 
DONDE LLEGAMOS MEDIA HORA DESPUÉS O SEA COMO A 
LAS TRES DE LA TARDE, RECUERDO QUE SUBÍ AL 
CUARTO PISO DEL EDIFICIO DONDE EN ESE ENTONCES 
VIVÍA UBICADO EN EDIFICIO  ** ******* * 
************ **** UNIDAD HABITACIONAL  ********** 
******* DELEGACIÓN  ******* ** ****** CÓDIGO 
POSTAL  *****, YO EN ESE ENTONCES VIVÍA SOLA, ABRÍ 
LA PUERTA EN ESE MOMENTO YO YA NO TENÍA MUCHA 
CONSCIENCIA Y LUEGO RECUERDO QUE  ***** Y YO 
ESTÁBAMOS EN LA SALA EL ESTABA CERCA DE MÍ Y YO 
YA ESTABA PRÁCTICAMENTE INCONSCIENTE, DE AHÍ NO 
SÉ CUÁNTO TIEMPO PASÓ Y CUANDO DESPERTÉ VI QUE 
ESTABA EN MI CAMA DESNUDA TENIENDO RELACIONES 
SEXUALES CON  *****, YO ESTABA ABAJO Y  ***** 
ENCIMA DE MI TAMBIÉN DESNUDO PENETRÁNDOME VÍA 
VAGINAL NO TUVE MUCHO TIEMPO DE CONSCIENCIA YA 
QUE FUE MUY RÁPIDO APENAS ABRÍ LOS OJOS Y NO 
PODÍA ARTICULAR PALABRA LE DIJE A ***** NO QUIERO 
Y OTRA VEZ QUEDÉ INCONSCIENTE, A LA MAÑANA 
SIGUIENTE VOLVÍ A DESPERTAR NO SE CUÁNTO TIEMPO 
HABÍA PASADO Y ME PERCATÉ QUE ESTABA ASUSTADA 
EN LA CAMA VESTIDA Y  ***** TAMBIÉN VESTIDO EN 
ALGÚN LUGAR DE LA HABITACIÓN, YA ME SENTÍA MÁS 
CONSCIENTE, LE DIJE A ***** TENGO QUE IR A PAGAR 
EL INTERNET ESTO LO HICE PARA QUE ÉL SE FUERA, 
***** ME DIJO VAMOS Y LOS DOS SALIMOS DE LA CASA 
ESTO FUE EN LA MAÑANA NI SIQUIERA VI LA HORA, 
SALIMOS DEL EDIFICIO Y DE LA UNIDAD CRUZAMOS LA 
CALLE PASAMOS A UNA FARMACIA EN DONDE  ***** 
PIDIÓ UNA PASTILLA DE EMERGENCIA Y ME LA ENTREGÓ 
AL TIEMPO QUE ME DIJO RECUERDA QUE YO NO SOY 
PELIGROSO Y SE FUE YO NO LE QUISE PREGUNTAR NADA 
A ***** DE LO QUE HABÍA PASADO ENTRE NOSOTROS, 
YO EN MOMENTO LO QUE QUERÍA ERA QUE SE FUERA, 
ASÍ PASARON LOS DÍAS MUY CONSTANTEMENTE VEÍA A 
***** EN LA UNIVERSIDAD YO LO EVITABA AUNQUE ÉL 
SE ACERCABA A MÍ Y ME HACÍA COMENTARIOS COMO 
POR QUÉ YA NO ME HABLAS, YA NO ME QUIERES, Y YO 
NO LE DECÍA NADA, YO NO PRESENTE NINGUNA 
DENUNCIA EN CONTRA DE ***** EN ESTE MOMENTO YA 
QUE NI SIQUIERA ME LO PLANTEE PORQUE NO 
COMPRENDÍA LO QUE HABÍA SUCEDIDO ME NEGABA A MÍ 
MISMA EL HECHO, FINGÍA QUE NO HABÍA SUCEDIDO NADA 
PARA NO ENFRENTAR EL PROCESO, PUES TENÍA TEMOR 
YA QUE  ***** ME DABA UNA IMAGEN QUE ERA MUY 
INFLUYENTE POLÍTICAMENTE Y QUE ERA CERCANO A 
AUTORIDADES DE LA INSTITUCIÓN, YA QUE TODO EL 
TIEMPO HABLABA DE CUESTIONES DE POLÍTICA, 
ACTUALMENTE  ***** CONTINUA SIENDO ESTUDIANTE 
DE LA UAM Y TRABAJA EN EL DEPARTAMENTO DE 
ECONOMÍA DE LA MISMA UNIVERSIDAD QUE SE UBICA […] 
EN LAS ÚLTIMAS FECHA EN EL INTERIOR DE LA 
UNIVERSIDAD SE HA ESCUCHADO DE MUCHOS CASOS DE 
HOSTIGAMIENTO Y DE ACOSO SEXUAL HE SIDO CERCANA 
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MUCHOS DE ESOS CASOS COMO CONSEJERA 
ACADÉMICA DE LA INSTITUCIÓN, ESE ACERCAMIENTO ME 
HACE DARME CUENTA QUE ES LO QUE ME HABÍA 
SUCEDIDO CON  *****, MUCHAS DE ESAS DENUNCIAS 
HAN SALIDO POR FACEBOOK Y ESO ME PERMITIÓ DARME 
DE VALOR PARA HACER YO TAMBIÉN MI DENUNCIA Y EL 
DÍA 29 DE ENERO DEL AÑO EN CURSO, FORMULÉ 
DENUNCIA POR UNA PÁGINA DE UNA RED SOCIAL DE 
INTERNET DE LA UNIVERSIDAD, A PARTIR DE ESO 
EMPIEZA UN HOSTIGAMIENTO POR PARTE DE  ***** 
HACIA MÍ, ASÍ COMO DE PERSONAS ALLEGADAS A ÉL, 
MOTIVO POR EL CUAL HE PRESENTO EL DÍA DE HOY 
LUNES 6 SEIS DE MARZO DEL AÑO EN CURSO A ESTAS 
OFICINAS, POR LO QUE EN ESTE ACTO PRESENTO MI 
FORMAL DENUNCIA POR HECHOS POSIBLEMENTE 
CONSTITUTIVOS DE ALGÚN DELITO COMETIDO EN MI 
AGRAVIO Y EN CONTRA DE  **** ******* ******** 
***** […]

De la carpeta de investigación  ************** * 

*****************, iniciada el dos de marzo de dos mil 

dieciocho, apreciándose que **** ******* ***** ********, imputó 

a **** ***** ********* ******** ******** ***** ****** y ****** 

******** ***** *******, el delito de discriminación (quien provoque 

o incite al odio o a la violencia), por hechos posiblemente 

constitutivos de delito, se advierte que el treinta de julio de dos mil 

dieciocho se propuso el no ejercicio de la acción penal, lo cual fue 

convalidado por la coordinación de agentes del ministerio público 

auxiliares de la entonces Procuraduría General de Justicia de la 

Ciudad de México.

En suma, de las pruebas referidas con antelación se puede 

apreciar que en marzo de dos mil diecisiete* ****** ******** ***** 

******* presentó una denuncia penal  ****** **** ******* ***** 

********, trabajador y estudiante de la UAM, por los delitos de 

violación agravada y aprovechamiento de confianza. Esta 

denuncia derivó en la carpeta de investigación ****************

**********************; posteriormente, la primera de las 

referidas también denunció situaciones de hostigamiento y 
acoso, que incluyeron actos realizados dentro del ámbito 

universitario.
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La denunciante solicitó medidas de protección a las 

autoridades universitarias debido a su estado de vulnerabilidad, 

que incluyeron la restricción de acceso de  **** ******* ***** 

******** a ciertas áreas del campus, sin embargo, denunció que 

estas medidas fueron insuficientes, lo que la llevó a suspender 

sus estudios y perder beneficios como una beca, además de 

experimentar afectaciones a su salud mental.

Por el contrario, un año después, aproximadamente, en 

marzo de dos mil dieciocho, **** ******* ***** ******** inició la 

carpeta ************** * *****************, acusando a ****** 

******** ***** ******* y otras personas de discriminación 

(incitación al odio o violencia), argumentando que las acciones de 

la denunciante en su contra fueron motivadas por una intención 

de represalia y daño moral.

En defensa de ****** ******** ***** *******, se argumentó 

que las acciones denunciadas por **** ******* ***** ******** no 

eran constitutivas de delito, sino expresiones legítimas en el 

marco de la libertad de expresión y de lucha contra la violencia 

de género, aunado a que el caso estaba vinculado con la alerta 
de género para la Ciudad de México, reflejando una problemática 

sistemática de violencia contra las mujeres; por ello, el treinta de 

julio de dos mil dieciocho, la autoridad competente propuso el no 
ejercicio de la acción penal, resolución que fue convalidada por 

la otrora Procuraduría General de Justicia de la Ciudad de 

México.

2. Radicación y admisión. Tras haber sido registrada la 

demanda con el número de expediente  *************** , 

desechada, y haberse sustanciado y resuelto el recurso de 

reclamación interpuesto por el actor; en proveído de trece de 

mayo de dos mil veintiuno, el magistrado instructor adscrito a la 
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Primera Sala Regional Norte Este del Estado de México del 

Tribunal Federal de Justicia Administrativa la admitió en la vía 

ordinaria, y ordenó emplazar al rector general de la UAM, para 

que produjera su contestación, solicitándole la exhibición del 

expediente administrativo formado con motivo del acto 

controvertido.

3. Contestación de demanda. Por oficio presentado el uno 

de diciembre de dos mil veintiuno, el apoderado legal de la 

Universidad Autónoma Metropolitana, en representación de la 

autoridad demandada, formuló contestación; la que, por acuerdo 

de ocho de febrero de dos mil veintidós, se tuvo por contestada y, 

se otorgó plazo a la parte actora para que ampliara su demanda.

En la aludida contestación de la demanda, grosso modo, la 

autoridad expuso que:

• Las medidas precautorias emitidas por la UAM estuvieron 

basadas en obligaciones constitucionales, convencionales y 

legales que protegen el derecho humano de las mujeres a 

una vida libre de violencia, en cumplimiento de la reforma 

constitucional de dos mil once, en materia de derechos 

humanos y del principio "pro persona".

• Las acciones adoptadas por las autoridades universitarias 

se alinearon con la “Convención de Belém do Pará” y otras 

normativas internacionales que obligan al Estado Mexicano 

a proteger de manera inmediata y efectiva a posibles 

víctimas de violencia de género.

• Las medidas dictadas no afectaron de manera definitiva ni 

causaron un daño directo al actor (**** ******* ***** 

*********, en tanto que su propósito fue exclusivamente 

precautorio y temporal, para garantizar la seguridad de la 
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víctima.

• No se generaron restricciones significativas a los derechos 

del actor, quien pudo continuar sus estudios y concluir su 

relación laboral conforme a las normativas aplicables.

• La actuación de la universidad se consideraba regular, ya 

que cumplió con los parámetros de constitucionalidad y 

legalidad, dado que no se evidenció que las medidas 

emitidas por el rector o las decisiones universitarias 

contravinieran la normatividad vigente ni que causaran un 

daño patrimonial o moral atribuible a una actividad irregular 

del Estado.

• La universidad no tiene atribuciones para resolver sobre la 

culpabilidad penal en las denuncias, siendo estas materias 

exclusivas de las autoridades ministeriales y judiciales.

• En cuanto a la publicación de contenidos en redes sociales, 

la universidad no era responsable por lo que publiquen 

terceras personas ni tiene control sobre ello.

• La UAM aseguró que los derechos del actor fueron 

respetados durante todo el proceso, otorgándole atención y 

asesoría jurídica en varias instancias internas.

• La Comisión Nacional de los Derechos Humanos revisó los 

hechos relacionados sin emitir recomendación alguna contra 

la universidad, evidenciando la ausencia de violaciones a los 

derechos del actor.

• Al no existir una actuación administrativa irregular ni daños 

ocasionados directamente por la UAM, no se cumplen los 

requisitos legales para la procedencia de la responsabilidad 

patrimonial del Estado.
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En suma, la autoridad demandada sostuvo que su actuación 

fue regular, ajustada a derecho y dirigida a proteger derechos 

fundamentales, sin ocasionar un daño patrimonial al actor. Por lo 

tanto, afirmó, debía considerarse improcedente la reclamación 

patrimonial presentada.

7. Ampliación de demanda. Mediante escrito presentado el 

dieciocho de marzo de dos mil veintidós, el actor formuló 

ampliación de demanda; en acuerdo de veintinueve siguiente fue 

admitida. 

8. Contestación a la ampliación. Por oficio presentado el 

veintiséis de abril de dos mil veintidós, la autoridad demandada 

presentó su contestación a la ampliación; en auto de dos de mayo 

siguiente se tuvo por contestada.

9. Sentencia reclamada. Agotada la tramitación del juicio, 

la sala responsable dictó sentencia el uno de junio de dos mil 

veintitrés, en la cual resolvió lo siguiente: 

“I. Resultaron INFUNDADAS las causales de improcedencia y 
sobreseimiento propuestas por la autoridad enjuiciada, por lo 
que NO SE SOBRESEE el presente juicio.

II. Se HA CONFIGURADO LA NEGATIVA FICTA impugnada en 
el juicio en que se actúa.

III. La parte actora NO PROBÓ SU PRETENSIÓN, en 
consecuencia;

IV. No se reconoce el derecho a recibir una indemnización por 
responsabilidad patrimonial del Estado, al no acreditarse la 
actividad irregular, derivado de las consideraciones de hecho y 
de derecho precisadas en el último Considerando de esta 
Sentencia.”

Para llegar a la conclusión que antecede, en el 

considerando segundo, estimó que la resolución negativa ficta 

había quedado configurada, en virtud de que la demandada no 

probó haber dado contestación a la solicitud de inicio del 

procedimiento de responsabilidad patrimonial del Estado, en el 
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plazo de tres meses, por lo que, lo que correspondía era analizar 

el fondo de la litis.

Luego, en los considerandos tercero y cuarto calificó como 

infundadas las causales de improcedencia planteadas por la 

autoridad demandada; y, por último, en el considerando quinto 

procedió a realizar el estudio del fondo del asunto, calificando 

como infundados los conceptos de impugnación propuestos por el 

accionante. 

De entrada, trajo a colación lo previsto en el artículo 109, 

último párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, antes 113, de la propia norma fundamental, a lo luz de 

la reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación el 

veintisiete de mayo del dos mil quince, destacando que la 

actividad administrativa irregular da lugar a la responsabilidad 

patrimonial del Estado, y será éste el que deba responder por los 

daños causados, conforme a lo estatuido en los artículos 1, 4, 21 

y 22, de la Ley Federal de Responsabilidad Patrimonial del 

Estado.

Enseguida, precisó que la responsabilidad patrimonial del 

Estado busca reparar los daños ocasionados a particulares por 

actividades irregulares de la administración pública, restaurando 

íntegramente su patrimonio. Esta responsabilidad se configura 

cuando el daño es causado por una actividad irregular del Estado 

que las personas no tienen la obligación legal de soportar, debido 

a la falta de justificación jurídica.

Se considera actividad irregular cualquier acción u omisión 

administrativa que sea ilegal o anormal, es decir, que no cumpla 

con los estándares normativos o parámetros establecidos por la 

propia administración. Esto incluye tanto actos ilícitos como 

inactividad administrativa, cuando esta última implique omitir 
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obligaciones legales o incumplir con el mínimo de actividad 

exigible por la ley.

También indicó que la responsabilidad del Estado es 

objetiva y directa, lo que significa que no requiere demostrar 

dolo o ilicitud por parte de las personas servidoras públicas, sino 

solo la relación causal entre el daño y la actividad irregular de la 

administración. Por el contrario, los daños derivados de 

actividades regulares del Estado no son objeto de esta 

responsabilidad.

Afirmó que las consideraciones previamente aludidas 

derivaban de lo sostenido por el pleno de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, en la jurisprudencia P.JJ. 42/2008, de rubro: 

“RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO OBJETIVA Y 

DIRECTA, SU SIGNIFICADO EN TÉRMINOS DEL SEGUNDO 

PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 113 DE LA CONSTITUCIÓN 

POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS”.

En ese sentido, la responsabilidad patrimonial del Estado es 

directa y objetiva, lo que significa que no basta con la mera 

existencia de un daño para activarla. Sólo se configura cuando el 

daño patrimonial es causado por una actividad irregular de la 

administración, entendida como actos realizados de manera ilegal 

o anormal, sin atender las normas o parámetros administrativos. 

Esta responsabilidad excluye los daños derivados de actividades 

regulares del Estado o del dolo de las personas servidoras 

públicas.

El artículo 4º, de la Ley Federal de Responsabilidad 

Patrimonial del Estado establece, por ejemplo, que los daños 

deben ser reales (evaluables económicamente); individualizados 

(relacionados directamente con personas específicas), y, 

anormales (no compartidos por el resto de la población).
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Para acreditar la responsabilidad, según el artículo 21, de la 

ley en comentario, se requiere:

1. Identificar las causas específicas del daño.

2. Probar la relación directa entre la actividad irregular y el 

perjuicio.

3. Considerar posibles concurrencias de hechos o agentes 

que contribuyeron al daño; y, 

4. Examinar las circunstancias que pudieron agravar o 

mitigar el impacto patrimonial.

Así, la responsabilidad se limita a casos donde existe una 

clara causalidad entre la acción irregular del Estado y el daño 

ocasionado al particular.

Precisado lo anterior, la responsable mencionó que el 

demandante, miembro de la comunidad universitaria de la 

Universidad Autónoma Metropolitana (UAM), alegó que diversas 

acciones de la institución, derivadas de una medida restrictiva 

solicitada por  ****** ******** ***** ******* , vulneraron sus 

derechos fundamentales y afectaron su situación académica y 

laboral. Las acciones señaladas incluyen:

• Solicitudes del personal de vigilancia para que abandonara 

espacios universitarios.

• Notificación de una orden de restricción emitida por una 

instancia externa.

• Difusión de contenido relacionado con jornadas de 

perspectiva de género que, según el actor, le generaron 

afectaciones.

El demandante sostuvo que dichas actuaciones constituían 
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una actividad administrativa irregular de la UAM, causándole un 

daño patrimonial y moral.

Al respecto, la responsable adujo que las actuaciones de la 

UAM, incluyendo la implementación de la medida restrictiva, se 

basaron en obligaciones constitucionales y legales para proteger 

los derechos humanos de las mujeres, en particular el derecho a 

una vida libre de violencia.

Asimismo, que las restricciones solicitadas por  ****** 

******** ***** *******, derivadas de una carpeta de investigación 

penal, obligaron a la UAM a tomar medidas preventivas dentro de 

su competencia. Éstas incluyeron evitar el contacto entre ambas 

partes, lo cual fue comunicado al demandante por la institución, 

acciones que -indicó- no vulneraban los derechos fundamentales 

del demandante, ya que se realizaron dentro del marco normativo 

y con base en el principio de progresividad de los derechos 

humanos.

En esta tesitura, afirmó que la actividad administrativa 

irregular implica actos ilegales o anormales, realizados fuera de 

los parámetros normativos de la administración. En este caso, las 

acciones de la UAM se ajustaron a sus competencias legales y al 

objetivo de proteger a una presunta víctima en un contexto de 

violencia de género.

Aclaró que, respecto a las publicaciones y actividades 

relacionadas con jornadas de perspectiva de género, el tribunal 

determinó que no podían atribuirse directamente a la 

administración de la UAM, en virtud de que no fueron realizadas 

en el marco de sus facultades oficiales.

Expuso que, si bien el demandante argumentó que su 

relación laboral con la UAM se vio afectada, incluyendo la falta de 
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renovación de su contrato como ayudante de investigación, lo 

cierto es que el tribunal determinó que estas cuestiones tienen un 

carácter estrictamente laboral y no constituyen una  actividad 

administrativa irregular.

Por otra parte, el tribunal enfatizó que el demandante no 

acreditó la existencia de un daño real y directo causado por una 

actividad irregular del Estado. Además, no se demostró la relación 

causal entre las medidas adoptadas por la UAM y las afectaciones 

alegadas.

De esta manera, el tribunal determinó de manera unánime 

que las acciones de la UAM no constituyeron una actividad 

administrativa irregular. En consecuencia, rechazó la demanda del 

actor para el reconocimiento de una indemnización por daño 

patrimonial. Se concluyó que la universidad actuó conforme a la 

legalidad y dentro de sus atribuciones, priorizando la protección 

de los derechos humanos de las personas involucradas.

La sentencia que antecede es la que constituye el acto 

reclamado y, por tanto, será materia de análisis por parte de este 

tribunal colegiado. 

SÉPTIMO. Estudio del asunto. La parte quejosa, para 

controvertir la sentencia reclamada, en los conceptos de violación, 

precisó que dicha resolución viola sus derechos humanos, porque 

la responsable realizó una interpretación equivocada de los 

hechos, de las constancias y de los argumentos que formuló para 

demostrar la afectación que sufrió.

Especifica que la violación a sus derechos fundamentales 

deriva de que la responsable da por buenos los motivos que la 

autoridad demandada expuso para deslindarse de la 

responsabilidad patrimonial, sin tomar en cuenta que la actividad 
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irregular del Estado no sólo puede configurarse por acciones “un 

hacer”, sino también puede derivar de “omisiones” que, conforme 

a lo que narró en la demanda y su ampliación, las atribuyó a las 

autoridades demandadas que eludieron, omitieron y dejaron de 

realizar cualquier acción para evitar el acoso académico, “bullying” 

escolar, acoso personal y agresiones, verbigracia, cuando se 

publicaron fotos en redes sociales o lo que sucedió en el propio 

campus –donde fue exhibido en un cartel como agresor sexual y 

violador– y en la conferencia llevada a cabo dentro de las 

instalaciones de la universidad –en la que también se le volvió a 

señalar como agresor sexual–, pues tales hechos fueron del 

conocimiento de las demandadas; sin embargo, la sala 

administrativa no llevó a cabo un estudio adecuado ni exhaustivo 

de la demanda y su ampliación, en relación con tales argumentos, 

los que, además, fueron corroborados y acreditados con las 

testimoniales de una maestra y una alumna, pero se omitió su 

estudio. 

En adición, expone que en la sentencia reclamada, el 

órgano jurisdiccional indicó que, como funcionamiento anormal, se 

incluye la inactividad administrativa, por lo que, en ese sentido, 

debió observar que no se atribuyen a la autoridad demandada los 

actos de su personal académico, sino la omisión del abogado 

general de la UAM de atender lo que dijo la Comisión de Nacional 

Derechos Humanos en la queja que presentó, en cuanto a que ha 

habido actos de discriminación por parte de miembros de la 

comunidad universitaria, incluyendo funcionarios y personal 

académico; que, al respecto exhibió ante el tribunal, copia del 

oficio de remisión.

Con base en lo anterior, indica que, si bien se acreditó ante 

la responsable la irregularidad en que incurrió la autoridad 

demandada, no sólo por acción, sino también por omisión, lo 

cierto es que la sentencia se dictó sin tomar en cuenta esos 
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aspectos ni requerir a la autoridad que justificara el 

incumplimiento de su obligación de proteger sus derechos 

fundamentales, y, cita las jurisprudencias V.3o. J/2, de rubro: 

“SENTENCIAS DE NULIDAD. EL TRIBUNAL FEDERAL DE 

JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA TRANSGREDE LOS 

PRINCIPIOS DE EXHAUSTIVIDAD Y CONGRUENCIA, SI OMITE 

PRONUNCIARSE SOBRE LOS ARGUMENTOS EXPUESTOS 

EN LA CONTESTACIÓN A LA DEMANDA.”, del Tercer Tribunal 

Colegiado del Quinto Circuito, y 2a./J. 35/2019 (10a.), de 

encabezado: “PRINCIPIO DE PROGRESIVIDAD DE LOS 

DERECHOS HUMANOS. SU NATURALEZA Y FUNCIÓN EN EL 

ESTADO MEXICANO.”, sustentada por la Segunda Sala de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación.

Agrega que, la responsable aseguró que la actuación de las 

autoridades universitarias fue correcta y adecuada, con motivo de 

la denuncia de hechos realizada en su contra, a efectos de 

mantenerlo alejado de la víctima de un presunto delito sexual de 

“violación” y que, por ende, se apegó a derecho como una medida 

restrictiva; incluso, hizo referencia a que la rectoría de la UAM 

aplicó el principio de progresividad de los derechos humanos, 

porque tenía la obligación de observar el derecho de proteger la 

dignidad humana de ****** ******** ***** ******* , sin embargo, 

estima que no es correcto, toda vez que la aplicación de tal 

principio no implica que se menoscaben derechos de terceras 

personas para justificar una aparente protección más amplia en 

favor de la víctima, esto es, por ese medio no se puede convalidar 

que, mientras se protegen los derechos de una persona, se 

permita el menoscabo de la dignidad de otra, como ocurrió en el 

caso; que, al sostener la demandada que su actuación se limitó a 

garantizar los derechos humanos de la presunta víctima y a 

adoptar las medidas inmediatas para garantizar su protección, 

constituye una aceptación expresa de que no le importó la 

afectación que sufrió en su esfera jurídica, ya que ésta debió 
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también adoptar medidas que cuidaran, en igualdad de 

circunstancias, la seguridad de ambas personas, pues en su 

momento estima que estuvo expuesto a mayores riesgos derivado 

de la exhibición a la que fue expuesto y, en apoyo a su 

argumento, cita la jurisprudencia 1a./J. 37/2016 (10a.), de rubro: 

“DIGNIDAD HUMANA. CONSTITUYE UNA NORMA JURÍDICA 

QUE CONSAGRA UN DERECHO FUNDAMENTAL A FAVOR DE 

LAS PERSONAS Y NO UNA SIMPLE DECLARACIÓN ÉTICA.”, 

de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

Asimismo, refiere que la responsable omitió tomar en cuenta 

que la rectoría de la UAM, plantel Azcapotzalco, debió fundar 

ampliamente y explicar las razones por las cuales se prohibió la 

coincidencia especial entre la presunta víctima y el quejoso, dado 

que estima que fue injusto que se le ordenara abandonar 

cualquier punto de concurrencia con la presunta víctima, en 

contravención del principio de presunción de inocencia, pues hizo 

suponer que, en cuanto estuvieran juntos, dicha persona correría 

un peligro inminente, lo que implicó que se prejuzgó su conducta 

futura y, aun cuando la autoridad citó el artículo 2, fracción I, de su 

ley orgánica, con ello no se fundamenta su actuación, en la que 

pretende proteger a una presunta víctima y simultáneamente 

“victimiza” a su presunto agresor, en tanto que no existe 

interpretación alguna de tal disposición de la que se desprenda 

que el derecho de seguridad de una persona está por encima del 

de la otra.

En cuanto a que el rector de la UAM no podía dar mayor 

información al actor, en relación con las medidas restrictivas 

dictadas en favor de ****** ******** ***** *******, sino limitarse 

a proteger a la víctima, señala que en los hechos narrados en su 

demanda, manifestó que nunca tuvo a su alcance, ni se hizo de 

su conocimiento algún documento que tuviera una orden de 

restricción emitida por autoridad competente que le prohibiera 

E
D

G
A

R
 SA

L
G

A
D

O
 PE

L
A

E
Z

706a6620636a6632000000000000000000004022
15/05/26 18:00:00

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



 AMPARO DIRECTO 437/2023

35

permanecer en un determinado lugar o le obligara a estar alejado 

de la presunta víctima.

A mayor abundamiento, refiere que las autoridades 

universitarias no debieron actuar sin contar de forma real y cierta 

con una orden emitida en ese sentido, habida cuenta que sostiene 

que hasta la fecha la desconoce y la autoridad demandada 

pretende sustentar su actuación, con situaciones que no se 

acreditaron al momento en que fue desalojado del campus 

universitario ni en el juicio contencioso; de ahí que, estima, la 

tercera interesada no debió asumir atribuciones que no le 

corresponden, como si se tratara de una autoridad jurisdiccional 

de carácter penal, ni actuar en aplicación de una legislación que 

no le otorga facultades de ese tipo, pues, sólo puede llevar a cabo 

aquellos que la propia ley le confiere; además, aduce que no se 

ha determinado cuál es la normatividad u orden de restricción a 

partir de la cual se han afectado sus derechos como ciudadano y 

estudiante.

Por tanto, considera que la responsable excedió sus 

facultades, ya que aceptó los hechos planteados por la autoridad 

que no tienen fundamento legal y los retomó para negar la 

actividad irregular en que incurrió.

Sostiene que, la responsable perdió de vista que la 

conducta atribuida a la tercera interesada se ubica en la hipótesis 

prevista en el artículo 1 de la Ley Federal de Responsabilidad 

Patrimonial del Estado, en virtud de que acreditó que con su 

actuar se le causó un daño objetivo y directo que se constituye en 

irregularidades del Estado, porque no satisfacen las condiciones 

normativas ni los parámetros creados por la administración, lo 

que, por supuesto, el quejoso no tiene que soportar; lo anterior, 

porque desde su escrito inicial probó, con la exhibición del oficio 

EUA.205.2017, de veintitrés de marzo de dos mil diecisiete, que 
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contiene “medidas precautorias”, que el entonces rector de la 

UAM emitió una medida de protección en favor de ****** ******** 

***** ******* , que no es descrita, justificada, fundamentada, 

motivada ni comunicada al quejoso, además de que no tiene 

facultades para realizar dicho acto administrativo.

Más, porque a su decir, en la resolución del expediente 

**********, la comisionada Blanca Lilia Ibarra Cadena, adscrita 

al Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y 

Protección de Datos Personales, tras realizar el estudio a la 

normatividad universitaria, concluyó que el rector no tiene 

facultades para emitir medidas precautorias; ello en relación con 

la respuesta emitida por la Secretaría Técnica de la Defensoría de 

los Derechos Universitarios, en la que se estableció que no existe 

documento en el que se hayan determinado medidas precautorias 

o de protección, ni órdenes de alejamiento en esa instancia.

Con base en lo anterior, afirma que se probó ante el tribunal 

responsable que el acto atribuido al referido rector, no satisfizo lo 

estipulado en las normas ni los parámetros de la propia 

administración, pues se trata de un acto irregular que sí causa un 

daño objetivo y directo que no debe soportar, como se exige en el 

numeral 1, de la Ley Federal de Responsabilidad Patrimonial del 

Estado.

Agrega que en la sentencia reclamada se indica que la 

unidad administrativa encargada de la defensa jurídica de la 

autoridad demandada acreditó que en su contra existe una 

medida cautelar restrictiva; empero, nunca se le corrió traslado 

con tal documento, para tener por probada dicha aseveración e 

insiste en que el rector no tiene facultades expresas para emitir un 

acto de esa naturaleza, ni se probó que se hubiera basado en 

alguna orden de autoridad investigadora o judicial.
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Expone que es relevante que la existencia de la carpeta de 

investigación iniciada ante el ministerio público no significa 

responsabilidad por sí misma; además, no ha recibido algún acto 

de molestia, emitido por autoridad competente, que permita 

suponer que sí se inició alguna investigación, por lo que no se 

tuvieron bases para la emisión de la medida precautoria, ya que, 

en todo caso, correspondía su expedición a la autoridad judicial, 

por tanto, aduce que la aseveración del tribunal relativa a que la 

medida restrictiva es consecuencia de que el quejoso no puede 

guardar relación y contacto con la alumna es delicada, en virtud 

de que ese aspecto no ha sido probado.

Asimismo, señala que la sala responsable indicó que la 

situación fue comunicada a la rectoría general de la citada 

universidad, pero tampoco ha exhibido algún medio de prueba 

que lo acredite, pues se limitó a establecer su supuesta existencia 

sin que se le hubiera corrido el traslado respectivo. 

Insiste en que el tribunal expuso que la autoridad 

demandada acreditó contar con una medida restrictiva de la cual 

no se le corrió traslado, pero, si se trata del oficio RUA.205.2017, 

de veintitrés de marzo de dos mil diecisiete, que emitió el 

entonces rector de la unidad Azcapotzalco, estima que dicho 

documento no satisface las obligaciones normativas que rigen su 

actuar.

En suma, la parte quejosa, como primer argumento, alega 

que la sentencia reclamada vulneró sus derechos fundamentales 

por acciones y omisiones, pues, por un lado, argumenta que la 

violación a sus derechos deriva de omisiones de las autoridades 

universitarias, que no actuaron para prevenir ni atender actos de 

acoso académico, personal y escolar, incluyendo agresiones 

como la exhibición de su fotografía en redes sociales, carteles en 

el campus y señalamientos en conferencias, donde se le identificó 
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como agresor sexual, tanto era así que −afirma− estos hechos 

fueron conocidos por la UAM, pero no se realizaron acciones para 

protegerlo; y, por otra parte, sostiene que la sala administrativa no 

realizó un análisis exhaustivo de estos hechos, a pesar de que 

fueron corroborados con pruebas testimoniales.

Luego, como segundo argumento, expone que la 

universidad tuvo un funcionamiento anormal, ante una inactividad, 

en tanto que no se atribuye responsabilidad a los actos de 

terceros (alumnos o académicos), sino la omisión de la UAM de 

atender recomendaciones previas, como las emitidas por la 

Comisión Nacional de Derechos Humanos (CNDH) sobre actos de 

discriminación; aunado a que el abogado general de la UAM no 

actuó frente a estas denuncias y que la inactividad administrativa 

constituye una irregularidad.

Posteriormente, como tercer planteamiento destaca que 

existió una desigualdad en la aplicación del principio de 

progresividad, porque, aunque la UAM justificó su actuación bajo 

el principio de progresividad de los derechos humanos, el actor 

considera que esto no debe implicar el menoscabo de derechos 

de terceros, como ocurrió en su caso, en tanto que, si bien, se 

protegieron los derechos de la presunta víctima, no se 

garantizaron sus derechos en igualdad de condiciones, 

exponiéndolo a riesgos derivados de su exhibición pública.

En un cuarto argumento, el accionante alega que las 

medidas restrictivas, como ordenarle abandonar cualquier punto 

de coincidencia con la presunta víctima, vulneraron el principio de 

presunción de inocencia, prejuzgando su conducta futura, de 

modo que la UAM no fundó ni motivó suficientemente estas 

medidas, toda vez que nunca se le notificó de una orden judicial o 

administrativa que justificara tales restricciones.

E
D

G
A

R
 SA

L
G

A
D

O
 PE

L
A

E
Z

706a6620636a6632000000000000000000004022
15/05/26 18:00:00

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



 AMPARO DIRECTO 437/2023

39

Incluso, argumenta que el rector de la UAM, quien emitió las 

medidas precautorias, no tiene facultades legales para dictar 

actos de esta naturaleza. Además, de que dichas medidas no se 

basaron en una orden judicial o administrativa válida, máxime que 

de acuerdo con la resolución del Instituto Nacional de 

Transparencia (INAI), la UAM no cuenta con normatividad que le 

permita emitir medidas precautorias como las aplicadas.

Además, sostiene, nunca se le notificó ni entregó evidencia 

de la supuesta medida restrictiva en su contra y aunque la UAM 

se refirió al oficio RUA.205.2017, este documento no cumplía con 

los requisitos legales para ser considerado una medida válida.

En esa tesitura, argumenta que las acciones de la UAM, 

tanto por omisión como por acción, constituyen una actividad 

administrativa irregular que causó daños objetivos y directos a su 

esfera jurídica. Estos daños incluyen la afectación a su dignidad, 

reputación y derechos como estudiante, que no estaba obligado a 

soportar. Esto es, que la universidad asumió atribuciones que no 

le corresponden, actuando como si fuera una autoridad 

jurisdiccional penal, lo cual excede sus facultades normativas.

Por tanto, aduce que la UAM actuó de manera irregular 

tanto por omisión como por acción, al no prevenir ni atender actos 

de acoso y exhibición pública, y al implementar medidas 

precautorias sin fundamento legal ni notificación adecuada; 

acciones que vulneraron sus derechos fundamentales y 

excedieron las facultades normativas de la universidad, lo que 

constituye una actividad administrativa irregular que causó daños 

objetivos y directos que no estaba obligado a soportar.

El concepto violación antes sintetizado es infundado.

Con la finalidad de justificar la calificativa que antecede, es 

E
D

G
A

R
 SA

L
G

A
D

O
 PE

L
A

E
Z

706a6620636a6632000000000000000000004022
15/05/26 18:00:00

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



AMPARO DIRECTO 437/2023

40

preciso tener presentes dos aspectos elementales cuando se 

estudian estos asuntos, por un lado, el marco teórico normativo de 

la responsabilidad patrimonial del Estado, y por otro, la 

metodología jurídica de juzgar con perspectiva de género; para tal 

efecto este estudio se dividirá en dos apartados. 

I. Marco teórico normativo de la responsabilidad patrimonial del 

Estado

I.1 Responsabilidad patrimonial. Concepto.

De inicio, es preciso indicar en qué consiste la 

responsabilidad patrimonial del Estado. Al respecto, la Segunda 

Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación7, a través de 

diversos criterios, ha conceptualizado la responsabilidad 

patrimonial del Estado como una “institución prevista para 

indemnizar a los particulares cuando aquel actúa 

administrativamente de forma irregular, con la limitante de que el 

derecho a obtener la indemnización debe surgir a partir de una 

actuación pública del Estado, o bien, en sus relaciones de 

derecho público”.

I.2 Elementos de la responsabilidad patrimonial del Estado.

La responsabilidad patrimonial del Estado cuenta con los 

siguientes elementos:

a) Implica un deber jurídico para el Estado. Siempre que se 

actualicen sus supuestos de procedencia, surge para el Estado la 

7 Es aplicable la jurisprudencia 2a./J. 143/2010, emitida por la Segunda Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, publicada en la Novena Época del Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, tomo XXXIII, en enero de 2011, página 1142, de rubro: 
“RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO. LA SENTENCIA DEL TRIBUNAL DE 
LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO QUE CONDENA A LAS PERSONAS MORALES 
OFICIALES DEMANDADAS EN EL JUICIO CORRESPONDIENTE, AL PAGO DE UNA 
INDEMNIZACIÓN POR SU ACTIVIDAD ADMINISTRATIVA IRREGULAR, NO ES 
SUSCEPTIBLE DE IMPUGNARSE EN AMPARO (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE SAN 
LUIS POTOSÍ).” 
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obligación de responder por los daños y perjuicios causados por 

su actuación, obligación que puede ser exigible por la o el 

particular lesionado.

b) Tiene por objeto la reparación de un daño causado a un 

particular. La principal finalidad de la responsabilidad patrimonial 

del Estado no es la de sancionar la conducta de las personas 

servidoras públicas, sino de reparar una lesión que, conforme a 

derecho, quienes son particulares no tenían que sufrir, de manera 

que se trata de una institución que busca “desplazar los efectos 

negativos del evento dañoso desde la esfera jurídica del dañado 

hacia la Administración, titular del servicio o de la actividad 

causante del daño”8.

c) El daño debe tener su origen en la actividad 

administrativa irregular del Estado. Para que nazca la obligación 

del Estado de reparar el daño es necesario que éste surja como 

consecuencia de la conducta de una persona servidora pública 

que contraríe las disposiciones legales y administrativas9; lo que 

implica que es necesario que exista un nexo causal entre el daño 

sufrido por el particular y la actividad del Estado, desplegada a 

través de quienes son sus integrantes.

d) La o el particular que resiente el daño no tiene la 

obligación jurídica de soportarlo. En aras del principio de 

legalidad, si el Estado afecta los derechos o bienes de una 

persona sin fundamento jurídico para ello, debe responder por su 

conducta, razón por la cual la institución materia de análisis ha 

8 Leguina Villa, Jesús, cit, por Castro Estrada, Álvaro “Principales razones justificativas para 
la eventual incorporación del instituto de la responsabilidad patrimonial del estado al orden 
jurídico mexicano”, la responsabilidad patrimonial del estado, México, INAP, 2000, página 
65.
9 Jurisprudencia P./J.44/2008, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena 
Época, tomo XVII, junio de 2008, página 720, de rubro: “RESPONSABILIDAD 
PATRIMONIAL DEL ESTADO. EL ARTÍCULO 389, PRIMER PÁRRAFO, DEL CÓDIGO 
FINANCIERO DEL DISTRITO FEDERAL VIGENTE EN 2004, NO VIOLA EL ARTÍCULO 113 
DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS EN CUANTO 
ÉSTE CONTEMPLA UN SISTEMA DE RESPONSABILIDAD OBJETIVA”.”
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sido vista “como una proyección del derecho a la protección 

jurídica de que todas las personas deben gozar”.10

e) El Estado debe indemnizar a la persona lesionada. La 

responsabilidad patrimonial del Estado constituye un medio para 

salvaguardar la integridad patrimonial de las y los individuos ya 

que, si ésta es transgredida, sin causa legal, debe ser resarcida11.

I.3 Principios legales que establecen la obligación del 

Estado de reparar los daños y perjuicios a los particulares

El deber del Estado de reparar los daños y perjuicios que 

causa a las personas particulares puede sustentarse en diversos 

principios12, los que la doctrina suele destacar, siendo ellos:

- Principio de legalidad. Se traduce en que las autoridades 

deben ajustar su actuación conforme a la ley. Por ello, 

cuando sin fundamento jurídico alguno desarrolla una 

actividad y ésta produce un daño en la esfera jurídica de 

la persona particular, ésta al no tener el deber jurídico de 

soportar la lesión patrimonial que se le ha provocado, 

debe ser indemnizada.

- Principio de igualdad de las cargas públicas. Conforme a 

él, no deben sufrir unas más que otros las cargas 

impuestas en el interés de todos, y es por esta razón que 

los daños excepcionales que el poder público causa a las 

personas particulares deben ser indemnizados; por tanto, 

cuando el Estado ejecuta un acto que perjudica a una 

persona haciéndole sufrir un daño injusto, con respecto 

10 López Ramos, Neófito, “La responsabilidad extracontractual del estado mexicano”, revista 
del Instituto de la Judicatura Federal, México, número 20, 2005.
11 Suprema Corte de Justicia de la Nación, “La responsabilidad patrimonial objetiva y directa 
del estado por daños causados a los bienes y derechos de los particulares en el Distrito 
Federal”, México, SCJN/II/J.2009, serie Decisiones relevantes de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, número 43.
12 Castro Estrada, Álvaro, “Responsabilidad patrimonial del estado”, Tercera edición, México, 
Porrúa, 2006, pp. 287 a 299.
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de la demás ciudadanía, está obligado a indemnizar ese 

daño, para no romper el principio de igualdad que 

ampara por igual a todos las y los habitantes.

- Principio de responsabilidad por riesgo. Consiste en la 

posibilidad de que existan faltas en el servicio y si éstas 

se verifican es el Estado quien debe soportar las 

consecuencias.

- Principio de equidad. Se considera que es inherente a la 

relación Estado-particular el que la actividad del primero 

ocasione algunos perjuicios al segundo; sin embargo, 

cuando dichos perjuicios afecten a una persona de 

manera desproporcionada, debe pagarse una 

indemnización, para así generalizar el sacrificio especial.

- Principio del bien común. Estima que el fundamento de la 

responsabilidad del Estado es el bien común; es decir, el 

bien de toda la comunidad, el cual no puede encontrarse 

plenamente satisfecho si una persona o grupo de 

personas sufre los daños producidos por la 

administración, razón por la cual ésta debe indemnizar 

los perjuicios que ocasione.

- Principio de solidaridad humana. Impone ayuda recíproca 

a todas las personas que constituyen la colectividad, 

pues conlleva a un acto de justicia distributiva que la 

sociedad está obligada a realizar para aquellas personas 

que por hechos que no les son imputables se encuentran 

de pronto y por un acontecimiento ajeno a su voluntad, 

en situación de inferioridad para cumplir con su fin 

individual y social, y siendo el Estado el órgano por el 

cual la sociedad realiza esa obra de solidaridad, ya que 

por su enorme magnitud escapa al poder del individuo, es 

quien debe afrontar este problema y resarcir.
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- Principio del estado de derecho. Establece que el origen 

de la responsabilidad patrimonial del Estado se encuentra 

en el estado de derecho, en virtud de que aquélla surge 

para hacer prevalecer éste; por consiguiente, al 

estatuirse la responsabilidad del Estado lo que se busca 

es lograr la seguridad jurídica y el respeto a los derechos 

de las y los administrados.

Como se ha visto, la responsabilidad patrimonial del Estado 

se fundamenta en diversos principios, los cuales se reconocen en 

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en los 

artículos 14, 16, 27, 31 y 109, párrafo último (antes artículo 113, 

párrafo segundo), de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos. 

Así es, en los primeros dos se reconocen los principios de 

legalidad y seguridad jurídica, a través de los cuales se protegen 

los aspectos y derechos de la persona; el tercero de los 

dispositivos en comento reconoce el derecho de propiedad, el 

cual estatuye el principio de indemnización; de igual modo, el 

penúltimo de los citados reconoce, uno más de los principios en 

que se apoya la responsabilidad patrimonial del Estado, el de 

igualdad en las cargas públicas.

I.4 Fundamento constitucional que regula la responsabilidad 

del Estado con motivo de su actuar irregular

Anteriormente era el artículo 113, de la de la Constitución 

Federal, el que regulaba la responsabilidad del Estado con motivo 

de su actividad irregular. Precisamente, el segundo párrafo del 

citado precepto constitucional establecía lo siguiente:

“Artículo 113. […]
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La responsabilidad del Estado por los daños que, con motivo de 
su actividad administrativa irregular, cause en los bienes o 
derechos de los particulares, será objetiva y directa. Los 
particulares tendrán derecho a una indemnización conforme a 
las bases, límites y procedimientos que establezcan las leyes”

Actualmente, dicho enunciado normativo se encuentra en el 

último párrafo del artículo 109, de la Constitución Federal, el que 

fue reformado mediante el decreto publicado el veintisiete de 

mayo de dos mil quince, en el Diario Oficial de la Federación, y 

que en la parte conducente consigna: 

“Artículo 109. Los servidores públicos y particulares que 
incurran en responsabilidad frente al Estado, serán sancionados 
conforme a lo siguiente: 
[…] 
La responsabilidad del Estado por los daños que, con motivo de 
su actividad administrativa irregular, cause en los bienes o 
derechos de los particulares, será objetiva y directa. Los 
particulares tendrán derecho a una indemnización conforme a 
las bases, límites y procedimientos que establezcan las leyes.”

Como se observa de su contenido, el artículo 113, de la 

Constitución Federal, actualmente 109, estipula que el Estado 

tiene una responsabilidad objetiva y directa por los daños que, 

con motivo de su actividad administrativa irregular, cause en los 

bienes o derechos de las y los particulares; correlativo a esta 

obligación, estos preceptos constitucionales establecen el 

derecho de las personas particulares a recibir una indemnización, 

conforme a las bases, límites y procedimientos que indiquen las 

leyes.

La porción normativa antes reproducida dispone que la 

actividad administrativa irregular puede dar lugar a la 

responsabilidad patrimonial del Estado, el que deberá responder a 

las y los particulares en forma objetiva y directa por los daños 

provocados en su patrimonio.

Esta disposición normativa, como se expone, fue introducida 

originalmente en el texto constitucional en su numeral 113, 
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segundo párrafo, por decreto publicado el catorce de junio del dos 

mil dos en el Diario Oficial de la Federación. En el dictamen que 

realizó la Cámara de Diputados, previo a la aprobación de la 

citada reforma, se explicó, que la autoridad administrativa 

despliega sus actividades en forma regular e irregular, 

entendiendo que el primer caso se suscita cuando se ejercen las 

atribuciones otorgadas por el orden jurídico; y el segundo, cuando 

la autoridad actúa al margen de dichas atribuciones.

Así lo corrobora la siguiente transcripción del dictamen, que 

consigna:

"[…]
Por otra parte, los miembros de estas Comisiones, después de 
haber deliberado sobre la pertinencia de establecer un régimen 
amplio y general de responsabilidad patrimonial del Estado, es 
decir, incluir como susceptible de responsabilidad del Estado, y 
por ende, de las indemnizaciones respectivas, a toda actividad 
lesiva de la Administración Pública que fuese consecuencia del 
funcionamiento ya sea regular o irregular de la actividad 
administrativa del Estado, se ha considerado conveniente 
restringir, cuando menos por algún tiempo, la responsabilidad 
del Estado exclusivamente a su actividad administrativa 
irregular; máxime que se encuentran resistencias a aceptar 
que el Estado pudiese ser responsable de los daños y 
perjuicios que con su actuar irrogue a los particulares en el 
caso de haber actuado de acuerdo a los estándares medios 
de los servicios públicos, es decir, que sean consecuencia 
de su actividad administrativa regular o normal. […] Así 
pues, se precisa que el alcance de la responsabilidad patrimonial 
del Estado debe circunscribirse a la lesividad de su actividad 
irregular, con lo cual además se cubriría el mayor número de 
incidencias de afectación patrimonial del Estado."

De lo anterior se advierte que el poder reformador de la 

Constitución consideró conveniente acotar que la responsabilidad 

patrimonial del Estado deberá surgir únicamente cuando se 
compruebe que la autoridad administrativa actuó fuera del 
marco normativo que la rige, o bien, con total y absoluto 
desapego a sus reglas.

En ese sentido, el pleno de la Suprema Corte de Justicia de 

la Nación, al resolver la acción de inconstitucionalidad 4/2004, se 
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pronunció al respecto, explicando lo siguiente:

"[…]
La reforma al artículo 113 constitucional expresamente señaló 
que la responsabilidad por la que en adelante respondería el 
Estado sería aquélla generada 'con motivo de su actividad 
administrativa irregular'.- - - Del contenido del proceso 
legislativo anteriormente descrito se desprende que el 
Constituyente distinguió con claridad entre la actividad irregular 
del Estado y la actuación dolosa e ilegal de los funcionarios; de 
donde se sigue que existen dos tipos de daños que pueden sufrir 
los ciudadanos con la actividad propia del Estado, a saber: - - - 
1. El ocasionado por la actividad regular del Estado, que se 
traduce en una responsabilidad subjetiva e indirecta, regulada 
por las disposiciones del derecho civil.- - - 2. El causado por la 
actividad irregular del Estado, que se entiende como 
responsabilidad objetiva y directa. - - - De esta manera, 
cuando el artículo 113 de la Constitución Federal alude a que la 
responsabilidad patrimonial del Estado surge si éste causa un 
daño al particular 'con motivo de su actividad administrativa 
irregular', en realidad, se está refiriendo al segundo caso; es 
decir, abandona toda intención de contemplar los daños 
causados por la actividad regular del Estado; así como 
cualquier elemento vinculado con el dolo o la ilegalidad en 
la actuación del funcionario agente, a fin de centrarse en 
aquellos actos si bien propios del Estado, empero realizados de 
manera anormal; es decir, sin atender a las condiciones 
normativas o parámetros creados por la propia 
administración.--- Así, es claro que la institución de la 
responsabilidad patrimonial extracontractual del Estado no es un 
sistema simple de cobertura de daños causados por actos ilícitos 
ocasionados por agentes de la Administración Pública, sino de 
una institución que entroniza una responsabilidad de carácter 
objetivo, al abandonar el criterio que la vinculaba con la culpa o 
la actuación ilícita del sujeto concreto realizador de la conducta 
que originó el daño.- - - Lo anterior se robustece si se toma en 
consideración que el objeto de la responsabilidad patrimonial del 
Estado está circunscrito a la reparación de los daños producidos, 
es decir, consiste en dejar indemne al sujeto activo de la 
relación, identificado con el que ha resentido en sus bienes o 
derechos los daños derivados de la actividad administrativa, 
compensándolo económicamente de manera tal que restaure la 
integridad del patrimonio afectado, cuando el daño ha surgido de 
la actividad irregular del Estado, entendida en el sentido antes 
apuntado, ya que el presupuesto de procedencia se centra 
en que el sujeto activo no tenga obligación jurídica de 
soportarlos.- - - Además, la doctrina predominante sobre el 
tema es coincidente, al sostener que para actualizarse la 
responsabilidad patrimonial del Estado es necesario que se 
colmen los siguientes requisitos: - - - 1. La existencia de un 
daño, el cual se encuentra definido, en términos del artículo 
2108 del Código Civil, como: 'La pérdida o menoscabo 
sufrido en el patrimonio por la falta de cumplimiento de una 
obligación'. - - - Desde luego, el concepto de daño debe 
entenderse con todas sus notas características, a saber, que sea 
efectivo, evaluable económicamente e individualizado con 
relación a una o varias personas. - - - 2. Que sea imputable a la 
Administración Pública, por ser efecto de su actividad 
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administrativa irregular. - - - 3. El nexo causal entre uno y 
otro, es decir, que la causa del daño sea la actividad de la 
Administración Pública o, en su acepción más amplia, del 
Estado. - - - Por tanto, es claro que la noción de 'actividad 
administrativa irregular' consignada en el segundo párrafo del 
artículo 113 de la Constitución General de la República ha de 
identificarse con la actuación estatal desplegada sin 
satisfacer la normatividad propia para la realización de ese 
acto."

De esa ejecutoria, derivaron las jurisprudencias P./J.42/2008 

y P./J. 43/200813, que respectivamente son de rubros siguientes: 

"RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO OBJETIVA Y 

DIRECTA. SU SIGNIFICADO EN TÉRMINOS DEL SEGUNDO 

PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 113 DE LA CONSTITUCIÓN 

POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS.” y 

"RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO. 

DIFERENCIA ENTRE RESPONSABILIDAD OBJETIVA Y 

SUBJETIVA.

Así, el pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 

determinó que del proceso legislativo que dio origen a la adición 

del párrafo segundo del artículo 113, constitucional, se desprende 

que quien legisla distinguió con claridad que existen dos tipos de 

daños que pueden sufrir las y los particulares con la actividad 

propia del Estado, a saber:

1) Los causados con motivo de su actividad regular; y,

2) Los causados con motivo de su actividad irregular; y 

únicamente éstos podrán dar lugar a la responsabilidad 

patrimonial estatal.

De esta forma, en la Constitución se prevé la 

responsabilidad patrimonial del Estado por su actividad irregular y 

el derecho correlativo de las y los particulares a recibir una 

indemnización conforme a las bases, límites y procedimientos que 

13 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, tomo XXVII, junio de 
2008, páginas 722 y 719.
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establezcan las leyes, elementos a los que ha hecho referencia la 

Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación14.

Lo expuesto permite concluir que cualquier particular a 

quien se le haya causado algún daño en sus bienes o derechos, 

con motivo de la actividad administrativa irregular del Estado, 

tendrá derecho a una justa indemnización, afianzando de este 

modo los imperativos de justicia y seguridad jurídica, ampliando 

así la esfera jurídica de las personas gobernadas, ya que se les 

otorga un nuevo medio de defensa frente a la administración 

pública evitando la impunidad del Estado y se mejora 

gradualmente la prestación de los servicios públicos y, en última 

instancia, se fortalece el estado de derecho.

En ese orden de ideas, por mandato constitucional, los 

órganos legislativos de los tres niveles de gobierno han emitido 

disposiciones tendentes a regular la responsabilidad patrimonial 

del Estado. En el ámbito federal, se expidió la Ley Federal de 

Responsabilidad Patrimonial del Estado, reglamentaria del último 

14 Específicamente en la tesis 1a. LII/2009, publicada en la Novena Época del Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, tomo XXIX, en abril de 2009, página 592, de 
contenido siguiente: “RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO. EL ARTÍCULO 
113, SEGUNDO PÁRRAFO, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS 
UNIDOS MEXICANOS ESTABLECE UN DERECHO SUSTANTIVO EN FAVOR DE LOS 
PARTICULARES. El citado precepto constitucional establece la responsabilidad patrimonial 
del Estado por su actividad irregular y el derecho correlativo de los particulares de recibir una 
indemnización conforme a las bases, límites y procedimientos que establezcan las leyes. Por 
tanto, al tener como objetivo restaurar la integridad del patrimonio afectado mediante una 
compensación económica por el daño producido, se trata de un derecho sustantivo de rango 
constitucional establecido en favor de los particulares que tiene su fundamento en la 
responsabilidad patrimonial del Estado, cuyas características esenciales son la de ser directa 
y objetiva. Cabe mencionar que, el ámbito espacial de validez del referido derecho a la 
indemnización trasciende a todos los órdenes jurídicos parciales -Federación, Estados, 
Distrito Federal y Municipios-, por lo que sus titulares pueden exigir su contenido inmediata y 
directamente a cualquiera de los órganos de gobierno de aquellos órdenes. En tanto que su 
ámbito material es propio y no puede limitarse por las especificidades infraconstitucionales 
de las materias en las cuales el legislador ordinario despliega sus facultades de creación 
normativa (administrativa, civil, mercantil, laboral, etcétera) por lo que su extensión debe 
tutelarse en la forma prevista en la norma constitucional; de ahí que el indicado artículo 113 
no establece algún tipo de división competencial específica, en tanto que la responsabilidad 
patrimonial del Estado no reclama con exclusividad para sí un ámbito material propio -por 
ejemplo, civil o administrativo-, y tampoco uno espacial específico -Federación, Distrito 
Federal, Estados y Municipios-. Finalmente, se advierte que este derecho no sólo tiene el 
propósito de consagrar la prerrogativa de los particulares a la indemnización referida, sino 
también el de asegurarles en las vías ordinarias correspondientes un vehículo procesal para 
obtener su cumplimiento, pues al prescribir que aquélla se otorgará conforme a las bases, 
límites y procedimientos que establezcan las leyes, faculta al legislador ordinario para la 
configuración normativa de ejercicio obligatorio, consustancial a la operatividad de la 
responsabilidad patrimonial del Estado y, por tanto, imprescindible para el respeto del 
derecho de los particulares a la indemnización respectiva”.
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párrafo del artículo 109, de la norma fundamental.

I.5 Atributos de la responsabilidad patrimonial del Estado, en 

el sistema jurídico mexicano

Así, en nuestro sistema jurídico vigente, la responsabilidad 

patrimonial del Estado presenta como atributos distintivos los 

siguientes:

a) Extracontractual. De conformidad con el artículo 109, 

párrafo último, de la Constitución, el Estado debe responder, 

mediante el pago de una indemnización por los daños que, con 

motivo de su actividad administrativa irregular, cause en los 

bienes o derechos de las y los particulares. 

Es decir, el Estado no está obligado a responder por los 

daños causados porque así lo haya convenido en un acuerdo de 

voluntades, sino por haber infringido su deber de abstenerse de 

afectar, sin fundamento, la esfera jurídica de las y los particulares, 

cuando la ley así lo ordena.

b) Objetiva. De acuerdo con el ordinal y párrafo de la ley 

suprema antes referido, la responsabilidad del Estado será 

objetiva cuando el derecho del particular para ser indemnizado 

nazca como consecuencia de la actividad administrativa de aquél 

y se le cause un daño que no tiene el deber jurídico de soportar, 

siendo irrelevante la presencia de la culpa y el dolo de la persona 

servidora pública involucrada.

En el caso, si el Estado, en virtud de una conducta que no 

cumple con las disposiciones legales y administrativas, causa un 

daño a una persona particular, está obligado a resarcirlo, de 
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conformidad con la jurisprudencia P./44/200815, sustentada por el 

pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de rubro: 

“RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO. EL 

ARTÍCULO 389, PRIMER PÁRRAFO, DEL CÓDIGO 

FINANCIERO DEL DISTRITO FEDERAL VIGENTE EN 2004, NO 

VIOLA EL ARTÍCULO 113 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 

LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS EN CUANTO ÉSTE 

CONTEMPLA UN SISTEMA DE RESPONSABILIDAD 

OBJETIVA”. 

Consecuentemente, para que se configure este tipo de 

responsabilidad es indistinto si hubo o no intencionalidad dolosa, 

es decir, no es un requisito sine qua non que en la realización del 

daño haya habido negligencia, dolo o intencionalidad por parte de 

la persona servidora pública, puesto que el presupuesto de 

procedencia de la responsabilidad se centra en que el sujeto 

afectado no tiene la obligación jurídica de soportar el daño que se 

le ha causado.  

c) Directa. Se consigna también en el artículo 109, párrafo 

último, de la norma fundamental, el carácter directo de la 

responsabilidad del Estado, el cual conlleva a que las y los 

particulares que resienten un daño en sus bienes o derechos, en 

virtud de la actividad administrativa irregular del Estado, puedan 

demandar, desde luego a éste, sin que tengan que actuar 

previamente contra la persona servidora pública que causó la 

afectación.

En otras palabras, es el Estado quien debe responder al 

reclamo de la indemnización que formulan las y los particulares 

cuando la actuación de sus integrantes –personas servidoras 

públicas– les ocasiona lesiones en sus respectivos patrimonios, 

15 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, tomo XXVII, en junio de 
2008, página 720.
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existiendo el derecho de repetición por parte del Estado contra 

quienes resulten responsables.

En relación con los atributos de la responsabilidad 

patrimonial del Estado en su carácter objetivo y directo, el pleno 

de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la jurisprudencia 

P./42/200816, lo ha explicado, la cual es de rubro siguiente: 

“RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO OBJETIVA Y 

DIRECTA. SU SIGNIFICADO EN TÉRMINOS DEL SEGUNDO 

PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 113 DE LA CONSTITUCIÓN 

POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS.” 

Con base en lo anterior, es factible concluir que se 

actualizará la responsabilidad patrimonial del Estado, por su 

actividad irregular, cuando concurran los siguientes supuestos: 

a) La existencia de un daño, el cual se encuentra definido, 

en términos del artículo 2108 del Código Civil, como: “La pérdida 

o menoscabo sufrido en el patrimonio por la falta de cumplimiento 

de una obligación”.

Desde luego, el concepto de daño debe entenderse con 

todas sus notas características, a saber, que sea efectivo, 

evaluable económicamente e individualizado con relación a una o 

varias personas.

b). Que sea imputable a la administración pública, por ser 

efecto de su actividad administrativa irregular.

c). El nexo causal entre uno y otro, es decir, que la causa 

del daño sea la actividad de la administración pública o, en su 

acepción más amplia, del Estado.

16 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, tomo XXVII, en junio de 
2008, página 722.
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Precisado lo anterior, este tribunal llega a la convicción de 

que la responsabilidad patrimonial del Estado requiere demostrar 

que éste actúo u omitió actuar y a partir de ello, surgió o efectuó 

fuera del marco normativo que la rige, o bien, con total y absoluto 

desapego a sus reglas, lo cual, debe armonizarse bajo diversos 

principios internacionales y constitucionales, como la Convención 

de Belém do Pará, tomando en cuenta la protección de los 

derechos de la víctima. Evaluar cómo se aplicaron estos principios 

es fundamental para decidir si existió una irregularidad en la 

actuación del Estado, de ahí la importancia o relevancia de 

también juzgar con perspectiva de género, en el caso concreto.

Los principios rectores de la responsabilidad patrimonial del 

Estado —como la objetividad, la legalidad y la equidad— 

requieren considerar las pruebas aportadas, las acciones y 

omisiones de las autoridades, así como el contexto integral del 

conflicto. Tomar en cuenta el marco teórico, las denuncias de la 

víctima y los argumentos del probable agresor permitirá 

determinar si existió una actividad administrativa irregular y si los 

daños alegados cumplen con los criterios para exigir una 

indemnización. Esto garantizará que se haga justicia respetando 

los derechos humanos de todas las partes involucradas.

En conclusión, los antecedentes del caso y los argumentos 

del accionante obligan a este tribunal a realizar un análisis 

exhaustivo de los hechos, las medidas adoptadas por la UAM 

Azcapotzalco y los derechos fundamentales en juego, a fin de 

determinar si las acciones u omisiones de la universidad 

constituyeron una actividad administrativa irregular y si el actor 

tiene derecho a una indemnización. La denuncia por violación y 

los derechos de la presunta víctima son elementos contextuales 

clave para evaluar la proporcionalidad y legalidad de las medidas 

implementadas, así como el reconocimiento del derecho a la 

manifestación en los espacios públicos. 
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II. Juzgar con perspectiva de género

La obligación de las y los jueces de juzgar con perspectiva 

de género puede resumirse en su deber de impartir justicia sobre 

la base del reconocimiento de la particular situación de desventaja 

en la cual históricamente se han encontrado las mujeres -pero 

que no necesariamente está presente en cada caso-, como 

consecuencia de la construcción que socioculturalmente se ha 

desarrollado en torno a la posición y al rol que debieran asumir, 

como un corolario inevitable de su sexo. 

La importancia de este reconocimiento estriba en que de él 

surgirá la posibilidad de que quienes tengan encomendada la 

función de impartir justicia, puedan identificar las discriminaciones 

que de derecho o de hecho pueden sufrir hombres y mujeres, ya 

sea directa o indirectamente, a partir de la categoría relevante del 

género, con motivo de la aplicación del marco normativo e 

institucional mexicano. 

Dicho de otra manera, la obligación de juzgar con 

perspectiva de género exige a quienes imparten justicia que 

actúen remediando los potenciales efectos discriminatorios que el 

ordenamiento jurídico y las prácticas institucionales pueden tener 

en detrimento de las personas, principalmente de las mujeres.

En estos términos, el contenido de la obligación en comento 

puede resumirse de la siguiente forma: 

1) Aplicabilidad: es intrínseca a la labor jurisdiccional, de 

modo que no debe mediar petición de parte, la cual comprende 

obligaciones específicas en casos graves de violencia contra las 

mujeres, y se refuerza aún más en el marco de contextos de 

violencia contra éstas; y, 
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2) Metodología: exige cumplir los pasos mencionados en la 

jurisprudencia 1a./J. 22/2016 (10a.), de rubro: "ACCESO A LA 

JUSTICIA EN CONDICIONES DE IGUALDAD. ELEMENTOS 

PARA JUZGAR CON PERSPECTIVA DE GÉNERO.", que pueden 

resumirse en la necesidad de detectar posibles –mas no 

necesariamente presentes- situaciones de desequilibrio de poder 

entre las partes, como consecuencia de su género, seguida de un 

deber de cuestionar la neutralidad de las pruebas y el marco 

normativo aplicable, así como de recopilar las pruebas necesarias 

para visualizar el contexto de violencia o discriminación, y 

finalmente resolver los casos prescindiendo de cualesquiera 

cargas estereotipadas que resulten en detrimento de mujeres u 

hombres.

Las anteriores consideraciones derivan de la tesis: 1a. 

XXVII/2017 (10a.) de la Primera Sala de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, de rubro: “JUZGAR CON PERSPECTIVA 

DE GÉNERO. CONCEPTO, APLICABILIDAD Y METODOLOGÍA 

PARA CUMPLIR DICHA OBLIGACIÓN.”17

Por ende, es obligación de toda autoridad, incluyendo las 

que realizan labores jurisdiccionales que, para satisfacer los 

derechos de las personas, como es el relativo al acceso a la 

impartición de justicia, se puedan apreciar las circunstancias de 

género, en tanto que materialmente pueden cambiar la forma de 

percibir, valorar los hechos y circunstancias del caso, pues no 

utilizar la aludida metodología podría hacer que se perpetúe la 

discriminación y revictimización de la persona, en el caso, de las 

mujeres.

Se indica lo anterior, porque el caso se relaciona con una 

serie de hechos donde confluyen acusaciones de acoso, violencia 

17 Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, décima época, libro 40, marzo de 2017, 
tomo I, página: 443.
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de género y conflictos institucionales en la Universidad Autónoma 

Metropolitana (UAM), donde, inicialmente,  ****** ******** ***** 

******* denunció ser víctima de violación agravada, 

aprovechamiento de confianza, y acoso por parte de **** ******* 

***** ********* ella señaló que existió un contexto de 

vulnerabilidad derivado de la violencia sufrida y la respuesta 

insuficiente de las autoridades universitarias para garantizar su 

seguridad y acceso a la educación.

Por otro lado,  **** ******* ***** ******** , quien fuera 

estudiante y trabajador en la UAM, argumentó ser víctima de 

discriminación y daño moral como consecuencia de las medidas 

precautorias emitidas por la universidad en favor de la víctima, así 

como de publicaciones en redes sociales y declaraciones que 

afectaron su imagen y reputación.

El caso, de origen, involucra de manera directa e indirecta a 

una persona que pertenece a un grupo que histórica y 

estructuralmente ha sido discriminado, es decir, se trata de una 

mujer que, por razón de su sexo, bien pudo resentir alguna 

afectación y, por ende, ser discriminada y violentada por un 

compañero y trabajador de esa casa de estudios.

El hecho de que se trate de un caso donde exista la 

denuncia por “acoso” y “violencia género”, en perjuicio de una 

alumna, exige que se visualicen también las consecuencias y 

alcances de la decisión, pues en ésta, desde luego, también 

impactará la determinación que al respecto se tome, de modo que 

existe una obligación de exponer una justificación robusta, ya 

que esa persona pertenece a una de las categorías sospechosas 

a que hace alusión el párrafo último, del artículo 1º, de la 

Constitución.

Cierto, frente a cualquiera de las categorías sospechosas a 

que alude el artículo constitucional invocado, quienes impartimos 
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justicia, por un lado, tenemos la obligación de realizar un 

escrutinio más estricto o robusto, para que, de otorgarse la 

tutela constitucional, no se ignore el deber de velar por la 

protección de los derechos de alguna persona tercera relacionada 

de manera directa y que se ubica dentro de una categoría 

sospechosa, de tal modo que se garantice una adecuada 

protección de los derechos fundamentales de la parte quejosa y 

de la tercera, sin soslayar los vinculados con el grupo de 

referencia; y, por otro, se convierte en una primera señal de 
que en el caso será necesario corroborar la existencia o no 
de relaciones de poder y contextos de desigualdad, asimetría 
o situaciones de violencia.

Prestar atención a esas condiciones y características ayuda 

a comprender integralmente el caso y a entender las dinámicas en 

las que se desenvuelven los hechos, lo cual trascenderá en la 

determinación de los derechos en juego.

Lo anterior, desde luego, como ya se mencionó, enfocado a 

la obligación de juzgar con perspectiva de género, a efecto de 

identificar si las condiciones o características de las personas 

relacionadas con el caso influyeron en éste y en qué medida lo 

hicieron. Aunado a que ayudará a determinar si el asunto a 

resolver supone un problema aislado o, por el contrario, forma 

parte de una problemática generalizada y de carácter estructural.

Es por ello, que deviene relevante realizar un análisis del 

contexto del asunto, lo que se encuentra relacionado con los 

deberes constitucionales que tiene toda autoridad de prevenir18, 

investigar19, sancionar20 y reparar21 violaciones a derechos 

18 El deber de prevenir permite a las autoridades tener mayor capacidad para evitar la 
ocurrencia futura de hechos victimizantes que deriven de un entorno sistemático de violencia 
o desigualdad.
19 El deber de investigar se amplía con esta herramienta, en la medida en que la autoridad 
se ve obligada a considerar los hechos de un caso concreto, en función de un marco más 
amplio, el cual, incluso, puede evidenciar un patrón de comportamiento.
20 El deber de sancionar implica que el estado debe verificar si ciertos derechos humanos 
fueron vulnerados, de ser el caso, surge la necesidad y la obligación del estado de sancionar 
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humanos.

Lo expuesto no se trata afirmaciones aisladas, sino forma 

parte de pronunciamientos que la Primera Sala de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación explícitamente ha hecho, sobre la 

necesidad de estudiar el contexto en el que ocurren los hechos, 

en especial, porque a través de él en una primera aproximación, 

pueden identificarse situaciones de discriminación, violencia o 

desigualdad generalizadas.

Ejemplo de ello, es el amparo directo 29/2017, donde la 

aludida Primera Sala estableció que el contexto a analizar en un 

caso concreto donde se advierta esa necesidad, debe visualizarse 

desde dos enfoques: objetivo y subjetivo. 

El contexto objetivo se refiere al escenario generalizado 

que enfrentan ciertos grupos sociales. En el caso específico de 

las mujeres, está relacionado con “el entorno sistemático de 

opresión que […] padecen”. 

El contexto subjetivo, por su parte, se expresa mediante el 

ámbito particular de una relación o en una situación concreta que 

coloca a la persona en posición de vulnerabilidad y con la 

posibilidad de ser agredida o victimizada. Éste atiende a la 

situación específica que enfrenta la persona o personas que se 

encuentran involucradas en la controversia.

Es por ello, que lo pertinente en el presente asunto es que 

se estudie, en primer orden, el aspecto objetivo, para dar lugar, en 

un segundo momento, a examinar el escenario particular que 

a los responsables, lo que se traduce en aplicar las penas que conforme a derecho 
corresponda. Luego, en acatamiento a esta obligación, si una persona servidora pública o 
agente estatal infringe los derechos de una persona, el Estado no puede eximirlo de la 
responsabilidad jurídica personal.
21 El deber de reparar se complementa, al permitir que las reparaciones determinadas en un 
caso concreto tomen en consideración el entorno en el que se desenvuelve la víctima, así 
como sus condiciones individuales.
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enfrentan algunas mujeres, es decir, el contexto subjetivo. 

Motivo por el cual, el desarrollo temático del presente 

apartado se efectuará en diversos subapartados, con el propósito 

de apreciar si existe una situación de vulnerabilidad o una relación 

asimétrica.

En efecto, la perspectiva de género es fundamental en este 

caso debido al contexto de desventaja histórica que enfrentan las 

mujeres, especialmente en situaciones de violencia, en tanto que, 

bajo este panorama, es decir, de no apreciarlo, se correría el 

riesgo de revictimizar y la perpetuación de desigualdades 

estructurales.

No se desconoce que  **** ******* ***** ******** es el 

promovente del juicio de amparo, y el enfoque parecería centrarse 

en su supuesta afectación, sin embargo, la perspectiva de género 

no debe entenderse como una herramienta parcial, sino como un 

método para equilibrar las relaciones de poder y eliminar cualquier 

discriminación, ya sea hacia mujeres u hombres. 

De este modo, se asegura que las medidas tomadas por las 

instituciones no contribuyan a generar o perpetuar desigualdades 

de género, mientras se evalúa la legitimidad de las reclamaciones 

de ambas partes.

Esto es, juzgar con perspectiva de género implica identificar 

si las acciones de la UAM respondieron a sus obligaciones legales 

para proteger a  ****** ******** ***** ******* como víctima de 

violencia de género, y si las que ejerció en el espacio público son 

permisibles o debían prohibirse por parte de la institución 

educativa, lo que obliga a cuestionar la neutralidad de las 

pruebas, analizar el contexto de violencia denunciado y resolver 

sin recurrir a estereotipos.
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En conclusión, abordar este caso con perspectiva de género 

permitirá que este tribunal valore adecuadamente la interacción 

entre los derechos de dichas partes, apreciando las 

desigualdades estructurales subyacentes y garantizando una 

resolución justa, sin revictimización ni privilegios basados en el 

género.

I.1 Contexto objetivo

I.1.1 El derecho humano de la mujer a una vida libre de 

violencia y discriminación

La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, en el amparo en revisión 554/2013 (caso Mariana Lima 

Buendía)22, precisó que este derecho deriva expresamente de las 

obligaciones del Estado de conformidad con los artículos 1° y 4°, 

párrafo primero, constitucionales y en su fuente convencional en 

los artículos 2 º, 6 º y 7º de la Convención Interamericana para 

Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer (en 

adelante “Convención Belém do Pará), así como en el artículo 16, 

de la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de 

Discriminación en contra de la Mujer, puesto que dichos 

instrumentos reconocen la igualdad de la mujer ante la ley y el 

deber de toda autoridad de evitar el trato discriminatorio por 

motivos de género.

Explicó que el derecho humano de las mujeres a una vida 

libre de violencia y discriminación es un ejemplo claro de cómo a 

nivel interno e internacional se ha desarrollado, de manera 

evolutiva, el contenido y alcance de dicho derecho a través –por 

un lado– de tratados, constituciones y leyes, así como –por otro– 

por medio de la interpretación que de dicho derecho han hecho 

22 Suprema Corte de Justicia de la Nación, Primera Sala, Amparo en Revisión 554/2013, 
Ministro Ponente Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, sesión correspondiente al 25 de marzo de 
2015.
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los tribunales constitucionales e internacionales.

Afirmó que los estándares en relación con el derecho de las 

mujeres a una vida libre de violencia son claros en establecer que 

las autoridades estatales no sólo deben condenar toda forma de 

discriminación basada en el género, sino también están obligadas 

a tomar medidas concretas para lograrlo, tales como consagrar la 

igualdad de género y de sexo en sus normas, y abolir todas 

aquellas leyes, costumbres y prácticas que redunden en acciones 

discriminatorias contra las mujeres.

Destacó que para lograr lo anterior, las autoridades deben 

adoptar, en todas sus políticas y actos, una herramienta como 

método para detectar y eliminar las barreras u obstáculos que 

discriminan a las personas por condición de género, a la cual se le 

denomina perspectiva de género.

Asimismo, la Primera Sala del Alto Tribunal del País, en el 

caso “Mariana Lima”, indicó que la Corte Interamericana de 

Derechos Humanos destacó que, en los casos de violencia contra 

las mujeres, las autoridades estatales deben adoptar medidas 
integrales para cumplir con la debida diligencia. Estas 

medidas incluyen: a) un adecuado marco jurídico de protección, b) 

una aplicación efectiva éste; y c) políticas de prevención y 

prácticas para actuar eficazmente ante las denuncias, de manera 

que, incumplir con esa obligación desde los órganos 

investigadores y las y los impartidores de justicia, puede 

condicionar el acceso a la justicia de las mujeres por invisibilizar 

su situación particular.

I.1.2 Violencia de género

En el año de mil novecientos noventa y dos, el Comité para 

la Eliminación de la Discriminación de la Mujer (Comité CEDAW, 
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por sus siglas en inglés) reconoció el vínculo entre discriminación 

y violencia contra las mujeres en la recomendación general 1923. 

Al respecto, señaló que la violencia contra las mujeres es 

una forma de discriminación dirigida contra éstas por su condición 

de ser mujer y que les afecta de manera desproporcionada. Esta 

violencia inhibe gravemente la capacidad de la mujer para 

disfrutar de los derechos y las libertades en un plano de igualdad 

con los hombres.

En la referida observación general, se destaca que es el 

artículo 1º, de la Convención para la Eliminación de Todas las 

Formas de Discriminación contra la Mujer el que define la 

discriminación contra la mujer, conceptualización que incluye la 

violencia basada en el sexo, es decir, la violencia dirigida contra la 

mujer porque es mujer o que la afecta en forma 

desproporcionada. 

En dicha violencia, explica la observación general en 

comento, se incluyen actos que infligen daño o sufrimiento de 

índole física, mental o sexual, las amenazas de esos actos, la 

coacción y otras formas de privación de la libertad. 

La violencia contra la mujer, explica el Comité CEDAW, 

menoscaba o anula el goce de la mujer en sus derechos humanos 

y libertades fundamentales, lo que constituye una forma de 

discriminación. 

Asimismo, la Convención “Belém Do Pará”, en su artículo 

primero, indica que la violencia contra la mujer es “cualquier 

acción o conducta, basada en su género, que cause muerte, daño 

23 Naciones Unidas, Comité de CEDAW, Recomendación General 19: La violencia contra la 
mujer, 11° período de sesiones, HRI/GEN/1/REV.1, 1992, consultable en: Recomendación 
general No. 19 del Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer: la 
Violencia contra la Mujer, 1992 (violenciagenero.org) 
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o sufrimiento físico, sexual o psicológico, tanto en el ámbito 

público como en el privado”. En el artículo segundo del tratado, 

añade que la violencia contra la mujer incluye la violencia física, 

sexual y psicológica y tiene lugar en la comunidad y puede ser 

perpetrada por cualquier persona y comprende, entre otros actos 

de violación, abuso sexual, tortura, trata de personas, prostitución 

forzada, secuestro y acoso sexual en el lugar de trabajo, así 
como en instituciones educativas, establecimientos de salud o 

cualquier otro lugar24.

En el ámbito nacional, el artículo 5, fracción IV, de la Ley 

General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia 

indica que la violencia contra las mujeres es cualquier acción u 

omisión, basada en su género, que les cause daño o sufrimiento 

psicológico, físico, patrimonial, económico, sexual o la muerte, 

tanto en el ámbito privado como en el público.

Entre los diferentes tipos de violencia que pueden 

expresarse, de conformidad con el artículo 6º, de la Ley General 

de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, se 

encuentran la psicológica, física, patrimonial, económica, sexual o 

cualquier otra que de forma análoga lesione o sea susceptible de 

dañar la integridad o libertad de las mujeres.

Por otro lado, los efectos de la violencia son diversos ya que 

las mujeres maltratadas pueden presentar depresión, baja 

autoestima, inseguridad, una vida en aislamiento, lo que implica 

que ellas mismas o por su dificultad de comunicarse con los 

demás, han roto sus redes sociales, lo que les provoca una 

sensación de soledad e indefensión25. 

24 Cfr. Suprema Corte de Justicia de la Nación, Primera Sala, Amparo Directo en Revisión 
6181/2016, Ministro Ponente: Arturo Zaldívar Lelo De Larrea, Ciudad de México, 7 de marzo 
de 2018, p. 21.
25 Ibidem, p.25.
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Asimismo, viven con miedo constante de quienes les 

agreden. Ese sentimiento generalmente se funda en diversas 

amenazas y manipulaciones y en las experiencias de violencia 

que han vivido. Las mujeres maltratadas también presentan 

depresión, que se manifiesta en la pérdida del sentido de la vida y 

en tristeza26. 

Es habitual que las víctimas de violencia se sientan 

avergonzadas de lo que les ocurre, por lo tanto, guardan silencio 

acerca de su situación. Asimismo, tienen sentimientos de culpa, 

ya que asumen que la situación que viven es responsabilidad de 

ellas y piensan que merecen ser maltratadas. Además, un alto 

porcentaje de mujeres que viven en contextos de violencia, tienen 

estrés postraumático, lo cual explica la sensación de terror y 

amenaza constante, inclusive sin que se esté suscitando un 

episodio de agresión27.

En conclusión, la violencia afecta los derechos de las 
mujeres que la sufren y todos los ámbitos de su vida. En 

particular, la violencia de género en espacios escolares limita el 
acceso de oportunidades y el desarrollo profesional de las 
víctimas, lo que incluso llega a generar que deserten en sus 
estudios. 

I.1.3 Espacios o ámbitos en los puede existir violencia

El Protocolo para Juzgar con Perspectiva de Género de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación menciona que los tipos de 

violencia pueden presentarse en diversos espacios o ámbitos. 

Entre los distintos espacios donde se puede generar, en lo que 

aquí interesa, refiere el escolar y docente, así como a la violencia 

26 Ibidem.
27 Ibidem, p.p. 25 y 26.
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digital o reproducida a través de tecnologías de la información28.

Respecto de la escolar y docente, señala que ocurre:

“…En el espacio educativo se presentan acciones u omisiones 
entre las personas de la comunidad escolar, o sea, entre las 
personas que comparten una relación de carácter escolar 
(estudiantes) o docente (personal administrativo y plantilla de 
profesoras y profesores). La violencia puede ocurrir dentro o en 
los alrededores del plantel escolar, así como mediante el uso de 
tecnologías de la información, puesto que el vínculo se establece 
a partir de la relación entre las personas involucradas. Algunos 
de los ejemplos son el bullying o acoso escolar, peleas entre el 
alumnado, malos tratos del alumnado a la planta docente o 
viceversa, pedir favores sexuales a cambio de calificaciones 
aprobatorias, difusión de rumores o contenido sexual privado sin 
consentimiento, etcétera.”29

En relación con la violencia digital o reproducida a través de 

tecnologías de la información, consigna que:

“…El común denominador de este tipo de violencia es que se 
ejerce a través de las tecnologías de información, las cuales 
fungen como una herramienta y replican la violencia que sucede 
en otros espacios u ámbitos físicos. No es necesariamente un 
tipo de violencia nueva, sino que comprende conductas que 
suceden en otros ámbitos y no debe darse un trato diferenciado 
solamente por el medio empleado. Algunos ejemplos de los 
medios que pueden utilizarse son: redes sociales, servicios de 
mensajería instantánea, correo electrónico, sitios y páginas web, 
y cualquier otro servicio de programas o sistemas 
computacionales. Entre las conductas que pueden suscitarse se 
encuentran: difundir datos personales e información privada sin 
consentimiento de quien es titular, difundir y comercializar 
contenido sexual privado sin consentimiento de la persona que 
aparece en el material, amenazar, acosar, acechar, intimidar, 
difundir información falsa de una persona, etcétera. Las víctimas 
pueden sufrir afectaciones de carácter psicológico, económico, 
sexual, entre otros…”30

La violencia contra la mujer, debido a su género, puede 

desarrollarse en múltiples espacios, como es el educativo, como 

resultado de acciones u omisiones entre personas de la 

comunidad escolar, como puede ser el alumnado y el 

profesorado, así como mediante el uso de tecnologías de la 

28 Dirección General de Derechos Humanos, Suprema Corte de Justicia de la Nación 
(SCJN), “Protocolo para Juzgar con Perspectiva de Género “, Ciudad de México, México, 
2020, p. 72, consultable en: https://www.scjn.gob.mx/derechos-
humanos/sites/default/files/protocolos/archivos/2020-
11/Protocolo%20para%20juzgar%20con%20perspectiva%20de%20g%C3%A9nero%20%28
191120%29.pdf 
29 Ibidem, p.74.
30 Ibidem, p.76.
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información, puesto que el vínculo se establece a partir de la 

relación entre las personas involucradas, como son las redes 

sociales, servicios de mensajería instantánea, correo electrónico, 

sitios y páginas web, y cualquier otro servicio de programas o 

sistemas computacionales. 

Las conductas que pueden desarrollarse, por decir algunas, 

pueden consistir en difundir datos personales e información 

privada, sin consentimiento de quien es titular, difundir y 

comercializar contenido sexual privado, sin consentimiento de la 

persona que aparece en el material, amenazar, acosar, acechar, 

intimidar, difundir información falsa de una persona, etcétera. 

La violencia contra la mujer, por razón de género, no es un 

acto aislado, por el contrario, se encuentra reproducido de 

diversas maneras y en distintos espacios. No obstante, las 

consecuencias que produce afectan de manera desproporcionada 

los derechos de igualdad, no discriminación y de acceso a una 

vida libre de violencia.

Por lo que resulta necesario detectar, apreciar y destacar las 

situaciones de desequilibrio en que viven las mujeres estudiantes, 

como consecuencia de su género; para ello, puede acudirse a la 

información que el propio Estado tiene a su disposición.

I.1.4 Escenario generalizado sobre violencia contra la mujer 

en espacios escolares

En el año de dos mil veintidós, el Instituto Nacional de 

Estadística y Geografía (en adelante INEGI) emitió la Encuesta 

Nacional sobre la Dinámica de las Relaciones en los Hogares (en 

adelante ENDIREH 2021), respecto de la “Violencia contra las 
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mujeres en México”31.

Este documento es relevante pues, como en él se indica, 

constituye el principal referente sobre la situación de la violencia 

que viven las mujeres en nuestro país. Lo anterior, le posiciona 

como un insumo central para el diseño, seguimiento y evaluación 

de políticas públicas orientadas a prevenir, atender, sancionar y 

erradicar la violencia contra las mujeres, en tanto que proporciona 

diversa información de los tipos de violencias que experimentaron 

y en qué ámbitos ocurren.

Veamos, la población en México asciende a ciento veintiséis 

millones de personas −aproximadamente−, de las cuales sesenta 

y cuatro millones quinientos mil son mujeres (51.2%) y sesenta y 

cinco millones quinientos mil son hombres (48.8%). Del total de 

mujeres, 75.5% tiene quince años y más32. 

La Ciudad de México, sitio donde se localiza la UAM 

Azcapotzalco, es la entidad con mayor índice de registro de 

violencia contra las mujeres de quince años y más que la han 

experimentado durante su vida33, según los registros de dos mil 

veintiuno, equivalente al 76.2%, lo que no es alejado a los 

registros correspondientes al año de dos mil dieciséis, que tenía el 

nada honroso primer lugar.34

31 La información referida, que es apreciada en la página electrónica del Instituto Nacional de 
Estadística y Geografía (INEGI) se invoca como hecho notorio, de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 88, del Código Federal de Procedimientos Civiles y, en términos de 
la tesis aislada I.3o.C.35 K (10a.), emitida por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil 
del Primer Circuito, cuyo criterio se comparte, de rubro: “HECHO NOTORIO. LO 
CONSTITUYEN LOS DATOS QUE APARECEN EN LAS PÁGINAS ELECTRÓNICAS 
OFICIALES QUE LOS ÓRGANOS DE GOBIERNO UTILIZAN PARA PONER A 
DISPOSICIÓN DEL PÚBLICO, ENTRE OTROS SERVICIOS, LA DESCRIPCIÓN DE SUS 
PLAZAS, EL DIRECTORIO DE SUS EMPLEADOS O EL ESTADO QUE GUARDAN SUS 
EXPEDIENTES Y, POR ELLO, ES VÁLIDO QUE SE INVOQUEN DE OFICIO PARA 
RESOLVER UN ASUNTO EN PARTICULAR.”
32 INEGI. Censo de Población y Vivienda, 2020. INEGI. Violencia Contra las Mujeres en 
México. Encuesta Nacional sobre la Dinámica de las Relaciones en los Hogares, ENDIREH 
2022, composición por edad y sexo, p. 5., consultable en: 
https://www.inegi.org.mx/contenidos/programas/endireh/2021/doc/nacional_resultados.pdf 
33 Se refiere al cálculo de la prevalencia de violencia contra las mujeres definida como el 
porcentaje de mujeres de 15 años y más que experimentaron una o más situaciones de 
violencia en un momento específico o durante un periodo de tiempo determinado.
34 Op. cit. INEGI. Censo de Población y Vivienda, 2020, nota 28, p. 7.
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En México, 70.1% de las mujeres de quince años y más han 

vivido algún tipo de violencia al menos una vez en su vida y el 

42.8% experimentó violencia en los doce meses previos al 

levantamiento de la citada encuesta, en el año de dos mil 

veintiuno.

Los tipos de violencia que viven las mujeres de quince a 

veinticuatro años y con escolaridad superior, que por regla 

general son las mujeres que cursan el nivel superior (licenciatura), 

presentan los siguientes datos35:

Tipos de violencia

Total Psicológica Física Sexual Económica 
patrimonial 
y/o 
discriminación

  E
da

d 

15-24 años 74.6% 55.3% 32.4% 60.4% 19.5%

  E
sc

ol
ar

id
ad

 

Educación 
superior

78.7 59.0% 32.7% 67.7% 27.3%

La información de referencia evidencia que el 74% de las 

mujeres de quince a veinticuatro años, a lo largo de su vida, han 

experimentado por parte de cualquier persona actos de violencia, 

situación que increíblemente se magnifica en un 78.7% respecto 

de mujeres con educación superior, pero especialmente resulta 

devastador y preocupante que la violencia sexual oscile en un 

67.7%. Es decir, se trata de un tipo de violencia existente y 

desgraciadamente invisibilizada, en tanto que normalmente en 

esta clase de atropellos no existen pruebas plenas toda vez que 

se gestan y consuman en los espacios privados, donde 

mayormente no existen testigos en cuanto a su consumación. 

35 Ibidem, p. 10.
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Según los espacios en que ocurre la violencia, aunque son 

áreas donde se crea, gesta o produce conocimiento, los centros 

educativos, per se, no constituyen lugares seguros para las 

mujeres. En el ámbito escolar36 el 32.3% de las mujeres de quince 

años y más, a lo largo de su vida escolar, refirieron que sufrieron 

violencia y, un 20.2% en los últimos doce meses anteriores al año 

de dos mil veintiuno, manifestaron que fueron víctimas de ella37. 

La violencia contra las mujeres en las escuelas presenta 

diversos tipos: puede ser psicológica, física y sexual; de acuerdo 

con los datos y el tipo de personas agresoras, la ENDIREH 

202138, presenta la siguiente información:

*La imagen es propiedad del INEGI. Se invoca con fines ilustrativos 
dentro de la presente ejecutoria. Este tribunal no participó en su 
elaboración. 

SIN TEXTO

36 “Violencia en el ámbito escolar: Se ejerce por las personas que tienen un vínculo 
docente o análogo con la víctima, independientemente de la relación jerárquica, consistente 
en un acto o una omisión en abuso de poder que daña la autoestima, salud, integridad, 
libertad y seguridad de la víctima, e impide su desarrollo y atenta contra la igualdad.” (INEGI. 
Censo de Población y Vivienda, 2020. INEGI. Violencia Contra las Mujeres en México. 
Encuesta Nacional sobre la Dinámica de las Relaciones en los Hogares, ENDIREH 2022, 
composición por edad y sexo, p. 32).
37 Ibidem, p.11.
38 Ibidem, p. 12.
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*La imagen es propiedad del INEGI. Se invoca con fines ilustrativos 
dentro de la presente ejecutoria. Este tribunal no participó en su 
elaboración. 

En ese sentido, la violencia a lo largo de la vida escolar de 

las mujeres, en un 43.4%, fue propiciada por un compañero y en 

el último año anterior a la elaboración de la ENDIREH 2021, se 

reportó un aumento en un 46.2%, lo que permite considerar que 

uno de los principales agentes de violencia dentro de los centros 

educativos son los propios compañeros. 

Un elemento alarmante, es que las mujeres víctimas de 

violencia, cuando se trata de buscar ayuda, apoyo, atención y 

denuncia ante situaciones de violencia en los espacios escolares, 

de conformidad con la ENDIREH 2021, en un 91.2% no 
denunciaron ni solicitaron ayuda, siendo sólo un 8.8% 
quienes sí lo hicieron39. 

Según la encuesta de referencia, el principal motivo por el 

cual las mujeres que han experimentado violencia física o sexual, 

en el ámbito escolar, no denuncian, fue “Porque se trató de algo 

39 Ibidem, p. 18.
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sin importancia que no le afectó”40.

I.1.5 Violencia por razones de género en la UAM

El primer informe sobre violencia por razones de género y 

discriminación en la UAM, fue formulado con motivo de que en 

diciembre de dos mil veinte, el cuerpo académico de dicha 

institución aprobó las Políticas Transversales para Erradicar la 

Violencia por Razones de Género41, donde se expresó, “…de 

manera abierta la necesidad de incorporar en forma transversal la 

perspectiva de género: en la Legislación Universitaria, en las 

políticas, lineamientos, instructivos, acuerdos, protocolos, códigos 

de ética, planes y programas de estudio, programas y proyectos 

de investigación y, en general, en todos los ámbitos y 

competencias de los órganos e instancias de apoyo; así como en 

las prácticas socioculturales de la comunidad universitaria…” 

Asimismo, en el citado informe, la universidad destaca que 

de los datos recabados “…permiten mostrar cómo en la UAM la 

violencia por razones de género es un problema que afecta 
especialmente al estudiantado y de manera particular a las 
mujeres, causando malestar durante su estancia en las 

instalaciones universitarias, complicaciones en el aprendizaje y 

afectaciones a la salud integral de la población que la 

experimenta.”42

Y, reconoce, de manera particular que “…gracias a los 

movimientos de mujeres jóvenes y colectivas feministas se ha 

logrado visibilizar y posicionar a la violencia por razones de 

género en el ámbito universitario, principalmente la violencia de 

40 Ídem.
41 Defensoría de los Derechos Universitarios, Universidad Autónoma Metropolitana, “Primer 
informe sobre violencia por razones de género y discriminación en la UAM”, febrero de 2022, 
Ciudad de México, ISBN: 978-607-28-2458-4, p. 15, disponible en: 
https://defensoria.uam.mx/wp-content/uploads/PRIMER-INFORME-SOBRE-VIOLENCIA-
FINAL.pdf 
42 Ibidem, p. 19.
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tipo sexual. Dichos movimientos han exigido a las universidades, 

en particular a la UAM, reconocer esta violencia y generar 

políticas y lineamientos para su prevención, atención, sanción y 

erradicación.”43

En el análisis de los datos, se aprecia la prevalencia de la 

violencia por razones de género en la UAM, destacando que, del 

conjunto de participantes, el 24.6% mencionó nunca haberla 

experimentado, mientras que el 75.4% ha vivido violencia por 

razones de género al menos una vez en el ámbito universitario44. 

Asimismo, destaca que el mayor porcentaje de violencia por 

razones de género se presentó entre el ex alumnado (93.2%), en 

tanto que, en los otros grupos, entre el 74% y el 79% refirió haber 

experimentado algún tipo de violencia en una o más ocasiones.45 

En relación con el tipo de violencias, el informe subraya que 

en lo que toca a la psicológica, las manifestaciones más 

frecuentemente reportadas fueron insultos, devaluación, burlas, 

apodos, ofensas y descalificación (con un 46.4%), y haber 

recibido comentarios desagradables sobre su cuerpo (en un 

34.2%)46; en cuanto a la física, el porcentaje más alto registrado 

fue que les han golpeado jugando, pellizcado, arañado, empujado 

o jaloneado con 34.3%, mientras que a 13.8% les habían lanzado 

objetos, jalado el cabello, pateado, o golpeado con las manos o 

con el puño47.

Por cuanto hace a la violencia sexual se destacó que se 

redactaron diversos reactivos, entre ellos, los siguientes: “1) Te ha 

citado innecesariamente en una oficina, un laboratorio o un salón 

de clases para hacerte propuestas de tipo sexual; 2) Te ha 

forzado a establecer una relación de tipo sexual a cambio de 

43 Ibidem, p. 20.
44 Ibidem, p. 40.
45 Ibidem, pp. 40 y 41.
46 Ibidem, p. 42.
47 Ibidem, pp. 44 y 45.
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favores académicos, laborales o económicos; 3) Se te ha 

acercado excesivamente, te ha besado, abrazado o te ha tocado 

en una forma que te hace sentir incómoda(o) hecho comentarios 

obscenos o piropos que te han hecho sentir incómoda(o); 5) Ha 

dicho en tu presencia chistes de contenido sexual sobre las 

mujeres o sobre personas de la diversidad sexual; 6) Te ha 

amenazado con reprobarte o despedirte si no aceptas tener 

relaciones sexuales con él(ella); 7) Te ha forzado físicamente para 

tener re relaciones sexuales con él(ella); 8) Te ha presionado para 

aceptar invitaciones de carácter sexual fuera o dentro de los 

espacios universitarios; 9) El lugar donde te ha citado para la 

entrega de una calificación o para tratar asuntos académicos o la 

borales no es adecuado y tiene fotografías o carteles de mujeres 

en posiciones eróticas o sugerentes.”48

Al respecto, la violencia mayormente reportada por las 

personas encuestadas está relacionada con los chistes de 

contenido sexual dirigidos a las mujeres o sobre las personas de 

la comunidad de la diversidad sexual (en un 46.6%). Por su parte, 

un 33% reportó haber recibido comentarios obscenos o piropos 

que les habían incomodado, mientras que el 28.9% indicó 

haberse sentido incómoda o incomodo cuando alguien se le 

acercó excesivamente, le besaron, abrazaron o tocaron. 

Asimismo, un 9.1% de las personas encuestadas habían sido 

presionadas para aceptar invitaciones de carácter sexual, fuera o 

dentro de los espacios universitarios, y un porcentaje igual habían 

sido citadas en una oficina, laboratorio o salón para hacerles 

propuestas de índole sexual49.

En suma, el informe sobre violencia por razones de género y 

discriminación en la UAM revela un problema estructural y 

profundamente arraigado en la vida universitaria, que afecta de 

48 Ibidem, pp. 45 y 46.
49 Ibidem, p.46.
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manera desproporcionada a las mujeres y, en general, al 

estudiantado. Los datos presentados destacan la alta prevalencia 

de diferentes tipos de violencia —psicológica, física y sexual— 

dentro de la comunidad universitaria, lo cual genera impactos 

negativos en el bienestar, el aprendizaje y la salud integral de 

quienes la experimentan.

Es preocupante que el 75.4% de las personas encuestadas 

hayan reportado haber vivido al menos una vez algún tipo de 

violencia de género en el ámbito universitario, con 

manifestaciones tan graves como insultos, comentarios obscenos, 

tocamientos no deseados, presiones sexuales y agresiones 

físicas. La exposición de estas cifras son resultado, como lo 

reconoce el documento, de los movimientos de mujeres jóvenes y 

colectivas feministas, que denunciaron y decidieron visibilizar esta 

problemática y luchar por hacer efectivos sus derechos 

fundamentales. 

I.1.6 Derechos humanos y la obligación de los Estados en su 

protección, especialmente cuando se trate de violencia de 

género

La tutela de los derechos humanos y la correlativa 

obligación de todas las autoridades del Estado de protegerlos, a 

partir de una óptica de igualdad y no discriminación, parte de lo 

estatuido en los artículos 1, párrafos primero, segundo y tercero, y 

4, párrafo primero, de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos.

En el precepto aludido de manera inicial en el párrafo que 

antecede, se establece que todas las personas gozarán de los 

derechos humanos reconocidos tanto en dicho ordenamiento 

legal, como en los tratados internacionales de los que el Estado 
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Mexicano sea parte; además, hace énfasis en que se debe 

garantizar su protección, cuyo ejercicio no podrá restringirse ni 

suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones que se 

establecen en la propia Carta Marga.

Asimismo, se instruye que la normatividad relativa a los 

derechos fundamentales, se debe interpretar de conformidad con 

la Constitución y con los tratados internacionales de la materia 

que se trate, favoreciendo en todo momento la protección más 

amplia para las personas.

Por tanto, se constriñe a todas las autoridades del Estado 

Mexicano para que, en el ámbito de sus competencias, 

promuevan, respeten, protejan y garanticen los derechos 

humanos en observancia de los principios de universalidad, 

interdependencia, indivisibilidad y progresividad; por ende, se les 

sujeta a prevenir, investigar, sancionar y reparar las violaciones a 

los derechos humanos, conforme a lo que se dispone en la propia 

Constitución.

A partir de lo anterior, es relevante tener en cuenta que la 

Constitución Federal no sólo otorga facultades a todas las 
autoridades del Estado Mexicano para proteger los derechos 

fundamentales de las personas sujetas a su jurisdicción, sino que 

quedan obligadas a promoverlos, respetarlos, protegerlos y 

garantizarlos.

Por su parte, el artículo 4, primer párrafo, de la Constitución 

Federal, dispone que se debe garantizar entre el hombre y la 

mujer un trato de igualdad y sin discriminación ante la Ley; 

aspecto que guarda congruencia con lo que se dispone en el 

Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, en los 
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artículos 350 y 2651.

En ese orden, en los numerales 152, 253 y 3254, de la 

Convención Americana Sobre Derechos Humanos “Pacto San 

José”, se sujeta a los Estados que forman parte, a respetar y 

garantizar el libre y pleno ejercicio de las libertades y derechos de 

toda persona que esté sujeta a su jurisdicción, lo cual se debe 

llevar a cabo sin discriminación; además, prevé que, en caso de 

que tal aspecto no estuviera garantizado por ordenamientos de 

carácter legislativo u otros, entonces se deben adoptar las 

medidas necesarias para hacerlos efectivos. 

Por su parte, en dichos numerales, también se establecen 

los deberes de las personas gobernadas, los cuales se dirigen a 

la familia, la comunidad y la humanidad y, se precisa que los 

derechos de cada individuo están limitados frente a los de los 

demás, por la seguridad de todos y por las justas exigencias del 

bien común en una sociedad democrática.

50 “Artículo 3
Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a garantizar a hombres y mujeres 
la igualdad en el goce de todos los derechos civiles y políticos enunciados en el presente 
Pacto.”

51 “Artículo 26 
Todas las personas son iguales ante la ley y tienen derecho sin discriminación a igual 
protección de la ley. A este respecto, la ley prohibirá toda discriminación y garantizará a 
todas las personas protección igual y efectiva contra cualquier discriminación por motivos de 
raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier índole, origen nacional o 
social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social.”

52 “Artículo 1. Obligación de Respetar los Derechos
1. Los Estados Partes en esta Convención se comprometen a respetar los derechos y 
libertades reconocidos en ella y a garantizar su libre y pleno ejercicio a toda persona que 
esté sujeta a su jurisdicción, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, 
idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier otra índole, origen nacional o social, 
posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social.
2. Para los efectos de esta Convención, persona es todo ser humano.”

53 “Artículo 2. Deber de Adoptar Disposiciones de Derecho Interno
Si el ejercicio de los derechos y libertades mencionados en el artículo 1 no estuviere ya 
garantizado por disposiciones legislativas o de otro carácter, los Estados partes se 
comprometen a adoptar, con arreglo a sus procedimientos constitucionales y a las 
disposiciones de esta Convención, las medidas legislativas o de otro carácter que fueren 
necesarias para hacer efectivos tales derechos y libertades.”

54 “Artículo 32. Correlación entre Deberes y Derechos
1. Toda persona tiene deberes para con la familia, la comunidad y la humanidad.
2. Los derechos de cada persona están limitados por los derechos de los demás, por la 
seguridad de todos y por las justas exigencias del bien común, en una sociedad 
democrática.”
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En el tema particular relativo a la violencia contra la mujer, 
los artículos 155, 256, 357, 558, fracciones IV, V, VI, VII, y VIII, 6, 

fracciones I y V59, 1360, 27, párrafo primero61, 2862, 2963, 3064, 3165, 

55 “Artículo 1.- La presente ley tiene por objeto establecer la coordinación entre la 
Federación, las entidades federativas, las demarcaciones territoriales de la Ciudad de 
México y los municipios para prevenir, sancionar y erradicar las violencias contra las 
mujeres, adolescentes y niñas, así como los principios y mecanismos para el pleno acceso a 
una vida libre de violencias, así como para garantizar el goce y ejercicio de sus derechos 
humanos y fortalecer el régimen democrático establecido en la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos.
Las disposiciones de esta ley son de orden público, interés social y de observancia general 
en la República Mexicana.”

56 “Artículo 2.- La Federación, las entidades federativas, las demarcaciones territoriales de 
la Ciudad de México y los municipios, en el ámbito de sus respectivas competencias 
expedirán las normas legales y tomarán las medidas presupuestales y administrativas 
correspondientes, para garantizar el derecho de las mujeres a una vida libre de violencia, de 
conformidad con los Tratados Internacionales en Materia de Derechos Humanos de las 
Mujeres, ratificados por el Estado mexicano. 
La Federación, las entidades federativas, las demarcaciones territoriales de la Ciudad de 
México y los municipios deberán instrumentar las medidas presupuestales y administrativas 
necesarias y suficientes de carácter extraordinario para hacer frente a la Alerta de Violencia 
de Género contra las mujeres.
La Federación y las entidades federativas deberán contar con fiscalías especializadas para 
atender los delitos contra las mujeres y Centros de Justicia para las Mujeres.”

57 “Artículo 3.- Todas las medidas que se deriven de la presente ley, garantizarán la 
prevención, la atención, la sanción y la erradicación de todos los tipos de violencia contra las 
mujeres durante su ciclo de vida y para promover su desarrollo integral y su plena 
participación en todas las esferas de la vida.”

58 “Artículo 5.- Para los efectos de la presente ley se entenderá por:
[…]
IV. Violencia contra las Mujeres: Cualquier acción u omisión, basada en su género, que les 
cause daño o sufrimiento psicológico, físico, patrimonial, económico, sexual o la muerte tanto 
en el ámbito privado como en el público; 

V. Modalidades de Violencia: Las formas, manifestaciones o los ámbitos de ocurrencia en 
que se presenta la violencia contra las mujeres; 
VI. Víctima: La mujer de cualquier edad a quien se le inflige cualquier tipo de violencia; 
VII. Agresor: La persona que inflige cualquier tipo de violencia contra las mujeres; 
VIII. Derechos Humanos de las Mujeres: Refiere a los derechos que son parte inalienable, 
integrante e indivisible de los derechos humanos universales contenidos en la Convención 
sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer (CEDAW), la 
Convención sobre los Derechos de la Niñez, la Convención sobre los Derechos de las 
Personas con Discapacidad, la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y 
Erradicar la Violencia contra la Mujer (Belem do Pará) y demás instrumentos internacionales 
en la materia;
[…]”

59 “Artículo 6. Los tipos de violencia contra las mujeres son:
I. La violencia psicológica. Es cualquier acto u omisión que dañe la estabilidad psicológica, 
que puede consistir en: negligencia, abandono, descuido reiterado, celotipia, insultos, 
humillaciones, devaluación, marginación, indiferencia, infidelidad, comparaciones 
destructivas, rechazo, restricción a la autodeterminación y amenazas, las cuales conllevan a 
la víctima a la depresión, al aislamiento, a la devaluación de su autoestima e incluso al 
suicidio;
[…]
V. La violencia sexual.- Es cualquier acto que degrada o daña el cuerpo y/o la sexualidad de 
la víctima y que por tanto atenta contra su libertad, dignidad e integridad física. Es una 
expresión de abuso de poder, que se puede dar en el espacio público o privado, que implica 
la supremacía masculina sobre la mujer, al denigrarla y concebirla como objeto, y
[…]”
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3266, 3367, 3468, 34 Bis69 y 34 Ter, fracciones IX, XVI y XVII70, 34 

60 “Artículo 13.- El hostigamiento sexual es el ejercicio del poder, en una relación de 
subordinación real de la víctima frente al agresor en los ámbitos laboral y/o escolar. Se 
expresa en conductas verbales, físicas o ambas, relacionadas con la sexualidad de 
connotación lasciva.
El acoso sexual es una forma de violencia en la que, si bien no existe la subordinación, hay 
un ejercicio abusivo de poder que conlleva a un estado de indefensión y de riesgo para la 
víctima, independientemente de que se realice en uno o varios eventos.”

61 “Artículo 27.- Las órdenes de protección: Son actos de urgente aplicación en función del 
interés superior de la víctima, son fundamentalmente precautorias y cautelares, deberán 
otorgarse de oficio o a petición de parte, por las autoridades administrativas, el Ministerio 
Público o por los órganos jurisdiccionales competentes, en el momento en que tengan 
conocimiento del hecho de violencia presuntamente constitutivo de un delito o infracción, que 
ponga en riesgo la integridad, la libertad o la vida de las mujeres o niñas, evitando en todo 
momento que la persona agresora, directamente o a través de algún tercero, tenga contacto 
de cualquier tipo o medio con la víctima.

[…]”
62 “Artículo 28.- Las órdenes de protección que consagra la presente ley son personalísimas 
e intransferibles y podrán ser: 
I. Administrativas: que son emitidas por el Ministerio Público y las autoridades 
administrativas, y 
II. De naturaleza jurisdiccional: que son las emitidas por los órganos encargados de la 
administración de justicia.
Las órdenes de protección tendrán una duración de hasta 60 días, prorrogables por 30 días 
más o por el tiempo que dure la investigación o prolongarse hasta que cese la situación de 
riesgo para la víctima. 
Deberán expedirse de manera inmediata o a más tardar dentro de las 4 horas siguientes al 
conocimiento de los hechos que las generan.”

63 “Artículo 29. Quien en ejercicio de funciones públicas tenga conocimiento de la probable 
existencia de un hecho que la ley señale como delito en contra de una mujer o una niña, está 
obligado a denunciarlo inmediatamente al Ministerio Público, proporcionándole todos los 
datos que tuviere, poniendo a su disposición a la persona imputada, si hubieren sido 
detenida en flagrancia. 
Quien tenga el deber jurídico de denunciar y no lo haga, será acreedor a las sanciones 
correspondientes.”

64 “Artículo 30.- Las órdenes de protección se deberán dictar e implementar con base en los 
siguientes principios: 
I. Principio de protección: Considera primordial la vida, la integridad física, la libertad y la 
seguridad de las personas; 
II. Principio de necesidad y proporcionalidad: Las órdenes de protección deben responder a 
la situación de violencia en que se encuentre la persona destinataria, y deben garantizar su 
seguridad o reducir los riesgos existentes; 
III. Principio de confidencialidad: Toda la información y actividad administrativa o 
jurisdiccional relacionada con el ámbito de protección de las personas, debe ser reservada 
para los fines de la investigación o del proceso respectivo; 
IV. Principio de oportunidad y eficacia: Las órdenes deben ser oportunas, específicas, 
adecuadas y eficientes para la protección de la víctima, y deben ser otorgadas e 
implementadas de manera inmediata y durante el tiempo que garanticen su objetivo; 
V. Principio de accesibilidad: Se deberá articular un procedimiento sencillo para que facilite a 
las víctimas obtener la protección inmediata que requiere su situación; 
VI. Principio de integralidad: El otorgamiento de la medida a favor de la víctima deberá 
generarse en un solo acto y de forma automática, y 
VII. Principio pro persona: Para interpretar lo referente al otorgamiento de las órdenes de 
protección, en caso de duda, con relación a la situación de violencia, se estará a lo más 
favorable para la víctima, tratándose de niñas siempre se garantizará que se cumpla en 
todas las decisiones que se tomen respecto de las órdenes de protección. De igual forma, 
cuando las determinaciones que se tomen respecto de una mujer víctima de violencia 
pudieran impactar en los derechos de las hijas o hijos menores de 18 años de edad.”

65 “Artículo 31.- Cuando una mujer o una niña víctima de violencia soliciten una orden de 
protección a la autoridad administrativa, ministerial y/o judicial, se le deberá brindar toda la 
información disponible sobre el procedimiento relacionado con la propia orden.

E
D

G
A

R
 SA

L
G

A
D

O
 PE

L
A

E
Z

706a6620636a6632000000000000000000004022
15/05/26 18:00:00

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



 AMPARO DIRECTO 437/2023

79

Sexies71 y 34 Undecies72, de la Ley General de Acceso de las 

La autoridad deberá informar con un lenguaje claro, sencillo y empático a la mujer víctima de 
violencia sobre su derecho a solicitar las órdenes de protección, y evitará cualquier 
información tendiente a inhibir o desincentivar la solicitud. 
La autoridad deberá de realizar la medición y valoración del riesgo, la valoración médica en 
caso de requerirse, así como la valoración psicológica. 
Las autoridades competentes de los tres órdenes de gobierno, que reciban denuncias 
anónimas de mujeres y niñas víctimas de violencia, decretarán las órdenes de protección 
correspondientes.”

66 “Artículo 32.- Para la emisión de las órdenes de protección las autoridades 
administrativas, el Ministerio Público o el órgano jurisdiccional competente tomará en 
consideración: 
I. Los hechos relatados por la mujer o la niña, en situación de violencia, considerando su 
desarrollo evolutivo y cognoscitivo o por quien lo haga del conocimiento a la autoridad; 
II. Las peticiones explícitas de la mujer o la niña, en situación de violencia, considerando su 
desarrollo evolutivo y cognoscitivo o de quien informe sobre el hecho; 
III. Las medidas que ella considere oportunas, una vez informada de cuáles pueden ser esas 
medidas. Tratándose de niñas, las medidas siempre serán determinadas conforme al 
principio del interés superior de la niñez; 
IV. Las necesidades que se deriven de su situación particular analizando su identidad de 
género, orientación sexual, raza, origen étnico, edad, nacionalidad, discapacidad, religión, 
así como cualquier otra condición relevante; 
V. La persistencia del riesgo aún después de su salida de un refugio temporal, y 
VI. La manifestación de actos o hechos previos de cualquier tipo de violencia que hubiese 
sufrido la víctima.”

67 “Artículo 33.- Las autoridades administrativas, el Ministerio Público o el órgano 
jurisdiccional competente, deberá ordenar la protección necesaria, considerando: 
I. Los principios establecidos en esta ley; 
II. Que sea adecuada, oportuna y proporcional; 
III. Que los sistemas normativos propios basados en usos y costumbres no impidan la 
garantía de los derechos de las mujeres reconocidos en la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, así como en los tratados internacionales ratificados por el 
Estado Mexicano; 
IV. La discriminación y vulnerabilidad que viven las mujeres y las niñas por razón de 
identidad de género, orientación sexual, raza, origen étnico, edad, nacionalidad, 
discapacidad, religión o cualquiera otra, que las coloque en una situación de mayor riesgo, y 
V. Las necesidades expresadas por la mujer o niña solicitante.
Las autoridades administrativas, el Ministerio Público y los órganos jurisdiccionales 
determinarán las órdenes de protección para denunciantes anónimas de violencia, 
privilegiando la integridad y la seguridad de las víctimas.”

68 “Artículo 34.- Las autoridades administrativas, el Ministerio Público o el órgano 
jurisdiccional que emita las órdenes de protección, realizará las gestiones necesarias para 
garantizar su cumplimiento, monitoreo y ejecución. Para lo anterior se allegará de los 
recursos materiales y humanos necesarios, asimismo podrá solicitar la colaboración de las 
autoridades competentes.”

69 “Artículo 34 Bis.- Las órdenes de protección podrán solicitarse en cualquier entidad 
federativa distinta a donde ocurrieron los hechos, sin que la competencia en razón del 
territorio pueda ser usada como excusa para no recibir la solicitud. 
Para efectos del párrafo anterior, las autoridades administrativas, las fiscalías, los poderes 
judiciales federales y locales celebrarán convenios de colaboración con las entidades 
públicas para garantizar la efectiva protección de las mujeres y las niñas conforme a los 
principios rectores de las órdenes de protección. 
Durante los primeros seis días posteriores a la implementación de las órdenes, la autoridad 
que la emitió mantendrá contacto directo con la mujer víctima de violencia cada 24 horas. A 
partir del séptimo día, se establecerá un plan de seguimiento personalizado, de acuerdo a 
las circunstancias, la valoración del riesgo y el avance en la carpeta de investigación.”

70 “Artículo 34 Ter.- Las órdenes de protección administrativas, además de las previstas en 
otros ordenamientos, podrán consistir en una o varias de las siguientes:
…
VIII. Facilitar a la mujer o la niña, y en su caso a sus hijas e hijos en situación de violencia, la 
reubicación de domicilio, residencia o del centro educativo. Tratándose de niñas víctimas de 
violencia, la autoridad en todo momento ponderará su interés superior, siendo la remisión a 
instituciones públicas de acogida la última opción y por el menor tiempo posible;
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Mujeres a una Vida Libre de Violencia, regulan dicha situación.

La Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre 

de Violencia permite colegir que ésta tiene por objeto establecer la 

coordinación entre la Federación, las entidades federativas, las 

demarcaciones territoriales de la Ciudad de México y los 

municipios, para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra 

las mujeres, adolescentes y niñas, así como la implementación de 

principios y mecanismos que garanticen su pleno acceso y 

ejercicio; siendo de observancia general para toda la República 

Mexicana.

Asimismo, se dispone la obligación de las autoridades, de 

los tres niveles de gobierno, en el ámbito de sus competencias, de 

expedir normas legales y tomar las medidas presupuestales y 

administrativas correspondientes para garantizar el derecho de las 

mujeres a una vida libre de violencia, en observancia de los 

tratados internacionales en materia de derechos humanos de las 

mujeres, ratificados por el Estado Mexicano; asimismo, se les 

impone la instrumentación de medidas, incluso de carácter 

extraordinario, para hacer frente a la alerta de violencia de género 

contra las mujeres.

IX. Prohibición inmediata a la persona agresora de acercarse al domicilio y al de familiares y 
amistades, al lugar de trabajo, de estudios, o cualquier otro que frecuente la víctima directa o 
víctimas indirectas;
…
XVI. La prohibición a la persona agresora de comunicarse por cualquier medio o por 
interpósita persona, con la mujer en situación de violencia y, en su caso, de sus hijas e hijos 
u otras víctimas indirectas;
XVII. Prohibición a la persona agresora de intimidar o molestar por si, por cualquier medio o 
interpósita persona, a la mujer en situación de violencia y en su caso sus hijas e hijos u otras 
víctimas indirectas o testigos de los hechos o cualquier otra persona con quien la mujer 
tenga una relación familiar, afectiva, de confianza o de hecho;
[…]”

71 “Artículo 34 Sexies.- La tramitación y otorgamiento de una orden de protección podrá 
contener una o varias medidas, atendiendo al principio de integralidad. No se necesita una 
orden para cada medida, una sola orden de protección podrá concentrar el número de 
medidas necesarias para garantizar la seguridad y bienestar de la mujer en situación de 
violencia y en su caso de las víctimas indirectas.”

72 “Artículo 34 Undecies.- A ninguna mujer o niña y sus hijas e hijos en situación de 
violencia, que solicite orden de protección se le podrá requerir que acredite su situación 
migratoria, ni cualquier otro elemento que impida su derecho al acceso a la justicia y la 
protección.”
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Se precisa que todas las medidas derivadas de esa Ley 

garantizarán la prevención, atención, sanción y erradicación de 

todos los tipos de violencia contra las mujeres durante su ciclo de 

vida y para promover su desarrollo integral y su plena 

participación en todas las esferas de la vida.

Define que, violencia contra las mujeres, es cualquier acción 

u omisión, basada en su género, que les cause daño o sufrimiento 

psicológico, físico, patrimonial, económico, sexual o la muerte, 

tanto en el ámbito privado como en el público; víctima, es la mujer 

de cualquier edad a quien se le causa cualquier tipo de violencia; 

agresor, es la persona que infringe cualquier tipo de violencia 

contra las mujeres; y, derechos humanos de las mujeres, son 

aquellos derechos que son parte inalienable, integrante e 

indivisible de los derechos humanos universales contenidos en la 

convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de 

Discriminación contra la Mujer, la Convención sobre los Derechos 

de la Niñez, la Convención sobre los Derechos de las Personas 

con Discapacidad, la Convención Interamericana para Prevenir, 

Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer y demás 

instrumentos de la materia.

Clasifica los tipos de violencia contra las mujeres, dentro de 

los que se encuentran, entre otros, la psicológica que consiste en 

cualquier acto u omisión que dañe la estabilidad psicológica y 

puede consistir en negligencia, abandono, descuido reiterado, 

celotipia, insultos, humillaciones, devaluación, marginación, 

indiferencia, infidelidad, comparaciones destructivas, rechazo, 

restricción a la autodeterminación y amenazas, las cuales llevan a 

la víctima a la depresión, aislamiento, devaluación de su 

autoestima e incluso al suicidio; y, la sexual, que se trata de 

cualquier acto que degrada o daña el cuerpo y la sexualidad de la 

víctima, lo que por ende, atenta contra su libertad, dignidad e 
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integridad física, esto es, se trata de una expresión de abuso de 

poder, que se puede dar en el espacio público o privado e implica 

la supremacía masculina sobre la mujer, al denigrarla y concebirla 

como objeto.

De igual forma, define el acoso sexual como una forma de 

violencia en la que, sin mediar una relación de subordinación, 

existe un ejercicio abusivo de poder que conlleva un estado de 

indefensión y riesgo para la víctima, con independencia de que se 

realice en uno o varios eventos. 

Finalmente, dispone que las órdenes de protección, son 
actos de urgente aplicación en función del interés superior de 
la víctima; son sustancialmente precautorias y cautelares, y 

deben otorgarse de oficio o a petición de parte por las 
autoridades administrativas, el ministerio público (fiscalía) o por 

los órganos jurisdiccionales competentes, desde el momento en 
que tengan conocimiento del hecho de violencia 
presuntamente constitutivo de un delito o infracción, que 
ponga en riesgo la integridad, la libertad o la vida de las 
mujeres o niñas, con el objeto de que se evite, en todo 
momento, que la persona agresora, directamente, o a través 
de algún tercero, tenga contacto de cualquier tipo o medio 
con la víctima.  

Además, se indica que las órdenes de protección pueden 

ser administrativas, que se emiten por el ministerio público o 

autoridades de esa naturaleza o jurisdiccionales, que se dictan 

por los órganos encargados de la administración de justicia; y, su 

duración será de hasta sesenta días, que se pueden prorrogar 

hasta por el tiempo que sea necesario hasta en tanto cese la 

situación de riesgo.

También se constriñe a las personas servidoras públicas 
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que, en ejercicio de sus funciones, tengan conocimiento de la 

probable existencia de un hecho que la ley señale como delito 

contra una mujer o una niña, para que lo denuncien de inmediato 

al ministerio público o fiscalía, proporcionándole todos los datos 

que tuvieren; incluso, poniendo a su disposición a la persona 

imputada, si hubiera sido detenida en flagrancia y, de no cumplir 

con ese mandato, serán acreedoras a las sanciones 

correspondientes.

Para efectos de dictar las órdenes de protección, la norma 

dispone que deben tomarse en cuenta los principios de: 

protección, conforme al cual es primordial la vida, integridad 
física, libertad y la seguridad de la persona; necesidad y 

proporcionalidad, conforme al cual, las medidas de protección 
deben responder a la situación de violencia en que se 
encuentra la persona destinataria, debiendo garantizar su 
seguridad o reducir los riesgos existentes; de confidencialidad, 

que implica que toda información y actividad administrativa o 

jurisdiccional relacionada con el ámbito de protección de las 
personas, debe ser reservada para los fines de la 
investigación o del proceso respectivo; de oportunidad y 

eficacia, que consiste en que la orden debe ser oportuna, 
específica, adecuada y eficiente para la protección de la 
víctima, además de que debe ser otorgada e implementada de 
manera inmediata y por el tiempo que garantice su objetivo; 

de accesibilidad, que consiste en que se debe articular un 
procedimiento sencillo que facilite a las víctimas obtener la 
protección inmediata que requiere su situación; de 

integralidad, que significa que el otorgamiento de la medida a 
favor de la víctima se debe generar en un solo acto y de 
forma automática; y, pro persona, que consiste en que, cuando 

se va a otorgar una medida, en caso de duda con relación a la 
situación de violencia, debe estarse a lo más favorable para 
la víctima y, tratándose de niñas siempre se garantizará que se 
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cumpla en todas las decisiones que se tomen, lo que también 

ocurrirá respecto de determinaciones tomadas sobre una mujer 

víctima de violencia que pudieran impactar en los derechos de las 

hijas o hijos en minoría de edad.

También se dispone que cuando una mujer o niña víctima 

de violencia solicite una orden de protección a la autoridad 

administrativa, ministerial o judicial, se le deberá brindar toda la 

información disponible sobre el procedimiento con la propia orden; 

se le debe informar con un lenguaje claro, sencillo y empático, su 

derecho a solicitar las órdenes de protección y deberá evitar 

cualquier información tendente a inhibir o desincentivar su 

solicitud, además de que la autoridad queda sujeta a realizar la 

medición y valoración del riesgo, así como la médica y 

psicológica, en su caso.

Se prevé que, para la emisión de órdenes de protección, las 

autoridades administrativas, ministeriales o jurisdiccionales, deben 

considerar: a) los hechos narrados por la mujer o niña en 

situación de violencia, tomando en cuenta su nivel evolutivo y 

cognoscitivo, o por quien lo haga de su conocimiento; b) las 

peticiones explícitas de la mujer o niña tomando en cuenta su 

nivel evolutivo y cognoscitivo, o por quien lo haga de su 

conocimiento, c) las medidas que estimen oportunas, una vez que 

se les informaron cuáles pueden tomarse y, tratándose de niñas, 

siempre serán determinadas conforme al principio del interés 

superior de la niñez; d) las necesidades que se deriven de su 

situación particular, analizando su identidad de género, 

orientación sexual, raza, origen étnico, edad, nacionalidad, 

discapacidad, religión, y cualquier otra condición relevante; e) la 

persistencia del riesgo aun después de su salida de un refugio 

temporal; y f) la manifestación de actos o hechos previos de 

cualquier tipo que hubiese sufrido la víctima.
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Así, se dispone que las referidas autoridades deben ordenar 

la protección necesaria considerando: a) los principios previstos 

en la propia ley; b) que sea adecuada, oportuna y proporcional; c) 

que los sistemas normativos propios basados en usos y 

costumbres no impidan que se garanticen los derechos 

fundamentales reconocidos en la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos y en los tratados internacionales 

ratificados por el Estado Mexicano; d) la discriminación y 

vulnerabilidad que viven las mujeres y las niñas por razón de 

identidad de género, orientación sexual, raza, origen étnico, edad, 

nacionalidad, discapacidad, religión o cualquier otra que las 

coloque en una situación de mayor riesgo; y, e) las necesidades 

expresadas por la mujer o niña solicitante. 

En adición, se sujeta a la autoridad que emita las órdenes 

de protección, para que realice las gestiones necesarias para 

garantizar su cumplimiento, monitoreo y ejecución, pudiendo 

hacer uso de los recursos materiales y humanos necesarios para 

tales fines; incluso, solicitando la colaboración de autoridades 

competentes.

Se señala que tales órdenes de protección podrán 

solicitarse en cualquier entidad federativa distinta de donde 

ocurrieron los hechos, sin que la competencia por razón de 

territorio constituya un factor para no recibir la solicitud; por tanto, 

para tales efectos, deben celebrar convenios de colaboración con 

las entidades públicas para garantizar una efectiva protección; 

que, las medidas de protección pueden consistir, entre otras, en la 

prohibición inmediata a la persona agresora: a) de acercarse al 

domicilio y al de familiares y amistades, al lugar de trabajo, de 

estudios, o cualquier otro que frecuente la víctima; b) de 

comunicarse por cualquier medio o por interpósita persona, con la 

mujer en situación de violencia y, en su caso, de sus hijas, hijos u 

otras víctimas indirectas; y, c) de intimidar o molestar, por sí o por 
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cualquier otro medio o interpósita persona a la mujer en situación 

de violencia y, en su caso, a sus hijas, hijos u otras víctimas 

indirectas o testigos de los hechos, o cualquier otra persona con 

quien la mujer tenga una relación familiar, afectiva o de hecho.

Finalmente, se observa que en la referida ley se establece 

que la tramitación y otorgamiento de una orden de protección, 

puede contener una o varias medidas, atendiendo al principio de 

integralidad, y se prohíbe que a la mujer o niña que la soliciten se 

le pueda requerir que acredite su situación migratoria, o cualquier 

otro elemento que impida su derecho al acceso de justicia y a la 

protección.

Por su parte, en la Convención Interamericana para 

Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia Contra la Mujer 

“Convención de Belém do Pára”, se consideró que la violencia 

contra la mujer: a) constituye una violación de los derechos 

humanos y las libertades fundamentales; b) limita total o 

parcialmente a la mujer el reconocimiento, goce y ejercicio de 

tales derechos y libertades; c) trasciende todos los sectores de la 

sociedad independientemente de su clase, raza o grupo étnico, 

nivel de ingresos, cultura, nivel educacional, edad o religión y 

afecta negativamente sus propias bases; y, d) su eliminación es 

condición indispensable para el desarrollo individual y social de la 

mujer, y su plena e igualitaria participación en todas las esferas de 

vida; por tanto, se estimó que la adopción de una convención para 

prevenir, sancionar y erradicar toda forma de violencia contra la 

mujer, en el ámbito de la Organización de los Estados 

Americanos, constituye una positiva contribución para proteger los 

derechos de la mujer y eliminar las situaciones de violencia que 

puedan afectarlas.

Bajo ese esquema, en dicho instrumento internacional se 

precisaron aspectos relevantes para distinguir cuándo se está 
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frente a actos de violencia contra la mujer; cuál es su ámbito de 

aplicación; los derechos que se protegen; los deberes de los 

Estados parte; y, los mecanismos interamericanos de protección, 

entre otros, como se transcriben a continuación:

CAPITULO I
DEFINICIÓN Y ÁMBITO DE APLICACIÓN

“Artículo 1
Para los efectos de esta Convención debe entenderse por 
violencia contra la mujer cualquier acción o conducta, basada en 
su género, que cause muerte, daño o sufrimiento físico, sexual o 
psicológico a la mujer, tanto en el ámbito público como en el 
privado.”

“Artículo 2
Se entenderá que violencia contra la mujer incluye la violencia 
física, sexual y psicológica:
a. que tenga lugar dentro de la familia o unidad doméstica o en 
cualquier otra relación interpersonal, ya sea que el agresor 
comparta o haya compartido el mismo domicilio que la mujer, y 
que comprende, entre otros, violación, maltrato y abuso sexual;
b. que tenga lugar en la comunidad y sea perpetrada por 
cualquier persona y que comprende, entre otros, violación, 
abuso sexual, tortura, trata de personas, prostitución forzada, 
secuestro y acoso sexual en el lugar de trabajo, así como en 
instituciones educativas, establecimientos de salud o cualquier 
otro lugar, y
c. que sea perpetrada o tolerada por el Estado o sus agentes, 
donde quiera que ocurra.”

CAPITULO II
DERECHOS PROTEGIDOS

“Artículo 3
Toda mujer tiene derecho a una vida libre de violencia, tanto en 
el ámbito público como en el privado.
Artículo 4
Toda mujer tiene derecho al reconocimiento, goce, ejercicio y 
protección de todos los derechos humanos y a las libertades 
consagradas por los instrumentos regionales e internacionales 
sobre derechos humanos. Estos derechos comprenden, entre 
otros:
a. el derecho a que se respete su vida;
b. el derecho a que se respete su integridad física, psíquica y 
moral;
c. el derecho a la libertad y a la seguridad personales;
d. el derecho a no ser sometida a torturas;
e. el derecho a que se respete la dignidad inherente a su 
persona y que se proteja a su familia;
f. el derecho a igualdad de protección ante la ley y de la ley;
g. el derecho a un recurso sencillo y rápido ante los tribunales 
competentes, que la ampare contra actos que violen sus 
derechos;
h. el derecho a libertad de asociación;
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i. el derecho a la libertad de profesar la religión y las creencias 
propias dentro de la ley, y
j. el derecho a tener igualdad de acceso a las funciones públicas 
de su país y a participar en los asuntos públicos, incluyendo la 
toma de decisiones.
Artículo 5
Toda mujer podrá ejercer libre y plenamente sus derechos 
civiles, políticos, económicos, sociales y culturales y contará con 
la total protección de esos derechos consagrados en los 
instrumentos regionales e internacionales sobre derechos 
humanos. Los Estados Partes reconocen que la violencia contra 
la mujer impide y anula el ejercicio de esos derechos.
Artículo 6
El derecho de toda mujer a una vida libre de violencia incluye, 
entre otros:
a. el derecho de la mujer a ser libre de toda forma de 
discriminación, y
b. el derecho de la mujer a ser valorada y educada libre de 
patrones estereotipados de comportamiento y prácticas sociales 
y culturales basadas en conceptos de inferioridad o 
subordinación.”

CAPITULO III
DEBERES DE LOS ESTADOS

“Artículo 7
Los Estados Partes condenan todas las formas de violencia 
contra la mujer y convienen en adoptar, por todos los medios 
apropiados y sin dilaciones, políticas orientadas a prevenir, 
sancionar y erradicar dicha violencia y en llevar a cabo lo 
siguiente:
a. abstenerse de cualquier acción o práctica de violencia contra 
la mujer y velar por que las autoridades, sus funcionarios, 
personal y agentes e instituciones se comporten de conformidad 
con esta obligación;
b. actuar con la debida diligencia para prevenir, investigar y 
sancionar la violencia contra la mujer;
c. incluir en su legislación interna normas penales, civiles y 
administrativas, así como las de otra naturaleza que sean 
necesarias para prevenir, sancionar y erradicar la violencia 
contra la mujer y adoptar las medidas administrativas apropiadas 
que sean del caso;
d. adoptar medidas jurídicas para conminar al agresor a 
abstenerse de hostigar, intimidar, amenazar, dañar o poner en 
peligro la vida de la mujer de cualquier forma que atente contra 
su integridad o perjudique su propiedad;
e. tomar todas las medidas apropiadas, incluyendo medidas de 
tipo legislativo, para modificar o abolir leyes y reglamentos 
vigentes, o para modificar prácticas jurídicas o consuetudinarias 
que respalden la persistencia o la tolerancia de la violencia 
contra la mujer;
f. establecer procedimientos legales justos y eficaces para la 
mujer que haya sido sometida a violencia, que incluyan, entre 
otros, medidas de protección, un juicio oportuno y el acceso 
efectivo a tales procedimientos;
g. establecer los mecanismos judiciales y administrativos 
necesarios para asegurar que la mujer objeto de violencia tenga 
acceso efectivo a resarcimiento, reparación del daño u otros 
medios de compensación justos y eficaces, y
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h. adoptar las disposiciones legislativas o de otra índole que 
sean necesarias para hacer efectiva esta Convención.”

“Artículo 9
Para la adopción de las medidas a que se refiere este capítulo, 
los Estados Partes tendrán especialmente en cuenta la situación 
de vulnerabilidad a la violencia que pueda sufrir la mujer en 
razón, entre otras, de su raza o de su condición étnica, de 
migrante, refugiada o desplazada. En igual sentido se 
considerará a la mujer que es objeto de violencia cuando está 
embarazada, es discapacitada, menor de edad, anciana, o está 
en situación socioeconómica desfavorable o afectada por 
situaciones de conflictos armados o de privación de su libertad.”

En este documento internacional se reitera que por violencia 

contra la mujer, debe entenderse cualquier acción o conducta, 

basada en su género, que cause la muerte, daño o sufrimiento 

físico, sexual o psicológico a la mujer, tanto en el ámbito público 

como en el privado; que, dentro de ese concepto se comprenden 

la física, sexual y psicológica, que pueden consistir, entre otras, 

en aquellas que sean perpetradas por cualquier persona y que 

comprende, entre otros, la violación, abuso sexual, tortura, trata 

de personas, prostitución forzada, secuestro y acoso sexual en el 

lugar de trabajo, así como en instituciones educativas, 

establecimientos de salud o cualquier otro lugar.

Se precisa que la mujer tiene derecho a una vida libre de 

violencia, tanto en el ámbito público como en el privado, así como 

al reconocimiento, goce, ejercicio y protección de todos los 

derechos humanos y a las libertades consagradas por los 

instrumentos regionales e internacionales sobre derechos 

humanos, los cuales comprenden, de manera enunciativa, más no 

limitativa: a) que se respete su vida; b) que se respete su 

integridad física, psíquica y moral; c) a la libertad y a la seguridad 

personales; d) a no ser sometida a torturas; e) a que se respete la 

dignidad inherente a su persona y que se proteja a su familia; f) a 

la igualdad de protección ante la ley y de la ley; g) a un recurso 

sencillo y rápido ante los tribunales competentes, que la ampare 

contra actos que violen sus derechos; h) a la libertad de 
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asociación; i) a la libertad de profesar la religión y las creencias 

propias dentro de la ley; y j) a tener igualdad de acceso a las 

funciones públicas de su país y a participar en los asuntos 

públicos, incluyendo la toma de decisiones.  

Asimismo, se precisa que los Estados firmantes reconocen 

que la violencia contra la mujer impide y anula el ejercicio de sus 

derechos, de suerte que, el derecho que les asiste a tener una 

vida libre de violencia implica que sean libres de toda forma de 

discriminación y a ser valoradas y educadas libres de patrones 

estereotipados de comportamiento y prácticas sociales y 

culturales basadas en conceptos de inferioridad o subordinación.

Por otro lado, establece como deberes de los Estados 

partes, que condenen todas las formas de violencia contra la 

mujer y que convienen adoptar, por todos los medios apropiados y 

sin dilaciones, políticas orientadas a prevenir, sancionar y 

erradicar dicha violencia, así como su obligación de, entre otras 

cosas: actuar con la debida diligencia para prevenir, investigar y 

sancionar la violencia contra la mujer; adoptar las medidas 

jurídicas necesarias para conminar al agresor a abstenerse de 

hostigar, intimidar, amenazar, dañar o poner en peligro la vida de 

la mujer de cualquier forma que atente contra su integridad o 

perjudique su propiedad; y, establecer procedimientos legales 

justos y eficaces para la mujer que haya sido sometida a 

violencia, que incluyan, entre otros, medidas de protección, un 

juicio oportuno y el acceso efectivo a tales procedimientos.

En adición, se dispone que los Estados partes tendrán 

especialmente en cuenta la situación de vulnerabilidad a la 

violencia que pueda sufrir la mujer en razón, entre otras, de su 

raza o de su condición étnica, de migrante, refugiada o 

desplazada; que, de igual forma, se considerará a la mujer que es 

objeto de violencia cuando está embarazada, es discapacitada, 
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menor de edad, anciana, o está en situación socioeconómica 

desfavorable o afectada por situaciones de conflictos armados o 

de privación de su libertad.

Cabe precisar que la Primera Sala de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, en la tesis 1a. LXXXVII/2014 (10a.), en lo 

que interesa, sostuvo que las medidas y órdenes de protección en 

materia de violencia contra las mujeres no violan el artículo 16 de 

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en 

tanto que no tienen la finalidad de aprehender a quien se 

considera probable responsable de la comisión de un delito para 

ponerlo a disposición de un juez o jueza para que se inicie un 

proceso penal en su contra; por el contrario, dichas medidas son 

actos de urgente aplicación en función del interés superior de la 

mujer víctima de violencia, por encontrarse en riesgo su integridad 

física o psicológica, su libertad o seguridad y la de las víctimas 

indirectas.

La tesis referida es visible en la página 528, Tomo I, Libro 4, 

correspondiente al mes de Marzo de 2014, de la Décima Época 

de la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, de rubro: “ 

ACCESO DE LAS MUJERES A UNA VIDA LIBRE DE VIOLENCIA 

EN EL DISTRITO FEDERAL. LOS ARTÍCULOS 62 Y 66, 

FRACCIONES I A III, DE LA LEY RELATIVA, QUE PREVÉN 

RESPECTIVAMENTE, MEDIDAS Y ÓRDENES DE 

PROTECCIÓN DE EMERGENCIA, NO VIOLAN EL ARTÍCULO 

16, PÁRRAFO TERCERO, DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL.”

A partir de la normativa analizada, se obtienen como 

premisas destacadas, que:

1. Las y los servidores públicos pertenecientes a todas las 

autoridades del Estado Mexicano están obligados a promover, 

respetar, proteger y garantizar los derechos humanos en 
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observancia de los principios de universalidad, interdependencia, 

indivisibilidad y progresividad; por ende, deben implementar las 

acciones tendientes a prevenir, investigar, sancionar y reparar las 

violaciones a los derechos humanos.

El ejercicio de los derechos fundamentales no podrá 

restringirse ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las 

condiciones que se establecen en la propia Constitución Federal, 

y esos derechos deben ser interpretados de conformidad con la 

Carta Magna y con los tratados internacionales de la materia que 

se trate, favoreciendo en todo momento la protección más amplia 

para las personas.

2. Se garantiza que se aplique el derecho de igualdad ante 
la ley, entre hombres y mujeres, sin discriminación por motivos 

de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de 

cualquier índole, origen nacional o social, posición económica, 

nacimiento o cualquier otra condición social.

3. Los Estados que forman parte de la Convención 

Americana Sobre Derechos Humanos “Pacto San José” están 

obligados a respetar y garantizar el libre y pleno ejercicio de las 

libertades y derechos de toda persona que esté sujeta a su 

jurisdicción, sin que medie discriminación alguna; y, se destaca 
que los derechos de cada individuo están limitados frente a 
los de los demás, por la seguridad de todos y por las justas 
exigencias del bien común en una sociedad democrática.  

4. Tratándose de aspectos que implican violencia contra la 
mujer, las autoridades de los tres niveles de gobierno están 

obligadas, conforme a sus atribuciones, a expedir normas y tomar 
las medidas presupuestales y administrativas correspondientes 

para garantizar el derecho de las mujeres a una vida libre de 
violencia, en observancia de los tratados internacionales en 
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materia de derechos humanos de las mujeres, ratificados por el 

Estado Mexicano; asimismo, a actuar con la debida diligencia 

para prevenir, investigar y sancionar la violencia contra la mujer; 

adoptar las medidas jurídicas necesarias para conminar al 

presunto agresor a abstenerse de hostigar, intimidar, amenazar, 

dañar o poner en peligro la vida de la mujer de cualquier forma 

que atente contra su integridad o perjudique su propiedad; y, 

establecer procedimientos legales justos y eficaces para la mujer 

que haya sido sometida a violencia, que incluyan, entre otros, 

medidas de protección, un juicio oportuno y el acceso efectivo a 

tales procedimientos.

5. La violencia contra las mujeres consiste en cualquier 

acción u omisión, basada en su género, que les cause daño o 

sufrimiento psicológico, físico, patrimonial, económico, sexual o la 

muerte, tanto en el ámbito privado como en el público; la víctima, 

es aquella mujer de cualquier edad a quien se le causa cualquier 

tipo de violencia; el presunto agresor, es la persona que ocasiona 

o produce cualquier tipo de violencia contra las mujeres; y, los 

derechos humanos de las mujeres, son aquellos derechos que 

son parte inalienable, integrante e indivisible de los derechos 

humanos universales contenidos en la Constitución Federal y 

diversas Convenciones internacionales de las que el Estado 

Mexicano es parte.

6. Entre otros tipos de violencia, se encuentra la psicológica, 

que consiste en cualquier acto u omisión que dañe la estabilidad 

psicológica y puede consistir en negligencia, abandono, descuido 

reiterado, celotipia, insultos, humillaciones, devaluación, 

marginación, indiferencia, infidelidad, comparaciones destructivas, 

rechazo, restricción a la autodeterminación y amenazas, las 

cuales llevan a la víctima a la depresión, aislamiento, devaluación 

de su autoestima e incluso al suicidio; la sexual, que se trata de 

cualquier acto que degrada o daña el cuerpo y la sexualidad de la 
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víctima, lo que por ende, atenta contra su libertad, dignidad e 

integridad física, siendo una expresión de abuso de poder, que se 

puede dar en el espacio público o privado e implica la supremacía 

masculina sobre la mujer, al denigrarla y concebirla como objeto; 

y, el acoso sexual, en el que, sin mediar una relación de 

subordinación, existe un ejercicio abusivo de poder que conlleva 

un estado de indefensión y riesgo para la víctima, con 

independencia de que se realice en uno o varios eventos.  

7. Entre las acciones que pueden implementar las 

autoridades del Estado Mexicano, cuando conocen de hechos que 

podrían constituir actos de violencia en contra de la mujer, 

cuentan con las órdenes de protección que se traducen en actos 

de urgente aplicación en función del interés superior de la víctima; 

son substancialmente precautorias y cautelares; se otorgan de 

oficio o a petición de parte no solo por la fiscalía correspondiente, 

o los órganos jurisdiccionales, sino también por las autoridades 
administrativas, desde el momento en que tengan 
conocimiento del hecho de violencia presuntamente 
constitutivo de un delito o infracción, que ponga en riesgo la 
integridad, la libertad o la vida de las mujeres o niñas, con el 
objeto de que se evite, en todo momento, que la persona 
agresora, directamente, o a través de algún tercero, tenga 
contacto de cualquier tipo o medio con la víctima; además, se 

pueden prolongar por el tiempo que sea necesario hasta en tanto 

cese la situación de riesgo.

Incluso, las personas servidoras públicas que, en ejercicio 

de sus funciones, tengan conocimiento de la probable existencia 

de un hecho que la ley señale como delito contra una mujer o una 

niña, quedan constreñidos a denunciarlo de inmediato al 
ministerio público, proporcionándole todos los datos que 

tuvieren y, en su caso, poniendo a su disposición a la persona 

imputada, si hubiera sido detenida en flagrancia; mandato que, de 
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no ser observado, conducirá a que se impongan las sanciones 

correspondientes.

8. Para la emisión de órdenes de protección, las 

autoridades, entre las que se encuentran las administrativas, 

deben considerar: a) los hechos narrados por la mujer o niña en 

situación de violencia, tomando en cuenta su nivel evolutivo y 

cognoscitivo, o por quien lo haga de su conocimiento; b) las 

peticiones explicitas de la mujer o niña tomando en cuenta su 

nivel evolutivo y cognoscitivo, o por quien lo haga de su 

conocimiento; c) las medidas que estimen oportunas, una vez que 

se les informaron cuáles pueden tomarse; d) las necesidades que 

se deriven de su situación particular; e) la persistencia del riesgo 

aun después de su salida de un refugio temporal; y f) la 

manifestación de actos o hechos previos de cualquier tipo que 

hubiese sufrido la víctima.

9. La autoridad que emita las órdenes de protección debe 

realizar las gestiones necesarias para garantizar su cumplimiento, 

monitoreo y ejecución, pudiendo hacer uso de los recursos 

materiales y humanos necesarios para tales fines; incluso, 

solicitando la colaboración de las autoridades competentes.

10. Las medidas de protección pueden consistir, entre otras, 

en la prohibición inmediata a la persona agresora: a) de acercarse 

al domicilio y al de familiares y amistades, al lugar de trabajo, de 

estudios, o cualquier otro que frecuente la víctima; b) de 

comunicarse por cualquier medio o por interpósita persona, con la 

mujer en situación de violencia y, en su caso, de sus hijas, hijos u 

otras víctimas indirectas; y, c) de intimidar o molestar, por sí o por 

cualquier otro medio o interpósita persona a la mujer en situación 

de violencia y, en su caso, a sus hijas, hijos u otras víctimas 

indirectas o testigos de los hechos, o cualquier otra persona con 

quien la mujer tenga una relación familiar, afectiva o de hecho.
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11. Finalmente, las medidas y órdenes de protección en 

materia de violencia contra las mujeres no violan el artículo 16 de 

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en 

tanto que no tienen la finalidad de aprehender a quien se 

considera probable responsable de la comisión de un delito para 

ponerlo a disposición de un juez para que se inicie un proceso 

penal en su contra pues, son actos de urgente aplicación en 

función del interés superior de la mujer víctima de violencia, por 

encontrarse en riesgo su integridad física o psicológica, su libertad 

o seguridad y la de las víctimas indirectas.

II. Contexto subjetivo

El contexto objetivo desarrollado en el capítulo que 

antecede permite colegir que es frecuente la existencia de 

conflictos suscitados en el seno universitario, y en ocasiones,  

como consecuencia de una denuncia que una víctima de violencia 

formuló a través de las vías jurídicas y, en los espacios públicos 

universitarios, se deban tomar las medidas conducentes.

Acotado el panorama general, debe ahora decirse que, en la 

especie, se está frente a un caso que se relaciona con hechos 

ocurridos en la UAM Azcapotzalco, donde  **** ******* ***** 

******** reclamó a dicha universidad la responsabilidad 

patrimonial del Estado derivado de acusaciones relacionadas con 

acoso, hostigamiento y discriminación. Desde la perspectiva del 

reclamante, el caso destaca su percepción de ser víctima de actos 

sistemáticos de hostilidad, afectaciones a su honra y derechos 

fundamentales, así como la inacción institucional en la protección 

de sus derechos, respecto a cómo diversos eventos y medidas 

adoptadas por la UAM le generaron daños emocionales, 

psicológicos y patrimoniales.
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Por otro lado, desde la óptica institucional de la UAM 

Azcapotzalco, se subraya que sus acciones estuvieron 

fundamentadas en el cumplimiento de normativas de protección 

de derechos humanos, en especial de mujeres, y la prevención de 

violencia de género, desestimando que dichas medidas hubieran 

vulnerado los derechos del actor o causado un daño patrimonial 

directo atribuible a irregularidades administrativas, esencialmente, 

porque la víctima,  ****** ******** ***** ******* , presentó una 

denuncia penal contra **** ******* ***** ******** por los delitos 

de violación agravada y aprovechamiento de confianza, derivado 

de hechos ocurridos el nueve de abril de dos mil quince, momento 

en que aquélla era estudiante, con veinticuatro años de edad y el 

ahora quejoso era tanto estudiante como ayudante de 

investigación, que ante el clima de “acoso y hostigamiento en la 

universidad” la llevaron a abandonar sus estudios en abril de dos 

mil diecisiete, debido a un ambiente de inseguridad emocional y 

física, aunado a que perdió una beca “PRONABES”, que había 

obtenido por su alto desempeño académico, como una de las 

consecuencias de la situación de violencia y la inacción 

institucional, pues en diversas ocasiones solicitó medidas de 

protección, como restricciones en el acceso del antes nombrado a 

ciertas áreas del campus, pero que las acciones implementadas 

fueron insuficientes y no garantizaron su seguridad; en el 

entendido que su denuncia fue acompañada de asesoría del 

Centro de Derechos Humanos Fray Francisco de Vitoria, 

destacando el impacto de la falta de protocolos eficaces contra la 

violencia de género en la universidad.

El asunto, de origen, como inicialmente se refirió, involucra 

de manera directa e indirecta a una persona que pertenece a un 

grupo que histórica y estructuralmente ha sido discriminado y 

excluido como consecuencia de la construcción que 

socioculturalmente se ha desarrollado en torno a la posición y al 

rol que debieran asumir, como un corolario inevitable de su sexo, 
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es decir, se trata de una mujer que, por razón de su sexo, resintió 

una afectación y, por ende, dijo ser discriminada y violentada por 

un compañero, de ahí que resulta necesario tomar en 

consideración los factores sociales que inciden en la comunidad 

estudiantil, así como reconocer la particular situación de 

desventaja en la cual se han encontrado las mujeres.

Lo que, como se visualizó anteriormente, se encuentra 

reforzado con la información estadística anteriormente 

representada, la cual es significativa y fiable para acreditar que en 

el Ciudad de México, sitio donde se localiza la UAM Azcapotzalco, 

la violencia contra las mujeres universitarias es un patrón o 

práctica reiterada, ya que es una de las entidades con mayor 

índice de registro, siendo la escolar, a nivel superior, una de las 

más altas que se identifica en perjuicio de las mujeres, en tanto 

que, precisamente, con tal acervo puede advertirse la existencia 

de una afectación generalizada o desproporcional73.

Esta situación, por ende, evidencia su estado de 

vulnerabilidad, lo que trasciende de manera directa en su persona 

e intimidad, además de que pone en peligro el derecho que tienen 

las mujeres universitarias de vivir una vida libre de violencia, cuyo 

resultado se traduce muchas veces en limitar el acceso de 

oportunidades y el de su desarrollo profesional, lo que incluso 

constituyó una situación que orilló a la alumna a desertar de sus 

estudios. 

La violencia contra las mujeres universitarias, por razón de 

género, no es un acto aislado, por el contrario, se encuentra 

reproducido de diversas maneras y en distintos espacios, 

derivados de la relación escolar que se genera entre la comunidad 

73 Es aplicable, la tesis 2a. XXXII/2019 (10a.), de la Segunda Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, de rubro: “DISCRIMINACIÓN INDIRECTA. LOS DATOS 
ESTADÍSTICOS PUEDEN SER SIGNIFICATIVOS Y FIABLES PARA ACREDITAR ESTE 
TIPO DE TRATO CONTRA LA MUJER”. (Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
Décima Época, libro 66, mayo de 2019, tomo II, página 1541. Registro digital: 2019856).
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estudiantil.

De modo que, actualmente la comunidad estudiantil genera 

diversas formas de relación, interacción, comunicación y 

convivencia que trascienden en lo privado y en lo público.

El patrón de violencia existente en los recintos universitarios 

no puede negarse de ninguna manera, de acuerdo con la 

información proporcionada con antelación, de modo que la 

existencia de medidas de protección es importante, relevante y 

trascendente, incluso respetar el derecho a la manifestación 

constituye un colorario de protección y recuperación por parte de 

las víctimas de violencia, porque permite hablar de lo que 

trágicamente ha acontecido y visibilizar que la violencia en modo 

alguno constituye una situación que deba ser tolerada. 

Precisado lo anterior, este tribunal colegiado considera, 

como se adelantó, que el concepto de violación formulado por la 

parte quejosa es infundado, en tanto que no probó que la 

autoridad administrativa, en este caso, la UAM Azcapotzalco 

hubiera actuado fuera del marco normativo que la rige, o bien, que 

lo haya hecho con total y absoluto desapego a las disposiciones 

jurídicas, para considerar actualizada la responsabilidad 

patrimonial del Estado.

Ello se debe a que no se demostró que la Universidad 

Autónoma Metropolitana (UAM), unidad Azcapotzalco, haya 

actuado fuera del marco normativo que la regula ni con total 

desapego a las disposiciones jurídicas aplicables, como para 

establecer una responsabilidad patrimonial del Estado.

Cierto, en el juicio de nulidad, se acreditó que la estudiante 

****** ******** ***** ******* , integrante de la UAM, solicitó 

medidas cautelares tras denunciar a **** ******* ******** *****, 
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alumno y trabajador del departamento de Economía de la misma 

universidad, ante la Fiscalía de la Ciudad de México. En su 

solicitud manifestó encontrarse en una situación de alta 

vulnerabilidad dentro de las instalaciones universitarias, debido a 

actos de hostigamiento por parte del denunciado, lo que le 

impedía cumplir con sus actividades académicas de manera 

plena. Su petición se sustentó en las leyes general y local de 

acceso de las mujeres a una vida libre de violencia, invocando su 

derecho a la protección integral de su integridad física, psicológica 

y emocional.

La UAM, como organismo descentralizado del Estado, con 

personalidad jurídica y patrimonio propio, contrario a lo alegado 

por la parte quejosa, sí estaba obligada constitucional y 

convencionalmente a respetar y proteger los derechos humanos 

de su comunidad, particularmente, a garantizar a la denunciante 

condiciones mínimas para que estudie en un ambiente seguro y 

respetuoso. 

Lo anterior es relevante, porque al tratarse de un organismo 

descentralizado del Estado, las personas servidoras públicas que 

lo integran, en sus diferentes órganos, unidades universitarias, 

divisiones y departamentos, tienen la obligación, por mandato 

constitucional, de respetar y proteger los derechos fundamentales 

de quienes son parte integrante la universidad, esto es, de las y 

los propios funcionarios, cuerpo académico, personal 

administrativo, alumnado y cualquier otra persona que tenga 

relación directa o indirecta con aspectos propios del propio 

organismo descentralizado del Estado.  

Efectivamente, en el marco de la protección de los derechos 

humanos y la lucha contra la violencia de género, las facultades 

de las autoridades para emitir medidas de protección son un 

componente esencial de las estrategias preventivas y de atención 
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a las víctimas. Esta atribución, ejercida dentro de sus 

competencias, no sólo garantiza el acceso a derechos 

fundamentales como la seguridad, la libertad y la dignidad, sino 

que también cumple con las obligaciones internacionales 

asumidas por el Estado Mexicano. Estas autoridades, como lo es 

el rector de la UAM, tienen un papel relevante para salvaguardar 

la integridad de quienes enfrentan situaciones de riesgo en sus 

ámbitos de influencia.

Ello, porque así lo establecen expresamente los artículos 

174, 675, 2176 y 2577, de la Ley Orgánica de la Universidad 

Autónoma Metropolitana, que detallan la estructura y funciones de 

sus órganos, unidades, divisiones y departamentos. En este 

sentido, el rector de la unidad Azcapotzalco, como representante 

legal, tenía la obligación de tomar medidas inmediatas y 

proporcionales para proteger a la estudiante denunciante.

Ante la solicitud de medidas cautelares, el rector emitió el 

oficio RUA.205.2017, de fecha veintitrés de marzo de dos mil 

diecisiete, en el que informó a la estudiante que el jefe de la 

sección de vigilancia se encargaría de implementar las medidas 

74 “Artículo 1.- Se crea la Universidad Autónoma Metropolitana, como organismo 
descentralizado del Estado, con personalidad jurídica y patrimonio propio.”
75 “Artículo 6.- Serán órganos de la Universidad:
I.- La Junta Directiva;
II.- El Colegio Académico;
III.- El Rector General;
IV.- El Patronato;
V.- Los Consejos Académicos;
VI.- Los Rectores;
VII.- Los Consejos Divisionales;
VIII.- Los Directores de División; y
IX.- Los Jefes de Departamento.”
76 “Artículo 21.- La Universidad estará integrada por unidades universitarias, a través de las 
cuales llevará a efecto su desconcentración funcional y administrativa. Las unidades 
universitarias resolverán sus propios problemas, sujetándose a esta ley y a sus 
disposiciones reglamentarias. 
Cada unidad universitaria estará dirigida por un rector y se organizará en divisiones y 
departamentos.
Las divisiones se establecerán por áreas del conocimiento y los departamentos por 
disciplinas específicas o por conjuntos homogéneos de éstas. 
Cada división estará a cargo de un director y al frente de cada departamento habrá un jefe.”
77 “Artículo 25.- Los rectores serán los representantes de las respectivas unidades 
universitarias, sin perjuicio de la representación legal que se le otorga al Rector General en 
los términos del artículo 15 de esta ley. Durarán en su cargo cuatro años y no podrán ser 
reelectos.”
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precautorias necesarias. 

Esto es, dicho servidor público, en ejercicio de sus funciones 

como rector y representante legal de la referida unidad 

universitaria, por mandato constitucional y convencional, 
estuvo obligado a dictar e implementar, de manera urgente, 
las medidas y acciones necesarias para salvaguardar la 
integridad física y psicológica de la estudiante —medidas 

restrictivas con la correspondiente verificación de su ejecución 

mediante el uso de los recursos humanos—, desde el momento 

en que tuvo conocimiento de la situación de violencia que se 

generó y continuaba llevándose a cabo contra la peticionaria por 

su presunto agresor, quien también era parte del cuerpo 

estudiantil y trabajador de la universidad.

Incluso, con independencia de que la Ley Orgánica de la 

Universidad Autónoma Metropolitana y su reglamento, le 

otorgaran o no al rector facultades expresas y precisas para 

proceder en esos términos y, sin necesidad de que alguna 

autoridad ministerial o jurisdiccional hubiera previamente 

ordenado las medidas de protección, pues, se insiste, todas las 

autoridades del Estado, en cualquier nivel, y de acuerdo con la 

Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar 

la Violencia contra la Mujer “Convención de Belém do Pára”, están 

constreñidas a proteger, en el ejercicio de sus funciones, los 

derechos humanos de quienes están bajo su jurisdicción; y más, 

cuando la transgresión a éstos puede constituir violencia contra la 

mujer que pone en riesgo su integridad física, psicológica o su 

vida.

En efecto, este tipo de medidas son constitucionales, al ser 

una de las formas con las que el Estado Mexicano garantiza el 

cumplimiento de sus deberes internacionales en materia de 

violencia contra la mujer. Son medidas jurídicas que impulsan a la 
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persona agresora a abstenerse de hostigar, intimidar, amenazar, 

dañar o poner en peligro la vida de la mujer, de cualquier forma 

que atente contra su integridad o perjudique su propiedad78.

En ese tenor, toda persona tiene derecho a la igualdad ante 

la ley, sin discriminación por razones de género, origen, religión, u 

otros factores, por lo que los Estados parte de la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos deben garantizar el ejercicio 

de derechos y libertades, incluyendo la seguridad de las personas 

y las exigencias del bien común, de ahí que las autoridades tienen 

la responsabilidad de actuar con diligencia para prevenir, 

investigar y sancionar la violencia contra la mujer, cumpliendo con 

los tratados internacionales ratificados por el Estado Mexicano.

Esto incluye todo tipo de violencia, como la psicológica y 

sexual, entre otras, en tanto que genera graves repercusiones en 

la vida de las víctimas, que afectan su integridad y libertad.

Por tanto, las órdenes de protección son medidas de 

urgente aplicación, diseñadas para salvaguardar la seguridad de 

las mujeres, otorgadas por diversas autoridades, incluidas las 

administrativas, para prevenir el contacto del agresor con la 

víctima. 

De acuerdo con lo resuelto por la Primera Sala de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, en el amparo en revisión 

495/201379, “las medidas de protección son actos de urgente 
aplicación, las cuales se dictan en función del interés superior 

78 Centro de Estudios Constitucionales (SCJN), “Órdenes y medidas de protección en casos 
de violencia de género”. Cuadernos de Jurisprudencia. Sistematización marzo de 2024, 
ISBN 978-607-552-384-2 (Obra Completa), disponible en:  
https://www.sitios.scjn.gob.mx/cec/sites/default/files/publication/documents/2024-
11/CDJ%20O%CC%81rdenes%20y%20medidas%20de%20proteccio%CC%81n_Digital.pdf  
P.74
79 Suprema Corte de Justicia de la Nación, Primera Sala, Amparo en Revisión 495/2013, 
Sesión de 4 de diciembre de 2024, Ministro Ponente: José Ramón Cossío Díaz, unanimidad 
de votos, párrafo 139, p. 77.
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de la víctima de violencia, cuando se encuentre en riesgo la 

integridad física o psicológica, la libertad o seguridad de la mujer 

víctima y de las víctimas indirectas, y bajo una vigencia limitada."

En este sentido, las órdenes de protección son herramientas 

de carácter precautorio y urgente diseñadas para salvaguardar la 

integridad de las mujeres en situación de violencia. Su objetivo 

principal es evitar que el agresor tenga contacto con la víctima, 

reduciendo el riesgo de daños mayores o irreparables. Estas 

medidas no sólo pueden ser dictadas por las autoridades 

judiciales, sino también por las administrativas, como el rector de 

una institución educativa, quien tiene la responsabilidad de actuar 

dentro de su competencia para garantizar un entorno seguro para 

la comunidad universitaria.

Las atribuciones de las autoridades administrativas, incluido 

el rector de la UAM, para emitir medidas de protección responden 

a la necesidad de actuar con rapidez y efectividad frente a 

situaciones de riesgo. 

Amén de que, opuesto a lo afirmado por el quejoso, sobre el 

supuesto exceso de facultades por parte de la UAM, en la 

implementación de la medida de protección, la institución 

educativa si bien no actuó como autoridad jurisdiccional, lo cierto 

es que, como una institución educativa, es decir, como un órgano 

administrativo autónomo tiene la obligación constitucional y 

convencional de prevenir situaciones de riesgo dentro de su 

ámbito de competencia; de modo que, la autonomía universitaria 

incluye la facultad de implementar medidas que aseguren la 

convivencia armónica y la seguridad en sus instalaciones, sin que 

esto constituya una invasión de funciones judiciales.

Se destaca lo anterior, porque estas medidas no violan los 

principios de audiencia previa ni de legalidad, reconocidos en los 
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artículos 14 y 16, de la Constitución, pues, por un lado, no tienen 

por objeto la disminución, el menoscabo o la supresión definitiva 

de un bien material o inmaterial, o de un derecho de la persona, 

sino únicamente un propósito de interés general, consistente en 

prevenir un acto de violencia más contra la mujer que indicó fue 

agredida; por lo que sus alcances sólo son precautorios y 

cautelares, ya que se fundan en principios de debida diligencia y 

en el estado de necesidad; por otro lado, no constituyen actos de 

aprehensión, sino herramientas cautelares en función del interés 

superior de la víctima. 

Es decir, las órdenes de protección no violan los derechos 

fundamentales establecidos en los numerales previamente 

aludidos, porque estas medidas no constituyen actos de 

aprehensión ni sanciones penales, sino que son actos 

administrativos o judiciales orientados a prevenir agresiones y 

proteger a las víctimas. Su naturaleza precautoria y temporal 

refuerza su validez jurídica y su importancia como herramienta 

para atender de manera efectiva situaciones de riesgo.

En efecto, del referido escrito no se observa mayor 

fundamentación ni motivación por parte del entonces rector; sin 

embargo, como lo sostuvo el Máximo Tribunal en la tesis 1a. 

LXXXVII/2014 (10a.), las medidas y órdenes de protección en 

materia de violencia contra las mujeres no violan el artículo 16, de 

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en 

tanto que no tienen la finalidad de aprehender a quien se 

considera probable responsable de la comisión de un delito, para 

ponerlo a disposición de una persona juzgadora para que se inicie 

un proceso penal en su contra; por el contrario, dichas medidas 

son actos de urgente aplicación en función del interés superior de 

la mujer víctima de violencia, por encontrarse en riesgo su 

integridad física o psicológica, su libertad o seguridad y la de las 

víctimas indirectas.
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Se destaca lo anterior, porque la atribución del rector u otras 

autoridades administrativas para emitir medidas de protección, en 

el ámbito de su competencia, responde a la necesidad de actuar 

de manera inmediata y diligente frente a riesgos que puedan 

comprometer la integridad de las personas. 

En casos de violencia de género, como en la especie 

ocurre, esta facultad se vuelve crucial porque:

➢ Las medidas decretadas buscan evitar actos irreparables 

como daños físicos, psicológicos o incluso la pérdida de 

vidas. La emisión de estas órdenes permite que las 

autoridades administrativas cumplan su deber de garantizar 

la seguridad de las víctimas, sin retrasos innecesarios.

➢ México, como firmante de tratados internacionales de 

derechos humanos, debe asegurar que toda autoridad 

competente actúe para prevenir y sancionar la violencia de 

género, incluyendo medidas precautorias en el ámbito de su 

responsabilidad.

➢ Instituciones como la UAM deben garantizar entornos 

seguros para sus comunidades. Un rector, en su calidad de 

autoridad administrativa, puede tomar medidas que no sólo 

resguarden la integridad de las víctimas, sino también 

promuevan una cultura institucional de nula tolerancia hacia 

la violencia.

➢ Las medidas administrativas permiten responder de forma 

ágil ante situaciones de riesgo, especialmente en contextos 

donde los procedimientos administrativos y judiciales 

podrían tardar demasiado tiempo en brindar protección 

efectiva.
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Así, la facultad para emitir medidas de protección se 

encuentra amparada con la obligación que tienen todas las 
autoridades de garantizar los derechos humanos, conforme a lo 

estatuido en la Constitución y los tratados internacionales y, 

además, la naturaleza precautoria y urgente de dichas medidas, 

no implican determinaciones judiciales, sino acciones preventivas.

De modo que, si la violencia contra las mujeres representa 

una grave problemática estructural, según se ha expuesto, y las 

autoridades administrativas tienen el deber de emplear todos los 

recursos disponibles para garantizar una vida libre de violencia, 

entonces la emisión de órdenes de protección es una herramienta 

esencial en esta labor, ya que: a) responde a la urgencia de 

salvaguardar la integridad física y emocional de la víctima; y, b) 

refuerza el mensaje de cero tolerancia hacia la violencia en 

cualquier ámbito, ya sea público o privado.

Tal y como se desarrolló con antelación, la violencia contra 

las mujeres es una de las formas más graves de discriminación y 

una violación directa de los derechos humanos. Esta 

problemática, que puede manifestarse en diferentes formas, como 

violencia psicológica, sexual y física, no sólo afecta a las víctimas 

directas, sino que también perpetúa la desigualdad estructural y el 

abuso de poder en la sociedad. En este contexto, las medidas de 

protección representan un mecanismo esencial para prevenir 

daños mayores y, al mismo tiempo, para reafirmar el compromiso 

del Estado y sus instituciones en la lucha contra esta violencia.

En otras palabras, la atribución del rector de la UAM y otras 

autoridades administrativas para emitir medidas de protección es 

esencial para cumplir con el deber de garantizar los derechos 

fundamentales, particularmente en casos de violencia de género. 

Estas medidas permiten proteger de forma ágil y efectiva a las 
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víctimas, respondiendo a los estándares internacionales y 

fortaleciendo el principio de igualdad y no discriminación.

Por tal motivo, contrario a lo alegado por la parte quejosa, la 

facultad de las autoridades, como el rector de la UAM, para emitir 

medidas de protección es un componente esencial en la defensa 

de los derechos humanos, particularmente en casos de violencia 

de género. Esta capacidad no sólo protege a las víctimas de 

manera inmediata, sino que también refuerza el compromiso de 

las instituciones públicas con la igualdad, la seguridad y la justicia. 

Al ejercer estas facultades, las autoridades cumplen con su deber 

de garantizar entornos seguros y con los estándares 

internacionales que exigen actuar con diligencia frente a la 

violencia de género. En un contexto donde la prevención y la 

respuesta inmediata son claves, estas medidas no son sólo un 

derecho, sino una obligación que fortalece el tejido social y 

promueve una sociedad más equitativa y libre de violencia.

En consecuencia, en el marco de los artículos 1o., de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 7, de la 

Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar 

la Violencia contra la Mujer, "Convención de Belém do Pará", las 

medidas de protección y garantía del derecho a una vida libre de 

violencia implican el despliegue de una serie de conductas 

estatales, a través de las cuales se garanticen la seguridad de las 

víctimas, una debida investigación de los hechos constitutivos de 

violencia y la reparación del daño.

Efectivamente, pueden dictarse medidas de urgencia para 

evitar situaciones en las que se ponga en riesgo la salud e 

integridad física o mental de quienes hayan sido víctimas de daño 

físico, psíquico, o a su integridad sexual, de amenaza, agravio, 

ofensa o cualquier otra forma de agresión por parte de un 

miembro de la comunidad escolar.
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De acuerdo con lo anterior, la medida de protección 

decretada por la autoridad estatal se encuentra justificada y, por 

ende, es constitucional y convencional, en atención a las 

obligaciones internacionales del Estado Mexicano, en las que se 

comprometió a prevenir y erradicar la violencia de género.

Aspecto que es acorde con la jurisprudencia PC.II.A. J/26 A 

(10a.)80, del otrora Pleno en Materia Administrativa del Segundo 

Circuito, donde al examinar la constitucionalidad y 

convencionalidad del “Acuerdo por el que se establece el 

procedimiento de Responsabilidad Universitaria de la Universidad 

Autónoma del Estado de México (UAEM)”, reconoció diversas 

facultades a su rector, para regular conductas de acoso u 

hostigamiento sexual, violencia de género, violencia física y 

psicológica, así como actos de violencia sexual, de conformidad 

con lo estatuido en el Pacto Internacional de Derechos Civiles y 

Políticos, artículos 3 y 26; la Convención Americana sobre 

Derechos Humanos, artículos 1 y 2; Convención Interamericana 

para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer 

“Convención Belém do Pará”, en los artículos 1, 2, 4 y 7; así como 

en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en 

sus artículos 1o. y 4o., párrafo primero, con la finalidad de 

garantizar el acceso de las mujeres a una vida libre de violencia, 

en tanto que tales medidas no resultan restrictivas de los 

derechos de quienes son integrantes de la comunidad 

universitaria, debido a que se busca establecer condiciones que 

aseguren a la persona un ambiente libre de violencia, 

discriminación o maltrato, así como garantizar una educación 

integral, en observancia a los instrumentos internacionales y 

80 La jurisprudencia es de rubro: “ACUERDO POR EL QUE SE ESTABLECE EL 
PROCEDIMIENTO DE RESPONSABILIDAD UNIVERSITARIA DE LA UNIVERSIDAD 
AUTÓNOMA DEL ESTADO DE MÉXICO (UAEM). SU RECTOR ESTÁ FACULTADO PARA 
EMITIRLO (ANÁLISIS CON PERSPECTIVA DE GÉNERO).” (Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Undécima Época, libro 2, junio de 2021, tomo IV, página 3820, con registro 
digital: 2023215).
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federales.

No se soslaya que, si bien, el oficio que determinó la medida 

de protección careció de fundamentación, las acciones realizadas 

cumplieron con la obligación constitucional y convencional de 

garantizar los derechos humanos de la víctima, 

independientemente de que estas medidas no hubieran sido 

previamente ordenadas por una autoridad ministerial o judicial.

Es así, porque las medidas de protección adoptadas no 

prejuzgaron la culpabilidad del denunciado ni vulneraron su 

derecho a la presunción de inocencia. Estas medidas, de carácter 

preventivo, tuvieron como único objetivo salvaguardar la 

integridad física y psicológica de la estudiante frente a los posibles 

riesgos derivados de la situación denunciada. Además, no se 

advierte un nexo causal entre estas acciones y los actos de 

hostigamiento o señalamientos en redes sociales que menciona el 

quejoso, pues éstos fueron realizados por terceros y no por la 

autoridad universitaria y no aportó pruebas que revelen ese nexo 

causal. 

En efecto, el nexo causal de la responsabilidad patrimonial 

del Estado no se surte porque la medida de protección dictada por 

la UAM, a través del rector, tuvo una naturaleza precautoria y 

temporal, orientada a prevenir actos de violencia y proteger los 

derechos de una víctima en riesgo, sin generar un daño directo al 

ahora quejoso, evaluable económicamente. 

Además, los actos de hostigamiento o señalamientos en 

redes sociales alegados como daños no fueron ejecutados ni 

propiciados por la autoridad universitaria, sino por terceros, y no 

existe evidencia de que dicha medida los motivara, pues el 

quejoso no aportó una sola prueba en ese sentido. 
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Por el contrario, tal acción se enmarcó en el cumplimiento 

de obligaciones constitucionales y convencionales del Estado, sin 

configurar un daño antijurídico que el quejoso no estuviera 

legalmente obligado a soportar.

En conclusión, las acciones realizadas por el rector de la 

Unidad Azcapotzalco de la UAM estuvieron dentro del marco 

normativo aplicable y fueron proporcionales a la situación 

planteada. Por tanto, no se acredita la existencia de una actividad 

irregular por parte de la universidad, y el argumento presentado 

por la parte quejosa carece de sustento. Las medidas cautelares 

implementadas se ajustaron al deber de proteger los derechos 

humanos de las personas bajo el cuidado del organismo, en este 

caso, de la presunta víctima de violencia.

Corolario a lo expuesto, no se advierte que se hubiera 

vulnerado algún derecho del quejoso, ya que, aun cuando las 

medidas de protección fueran escritas o verbales, el accionante 

era sabedor de las circunstancias que prevalecían, como se 

observa de lo que manifestó en su demanda de nulidad, en virtud 

de que, en la narrativa de los hechos, señaló que el siete de abril 

de dos mil diecisiete, cuando se le desalojó del Salón K-003 de la 

universidad, el jefe de la sección de vigilancia le informó que fue 

por órdenes del entonces rector de la universidad, derivadas de 

que se debía brindar el apoyo a  ****** ******** ***** ******* ; 

asimismo, que posteriormente se entrevistó con el entonces 

rector, quien le reiteró que efectivamente había instruido al jefe de 

la sección de vigilancia, sobre la atención que debían brindar a la 

antes nombrada, en tanto que había manifestado que fue víctima 

de un delito y que lo señalaba como presunto responsable, a lo 

que el aquí quejoso le respondió que conocía la supuesta 

acusación por redes sociales y por la actitud que había mostrado 

dicha persona al momento en que lo retiraban del salón, con lo 

que se percató que fue ella quien sostuvo dicha acusación; 
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además, afirmó que entendía el hecho de que, en su carácter de 

rector, tenía que tomar algunas medidas si así se lo requería 

alguna autoridad; que, el rector le indicó que no existía orden de 

restricción alguna, que él había emitido la instrucción al jefe de 

sección de vigilancia, en ejercicio de sus funciones de rectoría, y 

que aceptó que no había sido la mejor decisión porque se basó 

únicamente en la entrevista que sostuvo con la peticionaria y se 

disculpó expresándole que daría instrucciones para que no se 

realizaran acciones que pudieran hostigarlo o molestarlo; 

manifestaciones que constituyen una confesión expresa y 

adquieren valor probatorio pleno, en términos de los artículos 95 y 

96, del Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación 

supletoria en términos del numeral 2, de la Ley de Amparo.

Es decir, no se vulneraron derechos del quejoso, ya que 

estaba plenamente consciente de las circunstancias relacionadas 

con las medidas de protección dictadas en favor de la estudiante 

denunciante, lo que se desprende de su propia narrativa, donde 

admite que el jefe de vigilancia le informó que su desalojo del 

salón fue instruido por el rector para apoyar a la denunciante, 

quien le señalaba como presunto responsable, aunado a que el 

quejoso también reconoció que entendía la necesidad de dictar 

medidas por parte del rector, en el marco de sus funciones, 

aunque éste a su decir se disculpó por basarse únicamente en la 

entrevista con la denunciante (extremo este último que tampoco 

quedó comprobado). 

Incluso, a través de la información pública que fue 

proporcionada al accionante, conocía que mediante el oficio 

RUA.205.2017, el rector giró instrucciones para que se tomaran 

medidas en favor de la víctima, por lo que, era sabedor de dicha 

situación y, por ende, en todo caso, debió interponer los recursos 

legales correspondientes en su momento, lo cual no hizo, amén 

de que la omisión de un traslado adicional no invalida la medida, 
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porque constitucional y convencionalmente se encuentra 

justificada.

En este punto, es importante acotar que, en la sociedad y en 

el ejercicio de una función pública o administrativa existe una 

dimensión o deber ético y moral para la correcta toma de 

decisiones, especialmente en contextos sensibles como los que 

involucran denuncias de violencia de género. Se destaca ello, 

porque en el caso se evidencian diversas acciones que realizaron 

las autoridades universitarias, las cuales deben entenderse bajo 

una lógica de protección inmediata frente a una situación que bien 

pudiera representar un riesgo. 

En efecto, al tomar conocimiento las autoridades 

universitarias de las acusaciones por parte de la víctima, actuaron 

conforme a su deber ético, moral y legal  de garantizar un entorno 

seguro dentro del centro educativo; decisión que, por supuesto, 

pone en evidencia la necesidad de observar estos principios, con 

la finalidad de equilibrar la protección de los derechos de la 

víctima.

La dimensión ética radica en que, si bien no se vulneró un 

derecho sustancial del quejoso, las acciones adoptadas deben ser 

justificadas no solo legalmente, sino también bajo un prisma 

moral. Así, aun cuando existe la posibilidad de un posible 

reproche, como en el caso ocurre, sobre las medidas adoptadas, 

éstas no deben ser vistas como una falta, sino como evidencia de 

que se actuó en cumplimiento de un deber, priorizando la 

seguridad y el bienestar de la comunidad universitaria.

La responsabilidad ética y moral de una autoridad no se 

limita a reaccionar ante situaciones de conflicto, sino que también 

implica prever escenarios de riesgo y tomar decisiones que 

minimicen los daños potenciales. En este caso, las autoridades 
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universitarias actuaron con la intención de proteger a la 

denunciante, en un contexto en el que manifestó que sufrió 

violencia por parte de una persona que fue su compañero dentro 

de esa universidad, entendiendo que la omisión de tomar medidas 

preventivas podría haber agravado la situación.

Este tipo de decisiones deben ser valoradas en función de 

los principios fundamentales que guían las responsabilidades de 

una autoridad: garantizar el bien común y proteger los derechos 

de las personas más vulnerables.

La implementación de medidas preventivas, en casos de 

denuncias de violencia de género, no debe interpretarse como 

una vulneración de derechos, sino como una acción necesaria 

para garantizar un entorno seguro, que integre tanto el marco 

legal como los principios éticos y morales, pues no sólo implica 

prever el problema social de la violencia dentro de la universidad 

contra la mujer, sino a garantizar que ello deje de ocurrir –al 

menos– en la parte que corresponde a dicha institución.  

Ello, atiende a las obligaciones contraídas por el Estado 

Mexicano para reconocer, proteger y establecer las acciones 

tendentes a garantizar el goce de los derechos fundamentales de 

las mujeres y, en específico, la obligación del Estado para 

garantizar que toda mujer tenga acceso a una vida libre de 

violencia, tanto en el ámbito privado como en el público.

Lo anterior es así, toda vez que a partir de la adopción de 

instrumentos internacionales como la Declaratoria sobre la 

Eliminación de la Violencia Contra la Mujer y la ''Convención 

Belém do Pará'' citada, se ha hecho patente la gestación y 

desarrollo de un proceso de adecuación y perfeccionamiento tanto 

del derecho internacional como de los sistemas jurídicos 

nacionales en esta materia. Ejemplo de ello es la Declaración y 
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Plataforma de Acción de Beijing, adoptada en mil novecientos 

noventa y cinco con motivo de la Cuarta Conferencia Mundial 

sobre las Mujeres, en la cual se considera a la violencia contra las 

mujeres como uno de los mayores obstáculos para lograr el pleno 

ejercicio de sus derechos y garantías fundamentales, y se exige a 
los Estados el cumplimiento de sus obligaciones en materia 
de prevención, atención, sanción y erradicación de los tipos 
de violencia contra las mujeres aún presentes en nuestras 
sociedades.

Con lo anterior se reconoce que los derechos humanos de 
las mujeres son materia de protección del Estado y, por ende, la 

Federación, las entidades federativas, los órganos autónomos y 

demás autoridades, deben emitir la normatividad y ejecutar las 

políticas públicas que regulen y protejan estos derechos 

fundamentales.

De hecho, una referencia obligada en el tema de violencia 

contra las mujeres es el Caso González y otras (“campo 

algodonero”), en donde se condenó al Estado Mexicano, en virtud 

de que las jóvenes asesinadas fueron víctimas de violencia contra 

la mujer según la Convención Americana y la Convención Belém 

do Pará, pues los homicidios de las víctimas fueron por razones 

de género y están enmarcados dentro de un reconocido contexto 

de violencia contra la mujer en Ciudad Juárez, México.

En este asunto, la Corte señaló que el deber de prevención 

abarca todas aquellas medidas de carácter jurídico, político, 

administrativo y cultural que promuevan la salvaguarda de los 

derechos humanos y que aseguren que las eventuales violaciones 

a éstos sean efectivamente consideradas y tratadas como un 

hecho ilícito que, como tal, es susceptible de acarrear sanciones 

para quien las cometa, así como la obligación de indemnizar a las 

víctimas por sus consecuencias perjudiciales.  Es claro, a su vez, 
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que la obligación de prevenir es de medio o comportamiento 
y no se demuestra su incumplimiento por el mero hecho de 
que un derecho haya sido violado.

En el punto 4, la sentencia en comentario declaró que “…el 

Estado Mexicano violó los derechos a la vida, integridad personal 

y libertad personal reconocidos en los artículos 4.1, 5.1, 5.2 y 7.1 

de la Convención Americana, en relación con la obligación 

general de garantía contemplada en el artículo 1.1. y la obligación 

de adoptar disposiciones de derecho interno contemplada en el 

artículo 2 de la misma, así como con las obligaciones 

contempladas en el artículo 7.b y 7.c de la Convención Belém do 

Pará…” en perjuicio de las víctimas.

Dentro de este proceso de reconocimiento y ampliación de 

los derechos humanos, la autoridad universitaria en el caso 

concreto tenía el deber de prevención al que están obligadas 

todas las autoridades que forman el Estado Mexicano. Dicha 

prevención abarca todas aquellas medidas de carácter jurídico, 

político, administrativo y cultural que promuevan la salvaguarda 

del derecho humano de las mujeres a una vida libre de violencia. 

Es por lo expuesto, que las atribuciones para emitir medidas 

de protección por parte de las autoridades universitarias 

encuentran asidero en las disposiciones nacionales y 

convencionales previamente aludidas, pero además, regularlas, 

emitirlas y lograr su implementación responde a una finalidad 

constitucional, por la evidente violencia a la mujer por el simple 

hecho de serlo, lo que incluso, como en el apartado de contexto 

objetivo se expuso, la propia universidad ha reconocido en torno a 

la existencia de este flagelo. 

Por ende, es inconcuso que tal previsión legal encuentra su 

razón subyacente en el respeto al derecho humano para vivir sin 
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más violencia física, sexual o psicológica en la sociedad, pues la 

violencia contra la mujer impide y anula el ejercicio de sus 

derechos civiles, políticos, económicos, sociales y culturales, de 

ahí que si la UAM Azcapotzalco, se localiza en la Ciudad de 

México, donde estadísticamente se evidencia mayor violencia 

contra la mujer, entonces era razonable que se emitieran las 

condiciones preventivas y mecanismos óptimos de protección.

En ese sentido, se considera que la medida que se estudia 

responde a la finalidad establecida dentro del marco constitucional 

y convencional, en tanto que encuentra su justificación en 

aspectos del orden de prevención social como es, el atacar la 

evidente violencia contra las mujeres, dotando de mecanismos y 

medidas de protección para su integridad personal cuando 

deciden denunciar las agresiones y a quien las agredió, lo que 

permite considerar que la medida es razonable en cuanto a su 

finalidad.

En efecto, debe decirse que su emisión constituye una 

medida objetiva y racional, en virtud de que se coincide en que 

prevenir o bien establecer mecanismos de protección a la 

integridad de las mujeres que han denunciado algún tipo de 

violencia, permite darles la seguridad, en el sentido más amplio, 

para que las acciones legales que emprendan por denunciar las 

agresiones estarán salvaguardadas por el principio de equidad. 

Sin que puede considerarse que la medida de protección 

afecte de manera excesiva otros bienes o derechos protegidos 

por la Constitución Federal, particularmente el derecho humano 

de igualdad ante la ley — que es el que reclama el recurrente—.

Sobre este tema, la Primera Sala de la Suprema Corte de 
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Justicia de la Nación, en el amparo en revisión 495/201381, 

estableció, en relación con el derecho a la igualdad, que esta 

prerrogativa no implica un trato idéntico para todas las personas, 

sino un trato diferenciado cuando existan circunstancias 

relevantes que lo justifiquen. Este principio se sustenta en la idea 

de que el derecho a la igualdad no prohíbe todas las diferencias 

de trato, sino aquellas que carecen de justificación razonable y 

objetiva o que estén basadas en discriminación. De modo que, en 

función de ello, las medidas de protección dirigidas 

específicamente a las mujeres, como fue la emitida por la 

autoridad universitaria, no son violatorias del derecho a la 

igualdad.

Es así, porque el derecho a la igualdad, como la garantía de 

que las personas en igual situación reciban el mismo trato y 

aquellas en diferentes circunstancias reciban un trato desigual, 

siempre que este trato diferenciado sea objetivo, razonable y 
no discriminatorio, tal y como se estableció en la tesis 

CXLV/2012 (10a.)82, al señalar que la igualdad deriva de la unidad 

de naturaleza y dignidad del género humano, implica que:

81 Suprema Corte de Justicia de la Nación, Primera Sala, Amparo en Revisión 495/2013, op. 
cit., párrafo 121, p. 71.
82 Tesis 1a. CXLV/2012 (10a.), de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, de contenido siguiente: “IGUALDAD ANTE LA LEY Y NO DISCRIMINACIÓN. SU 
CONNOTACIÓN JURÍDICA NACIONAL E INTERNACIONAL. Si bien es cierto que estos 
conceptos están estrechamente vinculados, también lo es que no son idénticos aunque sí 
complementarios. La idea de que la ley no debe establecer ni permitir distinciones entre los 
derechos de las personas con base en su nacionalidad, raza, sexo, religión o cualquier otra 
condición o circunstancia personal o social es consecuencia de que todas las personas son 
iguales; es decir, la noción de igualdad deriva directamente de la unidad de naturaleza del 
género humano y es inseparable de la dignidad de la persona, frente a la cual es 
incompatible toda situación que, por considerar superior a un determinado grupo, conduzca 
a tratarlo con privilegio o que, a la inversa, por considerarlo inferior, lo trate con hostilidad o 
de cualquier forma lo discrimine del goce de derechos que se reconocen a quienes no se 
consideran en tal situación de inferioridad. Así pues, no es admisible crear diferencias de 
trato entre seres humanos que no correspondan con su única e idéntica naturaleza; sin 
embargo, como la igualdad y la no discriminación se desprenden de la idea de unidad de 
dignidad y naturaleza de la persona, no todo tratamiento jurídico diferente es discriminatorio, 
porque no toda distinción de trato puede considerarse ofensiva, por sí misma, de la dignidad 
humana. Por tanto, la igualdad prevista por el artículo 4o. de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos y en diversos instrumentos internacionales en materia de 
derechos humanos, más que un concepto de identidad ordena al legislador no introducir 
distinciones entre ambos géneros y, si lo hace, éstas deben ser razonables y justificables” 
(Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, libro XI, agosto de 2012, 
tomo 1,página: 487).
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1. La ley no debe establecer distinciones injustificadas 

basadas en condiciones personales o sociales como la 

nacionalidad, género, edad o cualquier otra.

2. No toda diferenciación de trato es discriminatoria; sólo 

aquellas que no se fundamenten en criterios razonables y 

objetivos.

Por tanto, el derecho a la igualdad y el principio de no 

discriminación permiten tratamientos jurídicos diferenciados, 

siempre que éstos se justifiquen en la necesidad de equilibrar 

situaciones desiguales y promover la igualdad sustantiva, como 

en el caso ocurrió.

Se indica lo anterior, porque la emisión de la medida de 

protección es objetiva, razonable y no discriminatoria, en virtud de 

que:

a) Tiene una base objetiva y razonable, porque:

- Responde a datos estadísticos y estudios que 

demuestran que las mujeres son víctimas de violencia de 

manera desproporcionada, en comparación con los 

hombres.

- La violencia de género constituye una problemática 

estructural que afecta el ejercicio de los derechos 

fundamentales de las mujeres, en especial la que se 

materializa en espacios universitarios.

b) Tiene una finalidad legitima, ya que:

- Busca garantizar el ejercicio pleno de los derechos civiles, 

políticos, económicos, sociales y culturales de las 

mujeres, quienes enfrentan obstáculos específicos 

debido a la violencia.

- El objetivo de la medida es equilibrar las condiciones de 
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acceso a una vida libre de violencia, fortaleciendo el 

principio de igualdad sustantiva.

c) Es proporcional, en razon de que:

- Permite un tratamiento uniforme para todas las mujeres 

que se encuentran en situación de violencia, sin 

distinción de otras condiciones.

- La medida no afecta derechos de otras personas, sino 

que corrige una situación de desventaja estructural.

Precisado lo anterior y como preámbulo, debe destcarse 

que la igualdad formal implica tratar a todas las personas de la 

misma manera, sin considerar sus circunstancias específicas. En 

contraste, la igualdad sustantiva reconoce que las personas 

enfrentan diferentes condiciones y busca garantizar resultados 

equitativos, mediante la adopción de medidas diferenciadas. Así, 

la igualdad sustantiva está alineada con la dignidad humana y con 

los tratados internacionales en materia de derechos humanos.

Acorde a lo expuesto, la medida de protección cumplió con 

el principio de igualdad sustantiva al:

1. Reconocer una problemática específica que afecta a 

las mujeres debido a factores históricos, culturales y 

sociales.

2. Implementar una acción dirigida a eliminar las barreras 

estructurales que limitan los derechos de la denunciante.

3. Promover la dignidad humana y la no discriminación al 

atender una situación de vulnerabilidad concreta.

Esto es, la medida de protección determinada en favor de 

una mujer víctima que denunció violencia de género (sexual), no 

vulneró el derecho a la igualdad del accionante, toda vez que está 

sustentada en una base objetiva y razonable, tiene una finalidad 
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legítima y cumple con el principio de proporcionalidad. En 

consecuencia, esta medida no sólo es compatible con el artículo 

4º, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 

sino que también fortalece los principios de igualdad sustantiva y 

dignidad humana, al ofrecer protección efectiva a una mujer que 

pertenece a un grupo que enfrenta una problemática específica y 

desproporcionada y elimina los obstaculos a los que se enfrenta 

para garantizar su derecho a la educación en un entorno seguro y 

respetuoso.

Por consiguiente, contrario a lo que propone el accionante, 

las medidas de protección no implican, por sí mismas, que se 

vulneraran sus derechos humanos al exponerlo a mayores 

riesgos, pues, el que se hubiera ordenado y ejecutado que el 

quejoso no tuviera contacto y guardara distancia respecto de la 

presunta víctima, tuvo como objetivo o fin fundamental el proteger 

la integridad física, psicológica o impedir cualquier daño que se le 

pudiera causar ante los posibles hechos de violencia que pudiera 

perpetrar el presunto agresor.

Motivo por el cual, la autoridad que las dictó tomó en cuenta 

que fueran inmediatas, efectivas, ejecutadas y se prolongaran por 

el tiempo necesario, debiendo dejar claro que, es inconcuso que 

el derecho de seguridad de una víctima de agresión contra la 

mujer es de prioridad en estos asuntos, conforme a la legislación 

analizada; además, no se advierte que exista algún nexo causal 

entre las medidas de protección que se tomaron en su momento y 

el riesgo inminente en el que, con éstas, a su decir se puso al 

peticionario con su exhibición, pues, como lo indicó la sala, se 

limitaron a garantizar los derechos humanos y la integridad de la 

presunta víctima, mientras que, las publicaciones que se hicieron 

en redes sociales y los actos que ocurrieron dentro del campus, 

mediante los cuales lo señalaron como violador, fueron llevados a 

cabo por otras personas, no por la autoridad.
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Cabe precisar, que lo anterior no implica que se hubiera 

prejuzgado sobre su culpabilidad en la comisión de los delitos que 

le fueron imputados ni que se hubiese violado su derecho a la 

presunción de inocencia, en virtud de que las medidas 

precautorias no tienen el alcance de definir situaciones de 

derecho; además, al ser preventivas, para su emisión se analizan 

los distintos escenarios que se pudieran presentar, dado que, a 

partir de ello, es que se puede determinar en qué consistirán, de 

suerte que no sería lógico que se condicionen a que se tenga 

certeza indiscutible sobre la actuación futura del presunto agresor.

En esa tesitura, la UAM actuó dentro de sus facultades al 

implementar medidas precautorias para evitar el contacto entre el 

actor y la víctima. Estas medidas no prejuzgaron la culpabilidad 

del actor, sino que respondieron a una obligación institucional de 

proteger la integridad de las y los estudiantes en contextos de 

denuncias de violencia de género, alineándose con los principios 

internacionales y nacionales de derechos humanos.

Acorde a lo expuesto, el principio de presunción de 

inocencia no excluye la posibilidad de implementar medidas de 

prevención en casos donde existe una denuncia y se persigue 

garantizar un entorno seguro, como lo dispone la Convención de 

Belém do Pará. Por consiguiente, la UAM no actuó como 

autoridad jurisdiccional, sino como una institución educativa con la 

obligación de prevenir situaciones de riesgo dentro de su ámbito 

de competencia. Las medidas adoptadas fueron administrativas y 

precautorias, sin implicar una determinación de culpabilidad 

contra el actor.

Tampoco asiste la razón al accionante en cuanto a que 

debió aplicarse en su beneficio el principio de progresividad y que 

existió una desigualdad en la protección de sus derechos, debido 
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a que la UAM actuó conforme al marco constitucional y 

convencional previamente expuesto, priorizando la protección de 

la presunta víctima de violencia de género, lo que, desde luego, 

no implica desprotección hacia el actor, sino la adopción de 

medidas precautorias proporcionales −en ese momento− para 

prevenir riesgos mayores, las cuales son de naturaleza provisional 

y no definitivas. 

Máxime que las medidas no vulneraron derechos 

fundamentales del accionante, ya que éste pudo continuar con 

sus estudios y no se acreditó afectación sustancial a su integridad 

o dignidad, tanto es así que las medidas de protección en 

contextos de violencia deben garantizar la seguridad de las 

personas en situación de vulnerabilidad, sin que ello implique un 

trato desigual, dado que no se privó indebidamente de sus 

derechos fundamentales al promovente, por el contrario, se 

permitió la conclusión de sus estudios al estudiante de referencia, 

implementando medidas que aseguraran la convivencia armónica 

y la seguridad en sus instalaciones.

En ese orden de ideas, es infundado el argumento en el que 

sostiene que la responsable excedió sus facultades derivado de 

que convalidó los hechos planteados por la autoridad demandada, 

que actuó sin fundamentos y los retomó para negar la actividad 

irregular en que incurrió; lo anterior, porque conforme a lo 

expuesto en este apartado, el rector de la UAM actuó dentro del 

marco constitucional y convencional, debido a que estuvo 

obligado a ordenar las medidas necesarias para proteger la 

integridad física y psicológica de la víctima de actos de violencia, 

por ende, no se acredita alguna actividad irregular de su parte, 

que dé lugar a reclamar una responsabilidad patrimonial por parte 

de la autoridad del Estado en lo que concierne a este apartado.

Sin que las afirmaciones del accionante, en cuanto a que 
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existió una actividad administrativa irregular, deban considerarse 

como suficientes, en torno a que la UAM permitió y toleró 

publicaciones en redes sociales, carteles y declaraciones en 

conferencias en su contra, lo que generó actos de acoso, 

“bullying”, “moobing”, y de exhibición en su perjuicio, dentro de la 

unidad universitaria, pues fueron perpetradas, con su 

autorización, por miembros de la comunidad universitaria, al no 

prevenir ni atender esos actos de acoso y exhibición pública.

Para explicar lo anterior, se estima oportuno traer a colación 

que efectivamente la “División de Ciencias Sociales y 

Humanidades de la UAM-A”, a través de la red social Facebook, 

convocó para el catorce de noviembre de dos mil diecisiete a la 

“Segunda Jornada Cultural Universitaria con Perspectiva de 

Género. Mujeres Guerreras, Otro Mundo es Posible”, la cual fue 

transmitida vía streaming por la plataforma de YouTube, en la liga 

electrónica83 

https://www.youtube.com/watch?v=Dx9MR6Mlaxs&t=8971s 

En la mesa de discusión, que se llevó a cabo el catorce de 

noviembre de dos mil diecisiete, participaron las ponentes:

83 Es importante indicar que la información referida se invoca como hecho notorio, en 
términos del artículo 88, del Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación 
supletoria a la Ley de Amparo, pues los datos que ahí se contiene son accesibles a través de 
la consulta de la página electrónica de referencia, que se utiliza para poner a disposición del 
público, entre otros servicios, la información relativa, siendo confiable dicho instrumento 
electrónico, al tratar de comunicar los datos existentes, máxime que en la actualidad las y los 
particulares, así como los órganos públicos se encuentran comunicados electrónicamente, 
por distintos medios, como son, entre otros, el teléfono, el correo electrónico, las 
videoconferencias o el internet, que es una red informática de difusión nacional e 
internacional. Tiene apoyo lo anterior, en la parte conducente, la jurisprudencia 2a./J 
195/200983, de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de rubro: 
“TESTIMONIAL. NO ES IDÓNEA PARA ACREDITAR EL ACTO CONCRETO DE 
APLICACIÓN DE UNA LEY TRIBUTARIA CONSISTENTE EN LA GENERACIÓN O 
COMUNICACIÓN DE INFORMACIÓN A TRAVÉS DE MEDIOS ELECTRÓNICOS.” 
(Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, tomo XXX, diciembre de 2009, página 
316). Es igualmente aplicable la jurisprudencia XX.2o. J/2483, sustentada por el Segundo 
Tribunal Colegiado del Vigésimo Circuito, que este tribunal colegiado comparte, que en su 
rubro dispone: “HECHO NOTORIO. LO CONSTITUYEN LOS DATOS QUE APARECEN EN 
LAS PÁGINAS ELECTRÓNICAS OFICIALES QUE LOS ÓRGANOS DE GOBIERNO 
UTILIZAN PARA PONER A DISPOSICIÓN DEL PÚBLICO, ENTRE OTROS SERVICIOS, LA 
DESCRIPCIÓN DE SUS PLAZAS, EL DIRECTORIO DE SUS EMPLEADOS O EL ESTADO 
QUE GUARDAN SUS EXPEDIENTES Y, POR ELLO, ES VÁLIDO QUE SE INVOQUEN DE 
OFICIO PARA RESOLVER UN ASUNTO EN PARTICULAR.” (Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Novena Época, tomo XXIX, de enero de dos mil nueve, página 
2470).
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➢  ***** ***** ****** *******, alumna de la 

licenciatura en Sociología.

➢  **** ****** **** *** , alumna y representante de las y 

los alumnos de Sociología en el Consejo Divisional de 

Ciencias Sociales y Humanidades.

➢  ******** ******** ********* , alumna y representante 

de las y los alumnos de Sociología en el Consejo 

Divisional de Ciencias Sociales y Humanidades.

➢ Doctora ***** ****** ******, jefa del departamento de 

Sociología de la UAM.

➢ Doctora  **** ***** ********* ******* , profesora 

investigadora titular del departamento de Derecho.

➢ Historiadora  ***** ******* **** ****** , asesora en 

la Universidad Pedagógica Nacional, Toluca. 

De la escucha y visualización de ésta se aprecia que la 

segunda jornada cultural universitaria con perspectiva de género 

tuvo como propósito principal visibilizar y reflexionar sobre las 

problemáticas de género, particularmente en relación con la 

violencia contra las mujeres, dentro y fuera del ámbito 

universitario. 

Este evento buscó promover una cultura de igualdad y 

respeto entre géneros mediante actividades académicas, 

culturales y de análisis colectivo. Enmarcada en el “Día 

Internacional de la Eliminación de la Violencia contra la Mujer”, la 

jornada buscó posicionarse como un esfuerzo para sensibilizar y 

generar un impacto social y educativo en la comunidad 

universitaria.

Así, en la mesa de trabajo inicial, titulada “Acoso y 

Hostigamiento Sexual en Espacios Universitarios”, se abordaron, 

de manera específica, las experiencias de violencia de género 
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dentro del contexto universitario, analizando tanto las causas 

como las posibles soluciones. Además, se buscó destacar los 

esfuerzos de diferentes instituciones, incluidas redes 

universitarias, para implementar políticas de género y promover 

entornos seguros para las mujeres. En la mesa de diálogo se 

presentaron diagnósticos, propuestas y actividades orientadas a 

erradicar la violencia de género, fomentar la igualdad y 

transformar las dinámicas de poder existentes, así como temas 

relacionados con el feminicidio.

Durante la exposición se hizo una mecánica de preguntas y 

respuestas con el estudiantado presente. Precisamente, una de 

las alumnas asistentes destacó y acentuó el problema existente 

en la UAM Azcapotzalco, cuestionando que debían tomarse 

acciones necesarias para abordar y atender los casos de violencia 

de género suscitados en ese plantel, en tanto que en diversos 

casos no se habían tomado acciones y en palabras de la alumna 

refirió, a las 2 (dos) horas con 17 (diecisiete) minutos y 50 

(cincuenta) segundos de transmisión −y grabación− lo siguiente: 

“…sobre actitudes feminicidas y sobre lo que yo quiero hablar en 
este momento porque hubieron varios puntos que de hecho 
tomaron y en los que tengo como cierto interés o quisiera 
exponerlos, uno es el protocolo de atención a víctimas de 
violencia de género que no se ha tomado aquí en la UAM 
Azcapotzalco y que de hecho ha pasado a propuesta en el 
consejo y no se ha considerado relevante no se considera de 
importancia entonces ¿qué está pasando con eso realmente? o 
¿qué atención se le va a dar?, ¿qué es lo que sigue? Pues, 
porque yo considero que es de vital importancia que tengamos 
algún ordenamiento con el que podamos acudir o en el que nos 
podamos basar ya que en muchas ocasiones, pues, se han 
habido bastantes casos aquí en la UAM de denuncias de 
violencia de género en el que las compañeras se encuentran en, 
pues, en situación de violencia y se hace caso omiso entonces, 
pues, ¿por qué no hay como la legislación adecuada para 
atenderlas? además de que si se les da la atención, se les 
revictimiza, se duda de ellas, lo mismo que comentaba, lo 
vivimos aquí acudimos ante las autoridades, nunca se le ha 
dado una atención a la persona que está viviendo en la 
violencia, al contrario primero se prioriza al violentador que a la 
persona que está viviendo la violencia:; entonces, bueno, uno de 
los casos también quiero mencionarlo y quisiera, pues, hacer 
como el modo de pregunta hacia la doctora ***** ****** ******, 
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que, pues en uno de los casos también se acercó una 
compañera a exponer su denuncia de una violación de una 
persona que se encuentra trabajando aquí y la doctora dijo que 
primero tenía que escuchar su versión para pues ver qué 
pasaba, no, porque primero se tiene que priorizar al violentado 
[…] no sé si quiere dar como una respuesta al respecto […] nos 
queda claro que en la UAM no nos están poniendo atención y yo 
sí quisiera en mi opinión con alguien, si está teniendo conductas 
feminicidas con nosotras y no nos está dando los mecanismos 
para que nos sientamos seguras, incluso tenemos que tener 
miedo de exponerlo aquí porque no sabemos qué va a pasar 
después, ah entonces pues sí que hay personas que tienen 
cargos importantes aquí que son violadores y acosadores 
incluso dentro de los mismos activistas, no, y pues es una 
situación que se tiene que empezar a atender aquí en la UAM 
que porque es preocupante entonces pues nos queda claro que 
las instituciones no nos van a o no nos están haciendo 
realmente caso a nuestras demandas y por eso es que estamos 
decidiendo armar nuestras propias redes de atención y bueno yo 
también quisiera hacerles la invitación vamos a formar un muro 
para atención de denuncias porque, pues, nosotras sí les 
creemos a todas, entonces es lo que vamos a hacer ya que las 
autoridades no les creen a las compañeras, nosotras sí y, pues, 
quisiera saber qué es lo que viene o sea qué vamos a hacer en 
conjunto…” 

Ahora, específicamente, de las 2 (dos) horas con 20 (veinte) 

minutos y 21 (veintiún) segundos a las 2 (dos) horas con 20 

(veinte) minutos y 35 (treinta y cinco) segundos, así como a las 2 

(dos)  horas con 21 (veintiún) minutos y 20 (veinte) segundos a 

las 2 (dos)  horas con 21 (veintiún) minutos y 54 (cincuenta y 

cuatro) segundos, de transmisión, se aprecia que, ciertamente, un 

grupo de estudiantado, en el lugar de la sesión, se “manifestó” 

con carteles que visualizaban diversas consignas, en un cartel se 

indica: “ANTE LA VIOLENCIA MACHISTA ¡¡AUTODEFENSA 

FEMINISTA!!” “#YO SÍ TE CREO”; en otro, se alcanza a leer, con 

letras rojas: “UNO DE TANTOS [ilegible] DENTRO DE [ilegible] 

UNIVERSIDAD”, con unos aparentes posteos realizados en redes 

sociales, sin distinguir su contenido y, uno más, con dos 

fotografías, con letras rojas, “VIOLADOR”, “¿SI ESTOS SON LOS 

ACTIVISTAS DE IZQUIERDA”, ¿CUÁL ES EL PODER DE LAS 

COMPAÑERAS EN LA LUCHA?, “PROTESTO POR LA 

DENUNCIANTE”, sin apreciarse el demás contenido. 

De los hechos descritos se puede apreciar que éstos no 
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constituyen actos de violencia, discriminación, bullying, mobbing, 

acoso u hostigameinto hacia el accionante. Por el contrario, se 

tratan de actividades y expresiones legítimas desarrolladas en un 

entorno académico con fines educativos y de sensibilización, en 

ejercicio de las personas participantes del derecho a la 

manifestación y la libertad de expresión.

La “Segunda Jornada Cultural Universitaria con Perspectiva 

de Género: Mujeres Guerreras, Otro Mundo es Posible” fue un 

evento de naturaleza académica y cultural, diseñado para 

visibilizar y analizar las problemáticas de género, especialmente la 

violencia contra las mujeres. Enmarcado en el Día Internacional 

de la Eliminación de la Violencia contra la Mujer, este evento 

promovió una reflexión colectiva y documentada sobre temas 

relevantes como el acoso, el feminicidio y las dinámicas de poder 

de género dentro del ámbito universitario y social. La mesa de 

discusión titulada Acoso y Hostigamiento Sexual en Espacios 

Universitarios permitió un análisis de estas problemáticas, 

incluidas propuestas para mejorar los protocolos institucionales y 

garantizar espacios seguros para todo el estudiantado.

Es importante señalar que este tipo de actividades tienen un 

valor educativo fundamental y además no sólo constituyen una 

exigencia, sino una obligación a la que se encuentra constreñida 

la UAM, de conformidad con lo estatuido en los artículos 4, incisos 

c y d84, 5º, numeral 185, de la Declaración de las Naciones Unidas 

84 “Artículo 4. La educación y la formación en materia de derechos humanos deben basarse 
en los principios de la Declaración Universal de Derechos Humanos y los demás 
instrumentos y tratados pertinentes, con miras a:
(…)
c) Lograr el ejercicio efectivo de todos los derechos humanos y promover la tolerancia, la no 
discriminación y la igualdad; 
d) Garantizar la igualdad de oportunidades para todos mediante el acceso a una educación y 
formación en materia de derechos humanos de calidad, sin ningún tipo de discriminación;
(…)”
85 “Artículo 5 
1. La educación y la formación en materia de derechos humanos, tanto si las imparten 
agentes públicos o privados, deben basarse en los principios de la igualdad, especialmente 
la igualdad entre niños y niñas y entre hombres y mujeres, la dignidad humana, la inclusión y 
la no discriminación.
(…)”
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sobre la Educación y Formación en materia de Derechos 

Humanos86, 1087 de la Convención sobre la Eliminación de Todas 

las Formas de Discriminación contra la Mujer (CEDAW); 8, inciso 

b88, de la Convención Belém Do Pará; 3º, párrafo undécimo89, de 

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en 

relación con los artículos 17, fracción X90, de la Ley General para 

86 Naciones Unidas, Asamblea General, “Declaración de las Naciones Unidas sobre 
educación y formación en materia de derechos humanos”, consultable en: 
http://www.derechoshumanos.unlp.edu.ar/assets/files/documentos/declaracion-de-naciones-
unidas-sobre-educacion-y-formacion-en-materia-de-derechos-
humanos.pdf#:~:text=La%20educaci%C3%B3n%20y%20la%20formaci%C3%B3n%20en%2
0materia%20de,promoci%C3%B3n%20de%20una%20cultura%20universal%20de%20derec
hos%20humanos. 
87 “Artículo 10
Los Estados Parte adoptarán todas las medidas apropiadas para eliminar la discriminación 
contra la mujer, a fin de asegurarle la igualdad de derechos con el hombre en la esfera de la 
educación y en particular para asegurar, en condiciones de igualdad entre hombres y 
mujeres:
a) Las mismas condiciones de orientación en materia de carreras y capacitación profesional, 
acceso a los estudios y obtención de diplomas en las instituciones de enseñanza de todas 
las categorías, tanto en zonas rurales como urbanas; esta igualdad deberá asegurarse en la 
enseñanza preescolar, general, técnica, profesional y técnica superior, así como en todos los 
tipos de capacitación profesional;
b) Acceso a los mismos programas de estudios, a los mismos exámenes, a personal docente 
del mismo nivel profesional y a locales y equipos escolares de la misma calidad;
c) La eliminación de todo concepto estereotipado de los papeles masculino y femenino en 
todos los niveles y en todas las formas de enseñanza, mediante el estímulo de la educación 
mixta y de otros tipos de educación que contribuyan a lograr este objetivo y, en particular, 
mediante la modificación de los libros y programas escolares y la adaptación de los métodos 
de enseñanza;
d) Las mismas oportunidades para la obtención de becas y otras subvenciones para cursar 
estudios;
e) Las mismas oportunidades de acceso a los programas de educación permanente, 
incluidos los programas de alfabetización funcional y de adultos, con miras en particular a 
reducir lo antes posible toda diferencia de conocimientos que exista entre hombres y 
mujeres;
f) La reducción de la tasa de abandono femenino de los estudios y la organización de 
programas para aquellas jóvenes y mujeres que hayan dejado los estudios prematuramente;
g) Las mismas oportunidades para participar activamente en el deporte y la educación física;
h) Acceso al material informativo específico que contribuya a asegurar la salud y el bienestar 
de la familia, incluida la información y el asesoramiento sobre planificación de la familia.”
88 “Artículo 8 Los Estados Partes convienen en adoptar, en forma progresiva, medidas 
específicas, inclusive programas para: 
(…)
b. modificar los patrones socioculturales de conducta de hombres y mujeres, incluyendo el 
diseño de programas de educación formales y no formales apropiados a todo nivel del 
proceso educativo, para contrarrestar prejuicios y costumbres y todo otro tipo de prácticas 
que se basen en la premisa de la inferioridad o superioridad de cualquiera de los géneros o 
en los papeles estereotipados para el hombre y la mujer que legitimizan o exacerban la 
violencia contra la mujer;”
89 “Artículo 3º.
(…)
Los planes y programas de estudio tendrán perspectiva de género y una orientación 
integral, por lo que se incluirá el conocimiento de las ciencias y humanidades: la enseñanza 
de las matemáticas, la lecto-escritura, la literacidad, la historia, la geografía, el civismo, la 
filosofía, la tecnología, la innovación, las lenguas indígenas de nuestro país, las lenguas 
extranjeras, la educación física, el deporte, las artes, en especial la música, la promoción de 
estilos de vida saludables, la educación sexual y reproductiva y el cuidado al medio 
ambiente, entre otras...”
90 “Artículo 17. La Política Nacional en Materia de Igualdad entre mujeres y hombres deberá 
establecer las acciones conducentes a lograr la igualdad sustantiva en el ámbito, económico, 
político, saludable, social y cultural.
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la Igualdad entre Hombres y Mujeres, y 45, fracciones I y II91, de 

la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de 

Violencia.

Las disposiciones de referencia obligan a todas las 

instituciones educativas, incluyendo a la UAM, a que, en el ámbito 

de sus competencias, los planes y programas de estudio se 

elaboren con perspectiva de género y con una orientación 

integral, lo que implica su transversalización92, en sus más 

importantes tareas sustantivas, la docencia y la construcción del 

conocimiento. 

Así, las actividades realizadas en la “Segunda Jornada 

Cultural Universitaria con Perspectiva de Género” no sólo 

representan un esfuerzo educativo, sino también el cumplimiento 

de una obligación institucional, en tanto que esta responsabilidad 

deriva de los compromisos nacionales e internacionales que rigen 

el actuar de las instituciones educativas en materia de derechos 

humanos y perspectiva de género, habida cuenta que la 

Constitución y los instrumentos internacionales obligan a los 

Estados y sus instituciones a incorporar enfoques integrales y con 

perspectiva de género en sus planes y programas educativos.

La Política Nacional que desarrolle el Ejecutivo Federal deberá considerar los siguientes 
lineamientos:
X. En el sistema educativo, la inclusión entre sus fines de la formación en el respeto de los 
derechos y libertades y de la igualdad entre mujeres y hombres, así como en el ejercicio de 
la tolerancia y de la libertad dentro de los principios democráticos de convivencia; así como 
la inclusión dentro de sus principios de calidad, de la eliminación de los obstáculos que 
dificultan la igualdad efectiva entre mujeres y hombres;
(…)””
91 “Artículo 45. Corresponde a la Secretaría de Educación Pública:
I. Definir en las políticas educativas los principios de igualdad, equidad y no discriminación 
entre mujeres y hombres y el respeto pleno a los derechos humanos;
II. Desarrollar programas educativos, en todos los niveles de escolaridad, que 
fomenten la cultura de una vida libre de violencia contra las mujeres y el respeto a su 
dignidad; así como la comprensión adecuada al ejercicio del derecho a una paternidad y 
maternidad libre, responsable e informada, como función social y el reconocimiento de la 
responsabilidad compartida de hombres y mujeres en cuanto a la educación y el desarrollo 
de sus hijos;
(…)”
92 De conformidad con el artículo 5, fracción VII, de la Ley General para la Igualdad entre 
Hombres y Mujeres, la transversalidad consiste en: “…el proceso que permite garantizar la 
incorporación de la perspectiva de género con el objetivo de valorar las implicaciones que 
tiene para las mujeres y los hombres cualquier acción que se programe, tratándose de 
legislación, políticas públicas, actividades administrativas, económicas y culturales en las 
instituciones públicas y privadas.”
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En este contexto, los actos y manifestaciones desarrollados 

durante la jornada son congruentes con los artículos 4 y 5 de la 

Declaración de Naciones Unidas, que establecen que la 

educación debe ser un vehículo para el conocimiento y la 

promoción de los derechos humanos. Asimismo, el artículo 10 de 

la CEDAW refuerza la importancia de garantizar la igualdad de 

acceso a la educación y de incluir contenidos que promuevan la 

equidad de género. De manera complementaria, el marco 

nacional, en el artículo 3°; constitucional y las leyes generales en 

materia de igualdad y acceso a una vida libre de violencia, 

establece que las instituciones educativas están obligadas a 

implementar medidas y políticas que fomenten el respeto, la 

igualdad y la eliminación de la violencia en sus diversos espacios.

Por ello, como una medida para garantizar espacios libres 

de violencia, se advierte la necesidad de abrir espacios de 

conocimiento, mediante el currículo universitario (seminarios, 

conversatorios, talleres, entre otros), mediante los cuales se 

garantice un acceso a la educación con perspectiva de género, lo 

que incluso constituye una directriz y una medida orientativa para 

que en todos sus niveles de estudios, facultades, planteles, 

escuelas y programas se dé cumplimiento a las mandatos 

constitucionales y convencionales que resultan aplicables.

Se considera de ese modo, porque incluir la perspectiva de 

género en el currículo universitario, supone construir 

conocimientos y saberes en torno a la reflexión del impacto del 

género en las diferentes disciplinas y ciencias, lo que alude 

también al desarrollo de capacidades profesionales que 

fortalecerán el perfil de egreso de las y los futuros profesionistas 

como un recurso de apoyo institucional, pues abren espacios para 

el debate y la formación crítica de todo el estudiantado sobre 

temas que afectan directamente a la comunidad universitaria y a 
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la sociedad en general.

Si bien, en el marco de la mesa de trabajo, el estudiantado 

se manifestó utilizando carteles con consignas relacionadas con la 

violencia de género, lo cierto es que estos actos se inscriben 

dentro del ejercicio del derecho constitucional a la manifestación y 

la libertad de expresión, pilares fundamentales en una sociedad 

democrática, respecto de las personas que así se expresaron.

Los mensajes plasmados en los carteles, aunque 

contundentes, forman parte de una legítima expresión de las 

preocupaciones y demandas del estudiantado frente a 

problemáticas sociales urgentes. Además, este tipo de 

manifestaciones son habituales en espacios educativos que 

valoran la pluralidad de ideas y el debate crítico. Cabe destacar 

que no se aprecia en los actos descritos ninguna intención de 

hostigar, agredir o acosar a persona alguna, pues, se insiste, la 

apertura de este evento fue educativa e informativa, sin que éste 

jamás tuviera por objeto, que la propia universidad exhibiera y 

denunciara públicamente a alguna persona en concreto, o que 

permitiera o tolerara indebidamente que ello ocurriera. 

En otras palabras, la exhibición de carteles durante el 

evento es parte del derecho fundamental a la manifestación, el 

cual está protegido por la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos y los tratados internacionales. Estas acciones 

deben entenderse como una herramienta educativa que visibiliza 

problemas sociales relevantes, en este caso, la violencia de 

género y las demandas de atención por parte de la comunidad 

estudiantil. Este ejercicio de libertad de expresión en un espacio 

público universitario no puede ni debe interpretarse como un acto 

de violencia, hostigamiento o acoso, sino como una forma legítima 

de participación activa en la construcción de una sociedad más 

justa e igualitaria.
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No se soslaya que en el vídeo se aprecia la aparente 

captación de fotografías por parte de las expositoras y asistentes 

durante el evento con teléfonos celulares, sin embargo, ello no 

constituye un acto de violencia o acoso. En espacios públicos 

como los foros académicos, las fotografías son un medio o 

mecanismo habitual para documentar las actividades realizadas, 

apreciar el impacto del evento y promover futuras reflexiones. 

Este registro visual no debe interpretarse como una acción 

intimidatoria, sino como parte de las prácticas comunes en este 

tipo de encuentros.

Incluso, las actividades y expresiones descritas en la 

jornada, esto es, en la mesa de discusión, forman parte de un 

entorno académico y cultural donde se privilegia el análisis, el 

diálogo y el ejercicio de derechos fundamentales como la libertad 

de expresión y la manifestación, como sucede también en la 

republicación de las personas que participaron en el evento 

académico a través de su propio perfil en la red social de 

Facebook, en tanto que, de las pruebas ofrecidas, no se advierte 

que éstas hubieran aludido de manera particular a la parte 

quejosa bajo una calidad específica, por el contrario, el haber 

compartido su participación abona a que sus seguidores y público 

en general, que incluso no estuvo presente en el evento, 

conozcan la información que cada una de las disertantes 

presentó. 

Por ello, lejos de constituir actos de violencia, estas 

acciones tienen un propósito educativo y de sensibilización, cuyo 

objetivo es generar cambios positivos en las dinámicas sociales y 

en las instituciones académicas. El derecho a la manifestación, 

especialmente en temas de interés colectivo como la violencia de 

género, no puede ni debe inhibirse, pues es un motor para la 

construcción de una sociedad más igualitaria, consciente y 
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equitativa, por el contrario, limitarlo indebidamente podría generar 

actos de censura. 

En esa tesitura, las actividades desarrolladas durante la 

jornada cultural universitaria constituyen un modelo de educación 

integral orientado al análisis, la reflexión y la acción 

transformadora en torno a las desigualdades de género. Estas 

iniciativas reflejan el compromiso de la universidad con sus 

obligaciones legales y académicas, al tiempo que fortalecen el 

derecho de la comunidad universitaria a manifestarse y expresar 

sus preocupaciones de manera pacífica y constructiva. En última 

instancia, estas actividades enriquecen el entorno académico y 

fortalecen al grupo social histórica y tradicionalmente discriminado 

por actos de violencia. 

Así, inhibir la manifestación y la libertad de expresión −de 

las expositoras y de las alumnas− podría considerarse como un 

acto de censura, que bien podría vulnerar sus derechos 

fundamentales, en su calidad de víctimas. Incluso, “los tendederos 

de denuncia”93 han emergido como un mecanismo colectivo de 

93 “Esta dinámica fue gestada a partir de 2017 y durante 2019 por los movimientos que 
oscilan desde los tendederos y el #MeTooAcadémico, iniciado en la Universidad Nacional 
Autónoma de México, el cual se extendió a universidades privadas y tuvo como demandas 
un mayor presupuesto para garantizar la seguridad dentro de las instalaciones universitarias 
y la escritura o reescritura de protocolos, así como una variedad de exigencias para detener 
la violencia” (ORTIZ ORTEGA, Adriana; GONGORA, Janette y AGUILAR BARROSO, 
Claudia. Dilemas constitucionales vigentes en la implementación de los protocolos para 
atender la violencia de género en las universidades. Rev. mex. cienc. polít. Soc [online]. 
2022, vol.67, n.244 [citado 2024-12-04], pp.221-262. Disponible en: 
<http://www.scielo.org.mx/scielo.php?script=sci_arttext&pid=S0185-
19182022000100221&lng=es&nrm=iso>.  Epub 17-Abr-2023. ISSN 0185-
1918.  https://doi.org/10.22201/fcpys.2448492xe.2022.244.78115). “Los tendederos de 
denuncias no siempre se dedicaron a denunciar por su nombre a hombres por conductas 
sexuales violentas. Se los puede rastrear hasta 1978, cuando la activista de performance 
Mónica Mayer instaló por primera vez su obra de arte conceptual El tendedero en el Museo 
Mexicano de Arte Moderno. La obra de Mayer buscaba que las mujeres contaran sus 
experiencias sobre vivir en la Ciudad de México siendo mujeres; en esa exhibición 
del tendedero, la respuesta más común giró en torno al acoso sexual en las calles. 
Aunque la pieza de Mónica Mayer se ha reactivado en múltiples ocasiones desde entonces, 
no fue hasta el año 2018 que encontramos el primer tendedero de denuncias universitario. 
Hubo un cambio entre El tendedero y los tendederos de denuncias que lo sacaron de 
espacios controlados y preguntas predeterminadas y modificaron su propósito. Creo que ese 
cambio tiene que ver con dos prácticas feministas: las redes de susurros y una de sus 
manifestaciones, el movimiento #MeToo de 2017.
Como expone Deborah Tuerkheimer, el movimiento #MeToo puede describirse como la 
viralización de una red de susurros. Ambos son “canales de información no oficiales 
destinados a crear espacios seguros para que las mujeres cuenten sus experiencias de 
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visibilización de la violencia de género94, principalmente en 

espacios educativos y universitarios, ya que, precisamente, este 

fenómeno refleja la necesidad de quienes han sido víctimas de 

violencia sexual, acoso o discriminación, de romper el silencio y 

buscar justicia95 en contextos donde las estructuras formales 

suelen ser insuficientes o inaccesibles, situación que no es más 

alejada a una realidad para la víctima, en tanto que si bien ****** 

******** ***** *******, en el año de dos mil diecisiete denunció, 

ante la autoridad ministerial, hechos ocurridos en abril de dos mil 

quince (violación agravada y aprovechamiento de confianza), lo 

cierto es que no se advierte que se hubiera realizado una 

adecuada investigación sobre dichos hechos, que dicha autoridad 

ministerial hubiera tomado medidas de seguridad, incluso que la 

propia universidad, a petición de la antes mencionada, hubiera 

emitido alguna de acuerdo con su situación particular, pues si bien 

se observan diversas acciones, lo cierto es que no existió una 

evaluación a su caso en particular. 

Lo que, de hecho, ha dado lugar razonablemente a una 

violencia sexual”. Los tendederos de denuncias son una manifestación de una red de 
susurros en el espacio público, pero va acompañada de un ritual, instaurado por su 
antecesor El tendedero; las mujeres van y cuelgan su “ropa sucia” para que la comunidad la 
vea. Lo que es personal se vuelve político. El trauma individual se convierte en una 
preocupación de seguridad pública, un problema estructural que debe ser reconocido.
En México, los tendederos se han alojado mayormente en las universidades, donde estudian 
o trabajan tanto la persona acusadora como la persona acusada. El primer tendedero que 
fue noticia nacional se instaló en la Facultad de Estudios Superiores Aragón de la UNAM, en 
2018. Fue orquestado por la asociación feminista Colectiva Violetas FES Aragón. Al igual 
que el movimiento #MeToo en 2017, los tendederos de denuncia -desde su primera 
viralización en 2018- han sido objeto de constantes críticas por parte de la prensa, las 
comunidades en las que están instalados y la sociedad mexicana. Las mujeres que eligen 
compartir sus experiencias de violación, agresión o acoso a través de tendederos son 
consideradas mentirosas, y los hombres acusados son vistos como víctimas. La reacción 
habitual de las autoridades es pedirles a las mujeres que revelen su identidad y presenten 
una denuncia formal para iniciar cualquier mecanismo que ofrezcan.” (Ramos Araujo, María 
Fernanda, IberICONnect El blog de la Revista Internacional de Derecho Constitucional en 
Español, “Los tendederos de denuncias: un poco de historia y mucho de derechos”, 8 de 
marzo de 2022. Disponible en: https://www.ibericonnect.blog/2022/03/los-tendederos-de-
denuncias-un-poco-de-historia-y-mucho-de-derechos/)
94 “La violencia de género en el contexto universitario se estudia a partir de la sociología de 
la negación para comprender las fases de silencio personal, social e institucional, hasta la 
lucha por el reconocimiento, por las que transitan las mujeres afectadas por la violencia de 
género hasta llegar a presentar sus quejas ante instancias judiciales y universitarias” 
(Barreto, Magali, “Violencia de género y denuncia pública en la universidad”, Revista 
Mexicana de Sociología 79, núm. 2 (abril - junio, 2017) ISSN: 0188-2503 , Disponible en: 
http://mexicanadesociologia.unam.mx/index.php/v79n2/226-v79n2-a2 
95 “…el despliegue de la denuncia como acción en la esfera pública puede ser un recurso 
eficaz no sólo para el acceso a la justicia, sino para brindar algún tipo de reparación a las 
denunciantes en la esfera personal, institucional o del derecho y social” (Ibidem)
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manifestación de esa naturaleza, esto es, la de romper el 

silencio96 y pretende buscar justicia o al menos desahogo  en 

contextos donde las estructuras formales suelen ser insuficientes 

o inaccesibles, es decir, cuando las mujeres no han encontrado 

respuestas institucionales prontas, diligentes y efectivas, han 

buscado otros espacios para denunciar las violencias que 

enfrentan cotidianamente. 

El presente caso, es un patrón reiterado de otros tantos que 

han ocurrido en los espacios universitarios, relacionados con 

violencia sexual, cuyas víctimas enfrentan dilemas entre el 

“silencio y la revelación”; “la negación institucional” y el 

“reconocimiento de las autoridades hacia las afectadas”. 

En el primer supuesto, deben: “…sortear diversas barreras 

para llegar a ser reconocidos y sancionados [los delitos de 

violencia sexual] por las autoridades universitarias. La primera 

dificultad es la propia aceptación de las agredidas; la mayoría de 

ellas no identifican los primeros signos de la violencia recibida. El 

segundo obstáculo radica en que aun si han comenzado el 

proceso personal de reconocimiento, no efectúan la revelación 

porque experimentan sentimientos negativos como culpa, 

vergüenza, ambivalencia y miedo (Chubin, 2014). Pocas son las 

personas que superan esta etapa; de las que lo hacen, sólo 

algunas deciden denunciar (Cantalupo, 2014)”.97

La segunda dificultad para el acceso a la justicia radica en 

96 “Algunas investigaciones sobre violencia de género en los centros de educación superior 
mexicanos consideran que el silencio institucional es el principal problema”; “La sociología 
de la negación propone explicar el silencio en diferentes niveles. La negación puede ser 
individual, personal, psicológica y privada o compartida, social, colectiva u organizada El 
silencio forma parte de los dispositivos de negación y para instituirlo se necesita de la 
negación colectiva. En las comunidades políticas, el encubrimiento obedece a las tradiciones 
de lealtad y secreto, la reciprocidad mutua, los códigos de silencio y el mandato de la 
ignorancia concertada o estratégica. La negación de la violencia de género, según la teoría 
feminista, se presenta a través de su aceptación tácita o encubierta para continuar 
reproduciendo el orden de género tradicionalmente asignado.” (Barreto, Magali, “Violencia de 
género y denuncia pública en la universidad”, op. cit., Disponible en: 
http://mexicanadesociologia.unam.mx/index.php/v79n2/226-v79n2-a2
97 Ibidem. 
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que la “mayoría de las denuncias por violencia sexual ante 

autoridades penales y universitarias no tienen buen cauce. Los 

testimonios no son reconocidos y las afectadas se ven expuestas 

a la doble victimización (Wright y Hawkins, 2011; Ulate, 2006). La 

tendencia a negar las quejas es un hecho casi universal en el 

ámbito de la educación superior. Dar a conocer el problema 

supone una amenaza para algunas autoridades y académicos.”98

La tercera situación que dificulta el acceso a la justicia es 

que “la denuncia pública por sí sola no es una garantía de éxito. 

Ésta requiere, además del sustento legal y la voluntad de las 

autoridades, el respaldo de un grupo organizado dispuesto a 

articular la lucha social, generar simpatía y solidaridad entre la 

comunidad universitaria receptora (Baker, 2008).”99 

Por eso, la denuncia pública es una respuesta estudiantil 

que ha logrado visibilizar la ausencia de protocolos e instancias 

especializadas para atender la violencia de género. Los vacíos 

institucionales dejan a las afectadas poco margen de acción 

dentro de los procedimientos institucionales para llevar a cabo el 

debido proceso; por lo tanto, las protestas sociales y las 
revelaciones públicas han tenido mayor efectividad para ser 
escuchadas y acceder a la justicia100.

De esta forma, los tendederos de denuncia tienen por 

objetivo, como mecanismo de expresión, protesta y manifestación 

de las víctimas, luchar contra la impunidad en casos de violencia 

de género, muchas veces anónimamente, donde exponen los 

nombres de presuntos agresores, detalles de los actos de 

violencia y mensajes que denuncian la tolerancia social e 

institucional hacia estas conductas, no obstante, quienes “eligen 

compartir sus experiencias de violación, agresión o acoso a través 

98 Ibidem.
99 Ibidem.
100 Ibidem. 
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de tendederos son consideradas mentirosas, y los hombres 

acusados son vistos como víctimas. La reacción habitual de las 

autoridades es pedirles a las mujeres que revelen su identidad y 

presenten una denuncia formal para iniciar cualquier mecanismo 

que ofrezcan.”101

Sin embargo, los beneficios de dichos tendederos son 

muchos, en virtud de que permiten: 

1. Visibilizar la violencia que usualmente se mantiene en el 

ámbito privado, o es minimizada.

2. Romper el silencio impuesto por el miedo, la vergüenza o 

la revictimización que enfrentan las personas al denunciar.

3. Crear conciencia colectiva sobre la magnitud del 

problema.

4. Presionar a las instituciones para que actúen con 

celeridad y justicia en los casos denunciados.

Se destaca lo anterior, porque “ni el movimiento #MeToo ni 

los tendederos de denuncia se orquestaron solo por sus efectos 

terapéuticos en las víctimas. Son parte de activismos que buscan 

romper la complicidad generalizada. Incluso la mayoría de las 

veces, pueden hacer lo que la ley no hace: cambiar la narrativa 
y obligar a las autoridades a actuar para restaurar el orden 
social.”102

Los tendederos se erigen, así, como herramientas de 

resistencia frente a la desigualdad de género y como espacios 

seguros para compartir experiencias, y aunque inevitablemente 

enfrentan tensiones éticas y legales, sí constituyen espacios de 

expresión y manifestación. 

101 Ramos Araujo, María Fernanda, IberICONnect, op. cit.
102 Ibidem. 
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Lo anterior permite llegar a la convicción de que los 

tendederos son legítimos en tanto se enmarcan en el derecho 

fundamental de la “libertad de expresión” y “manifestación o 

protesta”, reconocidos en los ordenamientos nacionales e 

internacionales. 

La primera prerrogativa encuentra fundamento en los 

artículos 1º y 6º, de la Constitución General de la República; 19 y 

29, de la Declaración Universal de los Derechos Humanos; IV, de 

la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre; 

19, del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; 13, de 

la Convención Americana de Derechos Humanos; y los puntos 1 y 

9, de la Declaración de Principios sobre Libertad de Expresión de 

la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, disposiciones 

que constituyen el marco constitucional y convencional del 

derecho humano referido, algunas de carácter vinculante y otras 

de naturaleza orientadora; mientras que la segunda de las 

aludidas, en los artículos 1º y 6º, de la norma fundamental, en 

correlación con otros preceptos legales de carácter constitucional 

como convencional.

II. 1. Libertad de expresión

La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación103 ha señalado que el derecho a la libertad de expresión, 

como se postula en las normas referidas, es un derecho humano 

que abarca la libertad de expresar el pensamiento, ideas y 

opiniones propias y difundirlas, así como la de buscar, recibir, 

transmitir y difundir información, de cualquier índole y materia, a 

través de cualquier medio, procedimiento o vía de expresión.

Incluso, el alto tribunal ha sostenido en sus precedentes, en 

103 Suprema Corte de Justicia de la Nación, Primera Sala, Amparo Directo en Revisión 
4868/2018, Sesión de 30 de octubre de 2019, Ministra Ponente: Norma Lucía Piña 
Hernández, Unanimidad de Votos, párrafo 70, p. 48.
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consonancia con los instrumentos y la doctrina convencional 

interamericana, que el derecho a la libertad de expresión tiene 

una doble dimensión; por una parte, corresponde al ámbito 

individual de la persona, pero además, tiene una vertiente 

colectiva y pública, pues trasciende al ámbito social y político de 

la sociedad, por lo que se erige como una condición para la 

existencia de una auténtica vida democrática104.

Este derecho, además, es necesario para poder ejercer 

significativamente otros derechos humanos, como el derecho a la 

educación, la libertad de pensamiento, el derecho al voto activo y 

pasivo y en general los de participación política, o los derechos de 

reunión y asociación con cualquier fin legítimo, por mencionar 

algunos, toda vez que sin una amplia posibilidad de expresión no 

podrían ejercerse esos derechos105. 

Así, la libertad de expresión tiene una especial conexión con 

la realización de distintos bienes colectivos, especialmente 

relevantes para los derechos humanos. La existencia y 

mantenimiento de una sociedad democrática, la existencia de las 

prácticas científicas y la posibilidad de acceder a la verdad, el 

desarrollo de la cultura, etcétera, son bienes públicos que sólo 

pueden generarse y mantenerse si, entre otras cosas, se prodiga 

una amplia protección a la libertad de expresar pensamientos, 

ideas, creencias, opiniones, etcétera106. 

Derivado de lo anterior, se ha estimado que la libertad de 

expresión tiene un peso especialmente relevante en las 

democracias constitucionales, por lo que debe tener una 

protección especial que implica, entre otras cosas, ciertas 
garantías como la prohibición de censura previa, un régimen 

que tutele ampliamente las prácticas periodísticas o la presunción 

104 Ibidem, párrafo 71, p. 49.
105 Ibidem, párrafo 74, p. 50.
106 Ibidem, párrafo 75, p. 50.
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de que cualquier contenido expresado en principio merece 

protección, la cual se explica por la obligación primaria de 
neutralidad del Estado frente a los contenidos de las 
opiniones y, en consecuencia, por la necesidad de garantizar 
que no existan personas, grupos, ideas o medios de 
expresión excluidos a priori del debate público107.

II.2. Derecho a la manifestación o protesta

En relación con este derecho, el pleno de la Suprema Corte 

de Justicia de la Nación108 ha definido lo siguiente: 

“[…]
Este derecho no solamente está íntimamente relacionado con 
los derechos de asociación y de reunión, de libertad de 
expresión, de participación política y del derecho de huelga o 
paro de laborales, entre otros109, sino que está previsto en 
nuestra Constitución desde mil novecientos diecisiete, por lo 
que, a la luz de los principios establecidos en el artículo 1º 
constitucional, debe ser reconocido con ese carácter y 
desarrollado en sus alcances por esta Suprema Corte110.

107 Ibidem, párrafo 76, po. 50 y 51.
108 Suprema Corte de Justicia de la Nación, Pleno, Acciones de Inconstitucionalidad 91/2019 
y sus acumuladas 92/2019 y 93/2019, Sesión de 8 de marzo de 2021, Ministro Ponente: 
José Fernando Franco González Salas, pp. 75 a 80.
109 Cfr. Comisión Interamericana de Derechos Humanos: Informe Anual de la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos 2005, Volumen II, Informe de la Relatoría para la 
Libertad de Expresión, OEA/Ser.L/V/II.124 Doc. 7, 27 de febrero de 2006, página 131, párr. 
8.
110 Este derecho puede reconocerse desde lo previsto en la Constitución Federal así como 
en los siguientes tratados internacionales. 

Artículo 6o. de la Constitución Federal:
La manifestación de las ideas no será objeto de ninguna inquisición judicial o 
administrativa, sino en el caso de que ataque a la moral, la vida privada o los 
derechos de terceros, provoque algún delito, o perturbe el orden público; el derecho 
de réplica será ejercido en los términos dispuestos por la ley. El derecho a la 
información será garantizado por el Estado.
Toda persona tiene derecho al libre acceso a información plural y oportuna, así como 
a buscar, recibir y difundir información e ideas de toda índole por cualquier medio de 
expresión. […]”.
Artículo 9o. de la Constitución Federal:
No se podrá coartar el derecho de asociarse o reunirse pacíficamente con cualquier 
objeto lícito; pero solamente los ciudadanos de la República podrán hacerlo para 
tomar parte en los asuntos políticos del país. Ninguna reunión armada, tiene derecho 
de deliberar.
No se considerará ilegal, y no podrá ser disuelta una asamblea o reunión que tenga 
por objeto hacer una petición o presentar una protesta por algún acto, a una 
autoridad, si no se profieren injurias contra ésta, ni se hiciere uso de violencias o 
amenazas para intimidarla u obligarla a resolver en el sentido que se desee”.
“Artículo 21 del Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos  
Se reconoce el derecho de reunión pacífica. El ejercicio de tal derecho sólo podrá 
estar sujeto a las restricciones previstas por la ley que sean necesarias en una 
sociedad democrática, en interés de la seguridad nacional, de la seguridad pública o 
del orden público, o para proteger la salud o la moral públicas o los derechos y 
libertades de los demás”.
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Lo anterior se acredita con el texto expreso del artículo 9 –
artículo hasta ahora no reformado en ninguna de sus partes- que 
en su segundo párrafo señala: “No se considerará ilegal, y no 
podrá ser disuelta, una asamblea o reunión que tenga por objeto 
hacer una petición o presentar una protesta por algún acto, a 
una autoridad, si no se profieren injurias contra esta, ni se 
hiciere uso de violencia o amenazas para intimidarla u obligarla 
a resolver en el sentido que se desee.”

El reconocimiento de este derecho a la protesta se incorporó al 
artículo 9º de nuestro Texto Fundamental en la Constitución de 
mil novecientos diecisiete. El texto original propuesto por 
Venustiano Carranza era el de mil ochocientos cincuenta y siete, 
en el cual no se hacía referencia alguna al derecho a la 
protesta.111

Fue en el Dictamen sobre el artículo 9º, presentado en la 20ª 

Artículo 13. Libertad de Pensamiento y de Expresión. Convención Americana 
sobre Derechos Humanos 
1. Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento y de expresión.  Este 
derecho comprende la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de 
toda índole, sin consideración de fronteras, ya sea oralmente, por escrito o en forma 
impresa o artística, o por cualquier otro procedimiento de su elección.
2. El ejercicio del derecho previsto en el inciso precedente no puede estar sujeto a 
previa censura sino a responsabilidades ulteriores, las que deben estar expresamente 
fijadas por la ley y ser necesarias para asegurar:
a) el respeto a los derechos o a la reputación de los demás, o
b) la protección de la seguridad nacional, el orden público o la salud o la moral 
públicas.
3. No se puede restringir el derecho de expresión por vías o medios indirectos, tales 
como el abuso de controles oficiales o particulares de papel para periódicos, de 
frecuencias radioeléctricas, o de enseres y aparatos usados en la difusión de 
información o por cualesquiera otros medios encaminados a impedir la comunicación 
y la circulación de ideas y opiniones.
4. Los espectáculos públicos pueden ser sometidos por la ley a censura previa con el 
exclusivo objeto de regular el acceso a ellos para la protección moral de la infancia y 
la adolescencia, sin perjuicio de lo establecido en el inciso 2.
5. Estará prohibida por la ley toda propaganda en favor de la guerra y toda apología 
del odio nacional, racial o religioso que constituyan incitaciones a la violencia o 
cualquier otra acción ilegal similar contra cualquier persona o grupo de personas, por 
ningún motivo, inclusive los de raza, color, religión, idioma u origen nacional.
Artículo 15. Derecho de Reunión. Convención Americana sobre Derechos 
Humanos 
Se reconoce el derecho de reunión pacífica y sin armas. El ejercicio de tal derecho 
sólo puede estar sujeto a las restricciones previstas por la ley, que sean necesarias 
en una sociedad democrática, en interés de la seguridad nacional, de la seguridad o 
del orden públicos, o para proteger la salud o la moral públicas o los derechos o 
libertades de los demás”.
Artículo 16.  Libertad de Asociación. Convención Americana sobre Derechos 
Humanos 
 1. Todas las personas tienen derecho a asociarse libremente con fines ideológicos, 
religiosos, políticos, económicos, laborales, sociales, culturales, deportivos o de 
cualquiera otra índole.
 2. El ejercicio de tal derecho sólo puede estar sujeto a las restricciones previstas por 
la ley que sean necesarias en una sociedad democrática, en interés de la seguridad 
nacional, de la seguridad o del orden públicos, o para proteger la salud o la moral 
públicas o los derechos y libertades de los demás.
 3. Lo dispuesto en este artículo no impide la imposición de restricciones legales, y 
aun la privación del ejercicio del derecho de asociación, a los miembros de las 
fuerzas armadas y de la policía.

111 El texto de la Constitución de 1857 del artículo 9º, era el siguiente: “9. A nadie se le puede 
coartar el derecho de asociarse ó de reunirse pacíficamente con cualquier objeto lícito; pero 
solamente los ciudadanos de la República pueden hacerlo para tomar parte en los asuntos 
políticos del país. Ninguna reunión armada tiene derecho de deliberar.”
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sesión ordinaria el veintidós de diciembre de mil novecientos 
dieciséis, que se introdujo el texto actual del segundo párrafo 
que se analiza. El razonamiento de incluir el derecho a la 
protesta se hizo en el primer párrafo del Dictamen, en el cual se 
expresó: “El derecho de asociación tal como fue reconocido por 
la Constitución de 1857, se ha transcripto en el artículo 9º del 
Proyecto de Constitución, ampliándolo hasta garantizar de una 
manera expresa la celebración de esos imponentes concursos 
conocidos con el nombre de manifestaciones públicas, que se 
organizan para significar el deseo de las masas en ocasiones 
solemnes, manifestaciones que han venido a ser la revelación 
de la intensa vida democrática del pueblo y merecen, por tanto, 
respeto y protección.”112  

Por supuesto esa concepción original ha evolucionado para 
darle un sentido mucho más amplio a este derecho, 
particularmente con el advenimiento de las convenciones y 
pactos internacionales en materia de derechos humanos. 

En ese sentido, el derecho a la protesta social es entendido 
como una forma de acción individual o colectiva dirigida a 
expresar ideas, visiones o valores de disenso, oposición, 
denuncia o reivindicación113. El ejercicio de este derecho parte 
de la base que la protesta tiene como una de sus funciones 
esenciales canalizar y amplificar las demandas, aspiraciones y 
reclamos de grupos de la población, entre ellos, los sectores que 
por su situación de exclusión o vulnerabilidad no acceden con 
facilidad a los medios de comunicación y a las instituciones de 
mediación tradicionales114.

Como es evidente, existe una fuerte interconexión e 
interdependencia entre, al menos, el derecho a la libertad de 
expresión, el derecho de reunión y el derecho a la protesta 
social. 

Por una parte, la expresión de opiniones, difusión de información 
y articulación de demandas constituyen objetivos centrales de 
las protestas sociales. Al respecto, la Comisión Interamericana 
de Derechos Humanos y su Relatoría Especial para la Libertad 
de Expresión han reiterado que “la libertad de expresión se 
inserta en el orden público primario y radical de la democracia, 
que no es concebible sin el debate libre y sin que la disidencia 
tenga pleno derecho de manifestarse”.115 

Por otra parte, el Consejo de Derechos Humanos de las 
Naciones Unidas a través del Relator Especial sobre los 
derechos a la libertad de reunión pacífica y de asociación, ha 
reconocido a las reuniones como toda congregación intencional 

112 Cámara de Diputados, Derechos del Pueblo Mexicano, Grupo Editorial Miguel Ángel 
Porrúa, 1994,Tomo II, pág. 959.
113 Tal como menciona la Relatoría Especial para la Libertad de Expresión de la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos, de la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos en el documento: “Estándares sobre los derechos involucrados en la protesta 
social y las obligaciones que deben guiar la respuesta estatal”, 2019, página 5, párrafo 1. 
114 Ibid, p. 1 
115 OEA/Ser.L/V/II.124 Doc. 7, Capítulo V, “Las Manifestaciones Públicas como Ejercicio de 
la Libertad de Expresión y la Libertad de Reunión”, párr. 6 citando jurisprudencia de la Corte 
en Colegiación Obligatoria de Periodistas, Opinión Consultiva OC 5/85, Serie A, Nº 5, del 13 
de noviembre de 1985, párr. 69.
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y temporal de un grupo de personas en un espacio privado o 
público con un propósito concreto116. Asimismo, han indicado 
que estos derechos “desempeñan un papel muy dinámico en la 
movilización de la población y la formulación de sus 
reclamaciones y aspiraciones, pues facilitan la celebración de 
eventos y, lo que es más importante, ejercen influencia en la 
política pública de los Estados”117. 

En suma, se reconoció en la Observación General Número 37, 
emitida por el propio Relator Especial de las Naciones Unidas, 
que el artículo 21 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos protege el derecho de reunión pacífica, que puede 
tener múltiples manifestaciones, entre las que se encuentran 
precisamente las protestas118.
Por lo tanto, este Tribunal Pleno considera que el derecho a la 
protesta social (en sus diferentes dimensiones como pueden ser 
concentraciones, manifestaciones, marchas, cortes de ruta, etc.) 
está protegido por el orden jurídico nacional e internacional, 
siempre que al igual que los derechos de libertad de expresión y 
reunión, se ejerza de manera pacífica, por lo que las protestas 
violentas no están amparadas ni siquiera prima facie por virtud 
de este derecho.”

De la transcripción que antecede se puede colegir que el 

derecho a la manifestación o protesta es un mecanismo esencial 

de expresión democrática que permite a las personas, de manera 

individual o colectiva, expresar ideas, valores, disenso, oposición 

o reivindicación. Está estrechamente vinculado con los derechos a 

la libertad de expresión, reunión y asociación, configurando un 

conjunto de garantías fundamentales para canalizar las demandas 

sociales y permitir la articulación de opiniones en el espacio 

público. Su núcleo esencial radica en que debe ejercerse 

pacíficamente, sin recurrir a violencia, amenazas o injurias.

El objetivo principal del derecho a la protesta es garantizar 

que las personas puedan expresar sus ideas y demandas, 

especialmente aquellas que buscan denunciar injusticias, 

visibilizar problemas sociales o exigir derechos. Además, tiene 

una función democratizadora, al canalizar y amplificar las voces 

de sectores que, por su vulnerabilidad o exclusión, no tienen fácil 

116 Consejo de Derechos Humanos, Informe del Relator Especial sobre los derechos a la 
libertad de reunión pacífica y de asociación, mayo de 2012, A/HRC/20/27, párr. 24.
117 Consejo de Derechos Humanos, Informe del Relator Especial sobre los derechos a la 
libertad de reunión pacífica y de asociación, mayo de 2012, A/HRC/20/27, párr. 24.
118 Ver. Párrafo 6 de la Observación General 37, relativa a relativa al derecho de reunión 
pacífica, septiembre 2020.
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acceso a los medios tradicionales de comunicación o a las 

instituciones de mediación.

El derecho a la manifestación protege el principio 

democrático, la pluralidad de opiniones y el acceso a la esfera 

pública para participar activamente en los asuntos de interés 

colectivo. Este derecho resguarda el orden democrático, el debate 

libre y la capacidad de la ciudadanía para influir en la política 

pública de los Estados.

Este derecho protege a todas las personas, en especial 
a aquellos grupos vulnerables o excluidos que encuentran en 
la protesta una vía para visibilizar sus necesidades y 
reivindicaciones. Se trata de un derecho colectivo e individual 

que permite la movilización de sectores sociales con diversas 

aspiraciones y reclamos.

El alcance del derecho a la manifestación comprende 

diversas formas de acción pacífica, tales como concentraciones, 

marchas, reuniones y otras manifestaciones en espacios públicos 

o privados con propósitos legítimos. Está protegido tanto por el 

marco constitucional mexicano (artículo 9º) como por el derecho 

internacional (artículo 21, del Pacto Internacional de Derechos 

Civiles y Políticos). No obstante, este derecho no ampara actos de 

violencia, amenazas o acciones que atenten contra la seguridad 

pública o el respeto a los derechos de terceros.

En síntesis, el derecho a la protesta constituye un 

instrumento democrático esencial, cuyo ejercicio pacífico fomenta 

la participación ciudadana, la justicia social y el fortalecimiento de 

las instituciones públicas.

Precisado lo anterior, el derecho a la protesta y 

manifestación está interrelacionado con el derecho a la libertad de 
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expresión, ya que ambos comparten objetivos fundamentales en 

la construcción y sostenimiento de una sociedad plural y 

democrática. 

Es así, porque la protesta y la manifestación son formas de 

ejercicio del derecho a la libertad de expresión. Mientras que este 

último permite a las personas expresar ideas, pensamientos y 

opiniones a través de cualquier medio, la protesta es una acción 

colectiva o individual que amplifica esas expresiones mediante la 

presencia física en el espacio público o privado. De este modo, la 

protesta puede entenderse como una modalidad concreta de 

libertad de expresión, utilizada para visibilizar demandas, expresar 

desacuerdo o exigir la atención a problemáticas sociales.

Ante tal panorama, ambos derechos tienen como objetivo 

garantizar la participación activa en una sociedad democrática. La 

protesta social, como ejercicio de la libertad de expresión, permite 

canalizar demandas que de otro modo podrían quedar 

silenciadas, especialmente cuando provienen de sectores 

marginados o excluidos. Esta función democratizadora se 

refuerza, al considerar que la protesta fomenta la participación 

ciudadana y la vigilancia del poder.

Tanto la libertad de expresión como la protesta deben gozar 

de protección especial en un Estado democrático, ya que su 

ejercicio permite el mantenimiento del debate público y la 

deliberación sobre asuntos de interés colectivo. El máximo 

intérprete constitucional y los organismos internacionales han 

señalado que esta protección incluye la prohibición de censura 

previa, el acceso igualitario al espacio público para expresar 

ideas, y la presunción de que cualquier manifestación de 

pensamiento merece protección, salvo que atente contra 

derechos de terceros o implique violencia.
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En esa tesitura, los "tendederos de protesta" por violencia 

de género constituyen una forma legítima de proteger y ejercer los 

derechos de manifestación y libertad de expresión porque 

permiten a las víctimas y a las personas afectadas visibilizar 

situaciones de violencia que, en muchos casos, permanecen 

ocultas o silenciadas. 

Estos espacios no sólo cumplen con el propósito de 

canalizar denuncias de manera colectiva, sino que también 

generan un impacto en la sociedad, al abrir un debate necesario 

sobre la violencia de género y la necesidad de implementar 

políticas y acciones efectivas para erradicarla. Al tratarse de una 

modalidad pacífica, se enmarca plenamente dentro de los límites 

establecidos para el ejercicio de ambos derechos, pues no recurre 

a la violencia ni amenaza y busca fomentar una reflexión colectiva 

y una transformación cultural.

Además, los tendederos de protesta funcionan como un 

medio para garantizar el acceso al espacio público y la difusión de 

mensajes que de otro modo podrían ser censurados o ignorados, 

especialmente en contextos donde las instituciones tradicionales 

no han dado una respuesta adecuada, donde no han construido 

un cauce legal suficiente a la conflictividad social que se busca 

denunciar. 

Este tipo de manifestaciones cumplen con el objetivo de la 

libertad de expresión, al visibilizar problemas sociales y 

estructurales, y amplían su alcance, al empoderar a las víctimas 

para que ejerzan su derecho a expresarse. De esta manera, los 

tendederos se configuran como una herramienta legítima y 

necesaria en la construcción de un entorno más equitativo y 

respetuoso de los derechos humanos, en particular los de las 

mujeres y otros grupos vulnerables.
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En todo caso, el agresor, si consideraba que fue aludido o 

dañado injustamente, tendría el derecho de réplica y de iniciar 

otras acciones. Es así, porque toda persona tiene derecho a que 

sean publicadas o difundidas las aclaraciones que resulten 

pertinentes, respecto de datos o informaciones transmitidas o 

publicadas por los sujetos obligados, relacionados con hechos 

que le aludan, cuya divulgación le cause un agravio ya sea 

político, económico, en su honor, vida privada o imagen, de 

conformidad con lo estatuido en los artículos 6º, constitucional, 

14, en relación con los diversos 11 y 13, de la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos; y, 19, del Pacto por los 

Derechos Civiles y Políticos.

Ello, porque, como lo definió la Primera Sala de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación, el derecho de réplica debe 

entenderse como complementario de la libertad de expresión, en 

tanto que su objetivo es brindar un espacio de participación a 

quien haya sido aludido, para lograr un equilibrio entre los sujetos 

y la información difundida, y de este modo garantizar el más pleno 

ejercicio de la libertad de expresión de ambas partes y el más 

amplio debate e información en una sociedad democrática. Es 

decir, no debe entenderse como una limitación a la libertad de 

expresión, pues de ninguna manera el derecho de réplica puede 

ejercitarse como una censura previa, sino como un mecanismo 

que funciona posteriormente a la emisión de información, que 

pudiera ser inexacta o falsa, que el sujeto aludido alega le causó 

un agravio119.

En efecto, este mecanismo, precisó la aludida sala, no tiene 

como objetivo censurar opiniones o reparar agravios en un 

sentido de compensación económica, sino que al hacer alusión a 

información que pudiera resultar inexacta o falsa, debe 

119Suprema Corte de Justicia de la Nación, Primera Sala, Amparo en Revisión 102/2017, 
Sesión de 23 de agosto de 2027, Ministro Ponente; José Ramón Cossío Díaz, Unanimidad 
de Votos, párrafo 63, p. 19.
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entenderse como un mecanismo de tutela al equilibrio informativo, 

que requiere necesariamente que los datos o hechos publicados 

falten a la verdad120. 

En ese sentido, definió que el derecho de réplica sólo puede 

ejercerse frente a datos y hechos publicados, y no frente a 

opiniones, ideas o puntos de vista, aun cuando éstas puedan 

resultar ofensivas o incluso vejatorias, habida cuenta que para 

eso existen otro tipo de medidas –civiles, administrativas y 

penales– que garantizan la no intromisión en la vida privada, el 

derecho al honor, entre otros. 

Se reitera, el derecho de réplica no funciona como un 

mecanismo reparador de agravios, sino, como ya se mencionó, 

como un mecanismo de tutela al equilibrio informativo o una vía 

para hacer efectivas las responsabilidades que conlleva la libertad 

de pensamiento y expresión y que es igualmente necesaria dentro 

de una sociedad democrática que pretenda nutrirse del diálogo 

informado y de la veracidad de la opinión pública121.

Por consiguiente, el argumento formulado por la parte 

quejosa es infundado, ya que, de haber considerado que el 

accionante fue aludido o afectado de manera injusta por las 

manifestaciones realizadas en el contexto del tendedero de 

protesta o cualquier otro acto similar, como fueron las 

manifestaciones de las personas mediante carteles en la 

celebración de la “Segunda Jornada Cultural Universitaria con 

Perspectiva de Género. Mujeres Guerreras, Otro Mundo es 

Posible”, la cual fue transmitida vía streaming por la plataforma de 

YouTube, en la liga electrónica 

https://www.youtube.com/watch?v=Dx9MR6Mlaxs&t=8971s, tenía 

a su disposición mecanismos legales adecuados para ejercer su 

120 Ibidem, párrafo 64, p. 19.
121 Ibidem párrafo 64, pp. 19 y 20.
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derecho de réplica.

En consecuencia, el ejercicio del derecho a la protesta y a la 

libertad de expresión por parte de terceras personas no vulnera el 

orden jurídico, ya que brinda al quejoso mecanismos efectivos 

para proteger su posición y reparar cualquier posible afectación, 

de ahí que no hubiera quedado probado un actuar irregular por 

parte de la autoridad demandada, para en todo caso, justificar la 

responsabilidad patrimonial del Estado. 

En correlación con lo anterior, es importante insistir en que 

la violencia de género es un problema estructural que ha sido 

históricamente silenciado por la falta de acceso a la justicia y la 

revictimización de las personas afectadas. Empero, las 

contramedidas legales −como denuncias por difamación o 

discriminación presentadas por los acusados− pueden ser vistas 

como un ejercicio de poder que no busca justicia, sino perpetuar 

el control y silenciar a las víctimas, lo que evidentemente puede 

convertirse en una herramienta de revictimización.

Se destaca lo anterior, porque en el caso particular, la 

víctima, respecto de hechos considerados como delitos en el año 

de dos mil quince, en el año dos mil diecisiete hizo una denuncia 

por los delitos de violación agravada y aprovechamiento de 

confianza contra **** ******* ***** ********, año este último en 

el que también se hicieron públicos actos de violencia de género 

respecto de esta persona, como fueron los tendederos de 

denuncias. No obstante, el antes nombrado, con posterioridad a 

ello, en el año de dos mil dieciocho, denunció, entre otras 

personas, a  ****** ******** ***** ******* , por el delito de 

discriminación (quien provoque o incite al odio o a la violencia), la 

que por cierto, se mandó archivar al haberse decretado el no 

ejercicio de la acción penal; y además hizo del conocimiento de la 

Comisión Nacional de Derechos Humanos (CNDH) actos de 
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discriminación, sin hacer alusión en esta última todas las causas 

que antecedieron a la situación particular. 

Si bien no podría inhibirse el ejercicio de ese derecho al 

accionante, si es importante referir que, en los últimos años, 

movimientos como #MeToo o los tendederos de denuncia en 

universidades han dado voz a las víctimas de violencia de género, 

pero esta visibilidad también ha generado una respuesta por parte 

de los acusados, quienes a menudo recurren a contrademandas o 

denuncias por difamación, daño moral o discriminación como una 

forma de silenciar a las víctimas o al menos de hacerles enfrentar 

esas vías legales, lo que manda un mensaje patriarcal implícito de 

que no deben hablar de esos temas en el espacio público, so 

pena de verse involucrados en procesos en los que de víctimas 

pasan a victimarias. 

Ejemplo de ello, es el caso de la periodista y activista Lydia 

Cacho Ribeiro122, quien fue víctima de un uso sistemático del 

poder patriarcal para reprimir su derecho a la manifestación y la 

libertad de expresión, ya que se trata de un caso extremo de 

violación a los derechos humanos. Ésta denunció una red de 

explotación sexual infantil, a la luz de sus derechos a la 

manifestación, libertad de expresión y de su profesión como 

escritora, en su libro “Los Demonios del Edén”, exponiendo a 

figuras de alto poder político y económico en México, lo que 
desató una represalia organizada y coordinada en su contra, 

a través de los sistemas jurídicos nacionales.

En efecto, el sistema patriarcal operó de varias formas para 

silenciarla, incluyendo la fabricación de cargos de difamación y 

122 Dictamen CCPR/C/123/D/2767/2016, Naciones Unidas (ONU), Comité de Derechos 
Humanos, “Dictamen aprobado por el Comité a tenor del artículo 5, párrafo 4, del Protocolo 
Facultativo, respecto de la comunicación núm. 2767/2016”, Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos, 29 de agosto de 2018, disponible en: 
https://ccprcentre.org/files/decisions/G1826238.pdf 
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calumnias, una detención arbitraria, y actos de tortura física y 
psicológica. Durante su traslado de veinte horas tras ser 

detenida, sufrió violencia de género, amenazas sexuales y 

humillaciones que ejemplifican cómo se instrumentalizó su género 

para castigarla y denigrarla. Este contexto revela no sólo la 

complicidad de las autoridades en su persecución, sino también la 

impunidad y la colusión entre poderes públicos y privados.

El caso de Lydia Cacho pone de manifiesto cómo el poder 
patriarcal busca inhibir y censurar, entre otras cosas, el 
activismo de las mujeres, especialmente cuando desafían 
estructuras de opresión y corrupción. Su lucha evidenció la 

estructura patriarcal y representó un llamado a reformar sistemas 

judiciales y sociales que perpetúan estas desigualdades 

estructurales.

De ahí la necesidad de apreciar en todo su contexto los 

asuntos que se presenten ante las autoridades administrativas y 

jurisdiccionales, pues, en casos de violencia de género, las 

contramedidas legales pueden convertirse en una herramienta 

para intimidar y reprimir a las víctimas, máxime que la asimetría 

de poder es clave, toda vez que las víctimas suelen enfrentar 

limitaciones económicas, sociales o legales, mientras que los 

acusados pueden emplear estos recursos para dilatar procesos o 

desgastar emocional y económicamente a quienes denuncian, de 

ahí que deba desestimarse el alcance probatorio de la solicitud 

que hizo ante la Comisión Nacional de Derechos Humanos sobre 

actos de discriminación, en tanto que está relacionada con actos 

de violencia de género.

Precisado lo anterior, este tribunal arriba a la convicción de 

que, en el caso concreto, no se acreditó que la autoridad 

administrativa, en este caso, la Universidad Autónoma 

Metropolitana (UAM), hubiera actuado fuera del marco normativo 
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que la regula. Es decir, no se probó que su conducta se apartara 

de las disposiciones legales y reglamentarias que le son 

aplicables, ni que existiera un desapego absoluto o deliberado a 

sus obligaciones jurídicas.

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 

prevé la responsabilidad patrimonial del Estado exclusivamente 

cuando se demuestra una actividad irregular que cause un daño 

antijurídico a un particular. Dicha irregularidad implica una 

transgresión directa a las normas que rigen el actuar 

administrativo, lo que en este caso no quedó acreditado. Por 

ende, si no se probó que la actividad de la UAM fuera irregular o 

ilícita, no puede configurarse el derecho del promovente a recibir 

una indemnización, dado que no se vulneraron sus derechos de 

manera indebida ni se ocasionó un daño que estuviera fuera de 

su deber jurídico de soportar.

A esa luz, el Estado, a través de la UAM, no está obligado a 

responder mediante el pago de una indemnización si no se 

evidencia un daño concreto derivado de una actividad 

administrativa que pueda calificarse como irregular. En los autos 

no consta prueba alguna que demuestre que la universidad 

hubiere actuado con dolo, intencionalidad o negligencia que 

pudiera lesionar los derechos del accionante. Tampoco quedó 

acreditado que las acciones de la UAM hayan excedido los límites 

de sus atribuciones legales o hayan sido ejecutadas de forma 

arbitraria o contraria al orden jurídico, ya sea por acción u 

omisión.

Además, la regulación constitucional de la responsabilidad 

patrimonial del Estado, conforme a lo señalado por la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia 2a./J. 99/2014 
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(10a.)123, de epígrafe: “RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL 

ESTADO. SU REGULACIÓN CONSTITUCIONAL EXCLUYE LA 

ACTIVIDAD ADMINISTRATIVA REGULAR O LÍCITA DE LOS 

ENTES ESTATALES”, excluye de su alcance aquellos casos en 

que el daño reclamado sea producto del funcionamiento regular o 

lícito de la actividad administrativa. Esta interpretación subraya 

que, cuando la administración pública actúa dentro del marco 

legal, no existe fundamento para exigir una compensación 

patrimonial, aun si de dicho actuar pudiera derivarse alguna 

molestia o inconveniente para el administrado.

En el presente caso, las actuaciones de la UAM no pueden 

considerarse como irregulares ni como transgresoras de sus 

normas internas o externas. Asimismo, no se acreditó que el 

promovente haya resentido un daño antijurídico imputable a la 

administración pública, como consecuencia de una actividad 

irregular. Tampoco se demostró la existencia de un nexo causal 

entre el supuesto daño alegado y el actuar de la universidad, lo 

que refuerza la inexistencia de un deber indemnizatorio por parte 

del Estado.

En consecuencia, este tribunal llega a la convicción de que 

el concepto de violación es infundado, en tanto que la 

procedencia de una responsabilidad patrimonial del Estado no 

quedó demostrada, ya que no se evidenció que las acciones de la 

UAM se hubieran realizado fuera del marco normativo que la rige 

o con un desapego absoluto a sus reglas. Por tanto, no se 

satisface ninguno de los elementos necesarios para actualizar 

esta figura jurídica, resultando improcedente la pretensión 

indemnizatoria planteada.

Por lo demás, la sentencia reclamada se encuentra fundada 

123 Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, libro 13, diciembre de 
2014, tomo I, página 297, con registro digital: 2008114.
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y motivada, dado que contiene los preceptos legales y las razones 

que expuso la autoridad responsable para resolver en el sentido 

apuntado, las cuales son congruentes con la contienda en el 

juicio, lo que permitió al quejoso formular su defensa en la 

presente vía. Al respecto, es aplicable la jurisprudencia 1a./J. 

139/2005, emitida por la Primera Sala de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación,124de rubro: “FUNDAMENTACIÓN Y 

MOTIVACIÓN DE LAS RESOLUCIONES JURISDICCIONALES, 

DEBEN ANALIZARSE A LA LUZ DE LOS ARTÍCULOS 14 Y 16 

DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 

MEXICANOS, RESPECTIVAMENTE.”

En las relatadas consideraciones, al resultar infundado el 

concepto de violación, lo conducente es negar el amparo 

solicitado.

Por lo expuesto y fundado, se 

R E S U E L V E :

ÚNICO. La Justicia de la Unión no ampara ni protege a 

**** ******* ***** ******** , por propio derecho, contra la 

sentencia pronunciada el uno de junio de dos mil veintitrés, por la 

Primera Sala Regional Norte Este del Estado de México del 

Tribunal Federal de Justicia Administrativa, en el juicio de nulidad 

***************, por las razones expuestas en el considerando 

último de esta ejecutoria. 

Notifíquese, en su oportunidad, devuélvase el expediente a 

su lugar de origen y archívense los autos como asunto concluido. 

124 Visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, 
Tomo XXII, diciembre de 2005, página 62. 
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Así lo resolvió el Primer Tribunal Colegiado en Materia 

Administrativa del Segundo Circuito, por unanimidad de votos de 

quienes lo integran: Magistrado Presidente Óscar Vázquez 

Moreno, Magistrada Julia María del Carmen García González y 

Magistrado Alberto Roldán Olvera; siendo ponente la segunda de 

los nombrados; quienes firman electrónicamente en conjunto con 

el secretario de tribunal que autoriza y da fe.

Firman, electrónicamente, quienes integran este tribunal 

colegiado, así como el secretario, que autoriza y da fe.

En términos de lo previsto en los artículos 110 y 113 de la 

Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública, 

así como en el Acuerdo General 11/2017, del Pleno de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicado el dieciocho de 

septiembre de dos mil diecisiete, en el Diario Oficial de la 

Federación, en esta versión pública se suprime la información 

considerada legalmente como reservada o confidencial, que 

encuadra en esos supuestos normativos.

Se CERTIFICA: que en sesión de treinta de enero de dos mil veinticinco, se 
aprobó el presente asunto y el trece de febrero de dos mil veinticinco, la presente 
ejecutoria se firmó e ingresó electrónicamente al Sistema Integral de Seguimiento 
de Expedientes (SISE), dentro del plazo de diez días previsto en el artículo 184, 
párrafo segundo, de la Ley de Amparo, por las magistraturas integrantes de este 
Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Segundo Circuito, así como 
por el secretario encargado de la redacción final.

En esta misma fecha se giró el oficio: 624, a fin de comunicar la anterior determinación 
judicial. Conste.
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24 10 ac 34 9b 26 91 98 b5 08 76 e4 53 d4 1d 1a
bc 2e 55 b5 f8 30 04 e3 87 0e 8e d8 a3 5a c8 87
84 42 85 59 7a 80 33 83 4c be 68 ed 3c 38 69 1f
b7 f6 c0 c0 5d 7e 55 d0 6b 40 ca 1e 8d c3 a1 2c
15 0a 8d 3b ed 0c 69 7d b0 94 86 0f 72 79 85 e8
d2 ae 28 18 9c 76 d6 86 fe cb 15 4d 4f 77 6e 80
d8 84 86 10 a3 b0 c6 fe 3b f9 55 0b 74 02 3b 5c
9f 95 ee 4c 08 44 14 c6 03 c7 83 9c 76 ae ca de
89 71 90 d4 b5 a5 57 d0 c6 92 38 d0 b4 a2 9b d6
a6 57 b9 c7 6c c5 b2 a1 e9 49 19 64 fc 73 ad 3c
f0 7d 7b 9b 56 af 6d 77 41 21 27 b6 38 46 48 6b

OCSP
Fecha: (UTC/ CMDX) 13/02/25 19:18:00 - 13/02/25 13:18:00

Nombre del respondedor: Servicio OCSP ACI del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del respondedor: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Numero de serie: 70.6a.66.20.63.6a.66.32.00.00.00.00.00.00.00.00.00.00.40.22

TSP
Fecha : (UTC/ CMDX) 13/02/25 19:18:00 - 13/02/25 13:18:00

Nombre del emisor de la respuesta TSP: Autoridad Emisora de Sellos de Tiempo del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del certificado TSP: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Identificador de la respuesta TSP: 221668462

Datos estampillados: W59AVkYXkLBKJZoj1O5am7QHUr4=
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FIRMANTE
Nombre: JULIA MARÍA DEL CARMEN GARCÍA GONZÁLEZ Validez: BIEN Vigente

FIRMA
No Serie: 70.6a.66.20.63.6a.66.32.00.00.00.00.00.00.00.00.00.00.7b.bb Revocacion: Bien No revocado

Fecha
(UTC/ CMDX)

13/02/25 20:05:48 - 13/02/25 14:05:48 Status: Bien Valida

Algoritmo: RSA - SHA256

Cadena
de firma:

a8 be 46 77 76 ed 6c 6f f1 e4 dc cd 40 63 ac ad
de ec 44 e0 12 70 0c 21 bd b5 5e 12 f0 4f b2 bc
e0 bd fb 38 10 25 d9 8f 58 2a da ad eb a3 ba 34
e7 f5 f0 ee 89 3b cb 9b 5d c0 12 19 fb 86 1f a2
60 5d 09 1a 39 2d 06 64 35 7e 81 de 94 43 92 a3
03 be 21 25 8c f5 0d 49 41 f3 6f ec b2 95 df 9e
eb 6b bd ea 9b 93 cf 60 36 29 22 28 ab c4 40 07
35 72 c1 c9 e9 ac d5 e3 9f f7 05 df b2 ed eb 58
aa 4d c1 5a d0 35 62 5f 14 71 75 4d c4 02 0a 88
8d 4f 3c 29 5e 76 c3 2d d8 1d 02 69 84 93 c8 e8
99 15 85 6e a5 62 91 13 f5 df a8 2f fe 26 e5 e4
d2 97 5b 41 3c 98 75 20 b4 20 d1 b7 c0 50 9e f1
1e 7a c7 6e 89 b8 06 98 1c 5b af fa 8c 01 aa 0f
16 21 7b 63 6b 7a c6 81 99 18 8a f3 a3 af 51 98
90 37 56 05 11 1a 1b a1 44 96 06 31 26 a7 b5 64
f9 15 2f 60 e2 b4 f3 de 01 dc c2 ec f8 a5 5a ed

OCSP
Fecha: (UTC/ CMDX) 13/02/25 20:05:48 - 13/02/25 14:05:48

Nombre del respondedor: Servicio OCSP ACI del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del respondedor: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Numero de serie: 70.6a.66.20.63.6a.66.32.00.00.00.00.00.00.00.00.00.00.7b.bb

TSP
Fecha : (UTC/ CMDX) 13/02/25 20:05:48 - 13/02/25 14:05:48

Nombre del emisor de la respuesta TSP: Autoridad Emisora de Sellos de Tiempo del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del certificado TSP: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Identificador de la respuesta TSP: 221721387

Datos estampillados: fPsN8UB6HljudhRlu9SpLEU+cjo=
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FIRMANTE
Nombre: OSCAR VAZQUEZ MORENO Validez: BIEN Vigente

FIRMA
No Serie: 70.6a.66.20.63.6a.66.32.00.00.00.00.00.00.00.00.00.00.c2.f4 Revocacion: Bien No revocado

Fecha
(UTC/ CMDX)

13/02/25 20:30:28 - 13/02/25 14:30:28 Status: Bien Valida

Algoritmo: RSA - SHA256

Cadena
de firma:

69 cd 6c 20 5d 68 ef c0 e3 e0 2c 72 b3 3b 2a 1b
a9 59 20 d8 28 e4 16 f8 e1 c8 0c 29 bf 3a a2 13
37 6f 23 21 91 b5 39 46 5a 98 87 50 fb 3a d1 9e
62 6c 06 06 2b ea 23 55 8f e3 74 f3 ba a0 f8 cf
d1 ab ee f6 8e 50 79 61 63 87 07 96 96 cf 4d ad
85 9c 8a 95 1c a9 df 30 93 62 60 a0 f7 aa 98 0a
80 fb 2c a4 e6 ca a8 0a 72 19 e2 1a 63 de 1f 24
1f 60 82 33 1e b0 a6 80 18 c9 f4 6a 46 02 c1 12
a0 36 6f ed 77 3c ed 05 95 7e e4 d6 3d e0 06 e2
ff 6f 7b 91 9b 60 ec 36 22 32 34 2c 80 c5 6b 2f
46 72 c9 28 f8 16 14 6b 0e 6b 51 56 f0 dd 35 f5
8a 64 2f f8 09 df e4 fd 7a 26 fb 5a d8 af da e0
0b 07 2a 84 af 71 b6 51 64 23 28 a8 aa cc dc eb
d8 8d d0 b1 3e cb 7a f3 ff 44 4b c3 67 ef ca 94
6f b3 3d f3 b5 9e af fc fe 12 4f dc b9 fc 87 64
68 b8 57 8a c2 a7 e3 0e 6f cf 2a 35 ff 03 a6 90

OCSP
Fecha: (UTC/ CMDX) 13/02/25 20:30:28 - 13/02/25 14:30:28

Nombre del respondedor: Servicio OCSP ACI del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del respondedor: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Numero de serie: 70.6a.66.20.63.6a.66.32.00.00.00.00.00.00.00.00.00.00.c2.f4

TSP
Fecha : (UTC/ CMDX) 13/02/25 20:30:28 - 13/02/25 14:30:28

Nombre del emisor de la respuesta TSP: Autoridad Emisora de Sellos de Tiempo del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del certificado TSP: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Identificador de la respuesta TSP: 221747375

Datos estampillados: CmORonXrcYTkx3gmZDRL8z29wVA=
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FIRMANTE
Nombre: ALBERTO ROLDAN OLVERA Validez: BIEN Vigente

FIRMA
No Serie: 70.6a.66.20.63.6a.66.32.00.00.00.00.00.00.00.00.00.00.bb.f5 Revocacion: Bien No revocado

Fecha
(UTC/ CMDX)

13/02/25 21:11:53 - 13/02/25 15:11:53 Status: Bien Valida

Algoritmo: RSA - SHA256

Cadena
de firma:

69 30 b9 25 76 97 f5 f8 a6 cf f1 61 98 a7 af 60
2c af da a3 26 74 4c b7 08 a8 10 19 7d b2 50 13
9f 01 52 ba 8b f2 b9 d6 2a 49 11 dc d9 4c 1d b0
2a 3f 84 f5 3f 27 99 cb 43 11 27 74 b0 9d 88 f2
d4 b6 d7 4d 9e 63 8c 8c 43 64 11 e6 ee 61 f2 ee
8b f7 8a 72 61 bf c0 8f 90 25 c0 82 93 90 48 c1
51 0c 0f 2c 97 8d e7 63 17 b0 8d 32 1a 9f f0 a7
c1 93 c4 cd 69 9e 32 f2 d7 5e a8 e2 68 2a 19 80
87 5a 4f a8 66 e8 ef a4 41 f4 c9 7a 69 46 34 7f
c1 59 a5 f8 f5 aa 81 12 a3 10 77 c6 94 60 80 44
e8 33 c3 2f e7 39 2b e3 f3 37 d5 58 ed 8e 60 d1
49 33 c3 b3 27 e4 2a 1e a4 2b 7d fd 91 39 86 09
2a f3 5c 3f 6d 6e 5a ba a3 72 c2 9e f6 5d 24 21
90 44 77 42 6c 84 8f d0 8c ef 4f 72 fb 99 b7 b9
3e 6c 3c c3 6d 78 fb 3d 99 55 f8 32 4e 09 88 f3
f6 1d 28 2d db f6 44 b0 15 5b 8d 76 c7 2b 9d aa

OCSP
Fecha: (UTC/ CMDX) 13/02/25 21:11:53 - 13/02/25 15:11:53

Nombre del respondedor: Servicio OCSP ACI del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del respondedor: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Numero de serie: 70.6a.66.20.63.6a.66.32.00.00.00.00.00.00.00.00.00.00.bb.f5

TSP
Fecha : (UTC/ CMDX) 13/02/25 21:11:54 - 13/02/25 15:11:54

Nombre del emisor de la respuesta TSP: Autoridad Emisora de Sellos de Tiempo del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del certificado TSP: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Identificador de la respuesta TSP: 221795847

Datos estampillados: VJ0RfBvLW9KjOS4PYnJ1WahW1gk=
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aEl trece de febrero de dos mil veinticinco, el licenciado Edgar Salgado Pelaez,

Secretario(a), con adscripción en el Primer Tribunal Colegiado en Materia
Administrativa del Segundo Circuito, hago constar y certifico que en esta
versión pública no existe información clasificada como confidencial o
reservada en términos de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la
Información Pública. Conste.


